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INTRODUCCION: 

Promesa, compraventa, permuta, donación y mutuo, contratos civiles que desde tiempo 
atrás, han jugado un papel sumamente importante en la evolución del contrato en México, 
la importancia que los juristas tales como Aguilar Carvajal Leopoldo, Chirino Castillo Joel, 
Cifuentes Santos entre otros, han demostrado hacia tales, que siguen siendo objeto de 
constante estudio, debido a la preocupación del dinamismo con que se conduce la 
sociedad, es por tal, que se hace indispensable la utilización de estos, para obtener así 
una mayor seguridad jurídica, y por ende, el de alcanzar el objetivo primordial consistente 
en la autonomía contractual y por otra parte la equidad transaccional, de forma que se 
establezca un equilibrio ético posible, para que nuestros intereses o patrimonios no se 
vean afectados de algún dolo, error, vicio, etc. 

La manifestación de la voluntad para contratar o libertad contractual, sería óptima si se 
estuviera en una sociedad nivelada, es decir, una igualdad esencial de oportunidades, sin 
embargo la poca o casi nula aplicación correcta de estos contratos, aunado a la ignorancia 
o desconocimiento de las normas y formas aplicables en gran parte de la población, ha 
traído como consecuencia, el oportunismo de ciertas clases o personas, que valiéndose de 
lagunas jurídicas, o de las antes mencionadas, ocasionan grandes detrimentos en las 
personas que se ven afectados por tales, obligándose a recurrir a instancias 
jurisdiccionales o gubernamentales para encontrar ayuda o asesoramiento para la solución 
de sus problemas, gran parte de estas personas son de escasos recursos económicos. 

El incremento yjo utilización de los contratos en plena época es patente, la forma de 
alcanzar gran parte de seguridad jurídica en nuestras personas esta en los contratos y en 
la forma en como se otorguen, interpreten y se cumplan jurídicamente, el hacer una 
descripción profunda de dichos contratos, es de suma importancia, para que con esto se 
determine de forma clara y precisa los alcances, limitaciones, características, modos y 
formas de perfeccionamiento de realizar algún negocio jurídico en especifico, así como de 
sus nulidades e inexistencias, para que con esto, se cuente con un resumen o manual de 
cómo aplicar un acto contractual a un asunto o negocio determinado, para que las 
personas que necesiten hacer un acto contractual se encuentren informadas y con esto, 
hacer valer la esencia misma del derecho. 

Señalando que el presente trabajo consta con seis capítulos en el cual, el primer capitulo, 
comentare acerca de la teoría general del contrato, la evolución del mismo, algunos 
conceptos de contratos y diversas normas que rigen a los mismos, en el segundo capitulo 
se observaran los elementos de existencia del contrato, así como sus elementos de 
validez, en el tercer capitulo se menciona como la doctrina clasifica a los contratos, en el 
capitulo cuarto, se analizaran los temas del contrato de promesa, su concepto, 
características, definición su clasificación y su utilidad, en el capitulo quinto analizaremos 
el contrato de compraventa, su concepto, su evolución histórica, sus requisitos de validez 
y su aplicación en el derecho, contemplando la donación, su concepto, requisitos y sus 
consecuencias jurídicas y por ultimo en el capitulo sexto se menciona la relación de los 
contratos t raslativos de dominio con el registro publico de la propiedad y el comercio, 
esperando este esfuerzo contribuya a la comprensión de los contratos y su aplicación en la 
vida diaria. 
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Teoría general del contrato. 

El contrato de derecho privado pertenece a un momento determinado en el tiempo. A 
partir de ese momento obliga a las partes de modo permanente o hasta el cumplimiento 
del término del contrato. La obligación contractual no es, por tanto, autonomía, sino 
heteronomía -filosofía del derecho, en revista de derecho privado, Madrid, p. 191. - sobre 
la base de un régimen jurídico preexistente que reconoce y garantiza la libertad de 
contratación, un factum, la declaración real de voluntad de hombres concretos, produce 
efectos de derecho. "La voluntad en el contrato es, desde luego, una voluntad de ligarse u 
obligarse -escribe Gustav Radbruch-, pero no ya por si obligación." "La voluntad jamás 
puede producir una obligatoriedad, no ya la voluntad ajena sino aun la propia; todo lo más 
que puede es querer ocasionar la situación de hecho a la que una norma, que esta por 
encima de ella, une la obligatoriedad. No es, por consiguiente, el contrato el que obliga, 
sino la ley es la que obliga en el contrato. El vinculo contractual no es apropiado para 
servir de fundamento a la sujeción a la ley, sino más bien supone ya esa sujeción a la ley". 
-Gustav Radbruch, obra citada, p. 190.-

La construcción de las relaciones jurídicas válidas y eficaces nos autoriza a hablar de la 
modelación del negocio jurídico y a la adaptación del notario a la creación y progreso del 
derecho. En los dominios del derecho civil, la individualización de las normas se realiza por 
el contrato, mediante el cual las partes se dictan una norma concreta para su conducta 
recíproca. La individualización o concreción de una norma general preexistente, aplicada a 
un caso particular, no es una simple subsunción lógica, sino una verdadera creación 
jurídica que supone valoración y elección. Las formulas notariales han nutrido con mucha 
frecuencia a las fuentes jurídicas verdaderas. En no pocas ocasiones los notarios han ido a 
la vanguardia de los legisladores, y han preparado las reformas legislativas oportunas de 
acuerdo con las nuevas exigencias del medio social. A los notarios se debe, la sustitución 
de las formas primitivas, que podrían llamarse infantiles, de conclusión de los contratos 
verbales -estipulación- por el acto escrito; la introducción de los contratos innominados, 
con la que se modificaba hábilmente la figura de los clásicos contratos romanos; la 
elevación del documento a la dignidad de prueba legal de titulo ejecutivo. 

La concepción jurídica individualista sostiene que los contratos sólo obligan hasta donde 
llegan, la voluntad contractual -teoría de la voluntad- y que siempre obligan en todo 
aquello que cubre la voluntad -libertad contractual-. En oposición antitética, la concepción 
social del derecho afirma que el contrato puede obligar en la medida en que se extienda la 
confianza de la otra parte en la declaración -teoría de la declaración- y que la voluntad 
contractual puede, por varias razones de bienestar social colectivo, no ser obligatoria -
limitaciones de la libertad contractual-. La libertad contractual sólo puede ser una libertad 
de contrato igual para todos en una sociedad nivelada, donde hubiese una igualdad 
esencial de oportunidades. 

Si consideramos que el contrato es la causa más frecuente de las obligaciones, hasta el 
punto de ser la única fuente ordinaria y normal, advertiremos la universalidad y 
trascendencia para la vida social y económica que reviste el estudio de los contratos. El 
incremento de los contratos en una era industrial y mercantil es patente. Gran parte de 
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nuestra seguridad jurídica depende de que los contratos se otorguen, interpreten y 
cumplan en justicia. Han pasado muchos siglos -y no en vano- desde que los hombres 
iniciaron la reglamentación de los contratos. Los romanos empezaron por capturar al 
deudor, a fin de forzar el cumplimiento del contrato o mantener al incumplido contratante 
en cautiverio hasta que los parientes satisficiesen la prestación debida, mas tarde, surgió 
la condena pecuniaria, mediante ejecución universal o acción para exigir que los tribunales 
o sus funcionarios, a expensas del demandado, cumpliesen las obligaciones pactadas. Los 
juristas romanos distinguieron entre contratos formales - estipulación que utilizaba la 
palabra spondeo, ceremonia pública que simbolizaba una transacción ante el pueblo, 
registrada en los libros de contabilidad familiar- y contratos informales, carentes de 
acción, que dependían de la buena fe de quien los formulaba1

• El ius civile2 no reconocía el 
nudum pactum. Esta doctrina de los contratos formales ha influido en nuestra tradición 
occidental. El derecho natural y la etapa de la equity anglosajona confiaron en la razón 
más que en la forma. Esta última sólo era causa civiles o razón legal para que el contrato 
fuera exigible. Las transacciones bonae fidei se abren paso de modo paulatino. Aquellos 
con quienes tratamos actuar de buena fe -salvo de prueba en contrario- de acuerdo con 
los postulados de la sociedad civilizada y cumpliendo sus compromisos con forme a las 
expectativas de la comunidad. Ha quedado muy atrás la ley de las doce tablas que solo el 
nexum de las formas orales reconocía el medio de crear derecho. Las racionalizaciones 
jurídicas añaden a los contratos reales, los tratos consensuales y los innominados. La 
teoría del equivalente -racionalización de la causa devendi germánica- considerada ya en 
el siglo XVII que no era natural ni legalmente obligatoria la promesa abstracta que no 
tuviese, en justa contraprestación, otra equivalente. El siglo XIX se detuvo al sistematizar 
y armonizar el legado civilista, en materia contractual, pensando más en la libertad de los 
contratos que en la exigibilidad de las obligaciones. 

El principio del favor al deudor, del cual hablamos en el siglo XX, puede llevar, si no 
pertenece a sus justos limites, a lo que irónicamente se le ha llamado el derecho a no 
pagar las deudas. Por otra parte, nuestro siglo contempla, con natural temor, ese 
dirigismo contractual en que el estado estipula los contratos para el pueblo en vez de 
permitir que los contratos los concierten las partes mismas. 

Aunque lejos del Estado gendarme, no queremos que la reglamentación contractual llegue 
al extremo de una sumisión total de las partes a un régimen obligatorio impuesto por el 
Estado. Hoy, como ayer y como siempre, la justicia conmutativa preceptúa al respecto 
recíproco de los derechos existentes. 

Nadie debe lesionar los derechos subjetivos existentes -en especifico los contractuales- de 
otro. De aquí se derivan numerosas prohibiciones concretas. El trafico jurídico requiere 
lealtad y confianza. "La colaboración y el intercambio de prestaciones no puede tener 
lugar en la situación de coordinación sino mediante el contrato." El contrato es un 
fenómeno típico de esta situación. El contrato se encuentra bajo la exigencia de la 
confianza: pacta sun servanda. Pero también en este punto es importante el principio de 
la culpabilidad; solo los vinculatorios los contratos concluidos con la responsabilidad 
necesaria: perturbaciones anímicas, engaño o coacción destruyen la fuerza vinculatoria del 
contrato. En los contratos rige el principio de igualdad en el mismo sentido que tiene el 

1 Floris Margadant S. Guillermo, El Derecho Privado Romano, México, 21 Ed, Esfinge, 1995, p. 380 
2 Ibidem. p. 101 
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caso de las compensaciones e indemnizaciones. Prestación y contraprestación tienen que 
corresponderse. El que da algo debe recibir en equivalencia de ello. También, pues, se 
trata aquí de una relación de proporcionalidad. Esto puede decirse no solo por lo que hace 
al valor de las prestaciones intercambiadas, sino también por lo que hace al momento de 
la prestación. Este debe ser en principio el mismo para las dos prestaciones. Nadie esta 
obligado a anticipar su prestación. Todo, naturalmente, a condición de que los 
contratantes no acuerden otra cosa3

• 

La evolución en los contratos 

Para su desarrollo en la sociedad, el hombre requiere el cambio de bienes y servicios, sin 
los cuales económica y socialmente quedaría aislado. Tal intercambio, que provoca que el 
ser humano se enriquezca y perfeccione, se realiza, entre otros medios, a través de los 
contratos. 

Las relaciones económicas ocasionaron en un principio que la regulación jurídica fuera 
espontánea; sin embargo con el desarrollo cultural esta última se ha ido perfeccionando 
poco a poco, y de leyes rudimentarias ahora existen codificaciones, mismas que han 
servido para establecer frenos que evitan abusos e irresponsabilidad. 

La reglamentación de los contratos nace de la necesidad · de buscar, por un lado la 
autonomía de la voluntad y por el otro, la equidad en las transacciones, de suerte que 
constituya y cristalice el minimum ético deseable. 

Bajo esta concepción, quienes intervienen en un contrato han gozado siempre de la 
facultad de autorregularse y estipular en él diversas modalidades o cláusulas penales, o 
simplemente se adaptan a los contratos "tipo" reglamentados por la ley, los que 
contemplan un ideal dentro de la contratación. 

Aspecto general. 

La primera consideración que hay que hacer en este estudio, es que no es posible dar un 
concepto general del contrato con validez universal, ya que éste varia necesariamente de 
país en país y de época en época, de acuerdo con sus leyes y costumbres respectivas. 

La influencia doctrinal que es determinante en la labor legislativa, puede orientar la 
conceptuación de este término hacia diversos sentidos; y si los autores de obras jurídicas 
tampoco están unificados para darle al contrato un significado uniforme, necesariamente 
éste variará en el aspecto legal, según sea la orientación doctrinal que haya motivado al 
autor de la ley. 

En el derecho español, conforme al artículo 1254 de su código civil, "El contrato existe 
desde que una o varias personas consienten en obligarse respecto de otra u otras, a dar 
alguna cosa o prestar algún servicio'14 

3 Treviño García, Ricardo, Los Contratos Civiles y sus Generalidades, México, Ed. Me Graw Hill, 1995, p. 06 
4 Zamora y valencia Miguel Ángel, Contratos Civiles, México, Ed. Porrúa, 1997, p. 20 
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En el campo de la doctrina y según sea el aspecto que cada autor desea hacer resaltar, 
existen múltiples acepciones del concepto contrato. Para Colín y Capitant, "El contrato o 
convenio es acuerdo de dos o varias voluntades en vista de producir efectos jurídicos. 
Contratando las partes, pueden tener por fin, sea crear una relación de derecho; crear o 
transmitir un derecho real o dar nacimiento a obligaciones; sea modificar una relación 
preexistente; sea en fin extinguirla."5 

No obstante lo anterior, es preciso hacer varias consideraciones que sí tienen una 
aplicación general: 

Los contratos se estudian y tienen su campo de actualización dentro del ámbito 
patrimonial; su estudio sólo tiene importancia práctica si se hace dentro de la teoría del 
patrimonio. Así, el pretender ampliar su órbita a otras materias civiles u otras disciplinas 
jurídicas, es violentar su naturaleza y función, lo que se traduce a una escasa o nula 
utilidad práctica o doctrinal. Discutir si el matrimonio, la adopción o la actuación del 
funcionario público ( se dice que el Presidente es el primer mandatario de la nación ) son 
contratos, es distraer la atención sobre los aspectos verdaderamente importantes de esta 
figura. No se discute la importancia jurídica de las materias no patrimoniales que 
seguramente la tienen y aún mayor que las patrimoniales si no que se pretende en 
cuadrar la figura del contrato dentro de sus limites exactos que permitan obtener los 
máximos frutos. 

Todo contrato necesariamente implica un acuerdo de voluntades pero no un acuerdo 
simple, sino la manifestación exteriorizada de dos voluntades por lo menos, en los 
términos en que lo disponga una norma vigente. 

Todo contrato debe ligar, enlazar a las personas que lo celebran, estableciendo entre ellas 
un vinculo de contenido patrimonial. Este aspecto es la razón de ser, es el objetivo 
principal y el motivo del contrato. 

Las personas en sus relaciones cotidianas, tienen la necesidad de asegurar en alguna 
forma la realización de cierta conducta por parte de otras o de comprometerse, a su vez, a 
la realización de cierta actividad, y el instrumento idóneo para satisfacer esas necesidades, 
es el contrato. 

El concepto de contrato en el Derecho Mexicano 

En el derecho positivo mexicano, se precisa una relación entre el convenio y el contrato, 
considerando al primero como el género y al segundo como la especie, sin perder de vista 
que ambos son a su vez, especies de actos jurídicos. 

El derecho positivo mexicano distingue al contrato del convenio y de los preceptos 
respectivos puede obtenerse la distinción entre convenio en un sentido amplio y convenio 
en un sentido restringido, aún cuando como especies de un mismo género, que es el acto 
jurídico todas las disposiciones jurídicas aplicables a los contratos también lo serán a los 
convenios. El convenio en sentido amplio es el acuerdo de dos o más personas para crear, 

5 lbidem. p.20 
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transferir, modificar o extinguir obligaciones. El contrato es el acuerdo de dos o más 
personas para crear o transmitir derechos y obligaciones. Como consecuencia del 
desprendimiento del contrato de su género, el convenio en sentido restringido, queda 
reducido al acuerdo de dos o más personas para modificar o extinguir derechos y 
obligaciones.6 

El negocio jurídico. 

Existen diversas denominaciones de los hechos que producen efectos en el mundo 
jurídico, en la doctrina Francesa, que es la seguida por nuestro código, los hechos 
jurídicos latu sensu, se dividen en hechos jurídicos sticto sensu y actos jurídicos. 

Al decir de Bonnecase el acto jurídico es una manifestación exterior de la voluntad, 
bilateral o unilateral, cuyo fin directo es engendrar, fundándose en una regla de derecho, 
en contra o en provecho de una o varias personas, un estado, es decir, una situación 
jurídica general y permanente, o, al contrario un efecto de derecho limitado que conduce 
a la formación, a la modificación o a la extinción de una relación de derecho.7 Por su parte 
la doctrina alemana, italiana y en la actual la española, el acto jurídico se subdivide en 
actos jurídicos sticto sensu y negocios jurídicos, el primero de éstos es un acto jurídico 
rígido, pues toda la actividad del sujeto está prevista en forma rigurosa por la ley, por 
ejemplo cuando un tutor acepta el cargo, su actividad se regula estrictamente por la 
norma jurídica; no se discute el tipo de garantía que va a otorgar, cuando va a rendir 
cuentas. El segundo o sea, el negocio jurídico es un acto jurídico flexible, toda vez que el 
sujeto tiene un amplio campo de autorregulación dentro del marco legal, como ejemplos 
podemos mencionar el testamento, el contrato de asociación, las capitulaciones 
matrimoniales, en los que la ley les permite que los sujetos construyan sus propias 
normas. 

El término negocio jurídico se debe a los pendectistas y puede definirse como la facultad 
jurídica que tienen las personas de autodeterminarse. 8 

Por otra parte Karl Larenz lo explica y define como un acto cuyo fin es producir un efecto 
jurídico en el ámbito del derecho privado, esto es, una modificación a las relaciones 
jurídicas entre particulares. Por medio del negocio jurídico el individuo configura por si sus 
relaciones jurídicas con otros. El negocio jurídico es el medio para la realización de la 
autonomía privada, presupuesta en principio por el código Civil. 9 

Por lo que respecta al Código Civil del Estado de Quintana Roo, para llegar a concebir un 
concepto idóneo del negocio jurídico, primero establece en su artículo 34 que el supuesto 
jurídico es la hipótesis prevista por la ley, de cuya realización depende el nacimiento, la 
modificación. La transmisión o la extinción de derechos y obligaciones o de situaciones 
jurídicas concretas. Así el artículo 35 cuando el supuesto se realiza sin intervenir la 

6 Ibidem. p. 21 
7 Borja Soriano, Manuel cita a Bonnecase, Julián, teoría General de la Obligaciones, México, Porrúa, 1982, 
p.84 
8 Pérez Fernández del Castillo, Bernardo, Contratos Civiles, México, Limusa, 2000, p.5 
9 Larenz, Kart, Derecho Civil Parte General, Revista de Derecho Privado, Editoriales de derecho reunidas, 
Madrid, 1978, p. 34. 
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voluntad del hombre ni en la realización ni en la producción de sus consecuencias de 
derecho, el conocimiento se llama hecho jurídico. Ahora bien por parte del artículo 36 
menciona que cuando el hecho es realizado voluntariamente por su autor, sin intención de 
producir ninguno de los efectos jurídicos que establece el artículo 34 - nacimiento, 
modificación, transmisión o extinción - no obstante lo cual se producen, se llama acto 
jurídico. Ya después de hacer la descripción del supuesto, hecho y acto jurídico como 
antecedentes para llegar al concepto, establece el artículo 37 que cuando el acto es lícito y 
se realiza con el propósito de producir cualquiera de las consecuencias a que se refiere el 
artículo 34- nacimiento, modificación, transmisión o extinción de derechos y obligaciones 
se llama negocio jurídico. 

El Código Civil del Estado de Quintana Roo, establece cuando el negocio jurídico será nulo 
en su artículo 13, los efectos de los negocios celebrados en el extranjero y que deban ser 
ejecutados en el territorio nacional, deberán regirse por las leyes federales esto en su 
artículo 15, en cuanto a la forma ... , el artículo 18, el artículo 24 y 25 establecen el caso de 
nulidad cuando es por extrema ignorancia, etc. Ahora bien del artículo 135 al 151 del 
mismo ordenamiento establece las disposiciones preliminares para el negocio jurídico.10 

Diversas acepciones del término contrato. 

La expresión "contrato" tiene en la práctica jurídica mexicana diversas significaciones, 
tales como: 

El contrato como acto jurídico: Cualquier transformación en el ámbito de lo jurídico, esto 
es cualquier situación que produzca una consecuencia a la que se califique como 
"jurídica", necesariamente debe ser resultado de una motivación a un "supuesto jurídico" y 
toda activación de un supuesto jurídico, forzosamente debe obedecer a la actualización de 
un hecho jurídico. Estos términos de "supuesto jurídico", "consecuencia de derecho", 
"sujetos de derecho"que son las personas a quienes se imputan las consecuencias y 
"objetos de derecho" que es el elemento material y objetivo que maneja la ciencia jurídica, 
reciben el nombre de 'tonceptos jurídicos fundamentales /sin los cuales, por lo tanto, no 
podría hablarse de situación o relación con la calificación de jurídica. 11 

Los supuestos jurídicos, son las hipótesis normativas de cuya excitación depende el que se 
produzcan consecuencias de derecho. Las consecuencias de derecho, son las situaciones o 
relaciones que se originan como consecuencia de haberse activado uno o varios supuestos 
jurídicos. En un desenvolvimiento lógico de ideas, debe concluirse que, para que se 
produzcan consecuencias de derecho, se necesita excitar o actualizar un supuesto. Ahora 
bien, el motor, el impulso, el activador del supuesto recibe el nombre de hecho jurídico. 
Existen consecuencias jurídicas por no activar ningún supuesto, pero en cambio otros que 
sí las producen y a estos últimos son a los que se les denomina hechos jurídicos. Los 
hechos jurídicos pueden clasificarse en hechos jurídicos en sentido estricto y en actos 
jurídicos, y en la teoría germano-italiana, en negocios jurídicos. 

1° Código Civil para el Estado de Quintana Roo, México, Norte Sur, p. 3 
11 Zamora y Valencia, Miguel Angel , Contratos, México, Porrúa, 1997, p. 22 
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Los hechos jurídicos en sentido estricto son los acontecimientos de la naturaleza o 
relacionados con el hombre en los que no interviene la voluntad o que aún interviniendo, 
ésta es irrelevante en la producción de las consecuencias y que por la excitación de un 
supuesto jurídico, se producen consecuencias de derecho. El acto jurídico, es el 
acontecimiento del hombre en el cual interviene su voluntad de forma directa y que por la 
motivación que hace de un supuesto jurídico, produce consecuencias de derecho, siendo 
la voluntad relevante para la producción de las consecuencias. Si en la realización del acto 
jurídico interviene una sola voluntad, se dice que este es monosubjetivo, y si intervienen 
dos o más voluntades, el acto será plurisubjetivo. 

Al referirse al acto jurídico a la materia civil y dentro de esta regulación patrimonial que 
presupone la posibilidad de la obtención de bienes y servicios como medios de la 
circulación de la riqueza y además relacionado los conceptos anteriores con la posibilidad 
de crear y transmitir derechos y obligaciones, se está ya en la posibilidad de dar un 
concepto de contrato como acto jurídico: 

El contrato, como acto jurídico, es el acuerdo de voluntades conforme a lo dispuesto por 
un supuesto para producir las consecuencias de derecho consistentes en crear o transmitir 
derechos y obligaciones de contenido patrimonial. 

El contrato como norma jurídica: Al estudiarse el contrato, deben de tenerse en cuenta 
dos aspectos fundamentales; el primero, el acto jurídico como acuerdo de voluntades que 
es el proceso creador del contrato, y el segundo, que es el resultado de ese proceso; y así 
como no deben confundirse los actos discursivos con el discurso mismo o el proceso de 
elaboración legislativa con la ley, tampoco confundirse el acto productor del contrato con 
el contrato mismo. El resultado del acto jurídico contractual puede considerarse como una 
norma de la cual emanan derechos y obligaciones para las partes que en él intervienen. El 
fundamento de obligatoriedad del contrato es que en sí mismo es una norma jurídica, no 
general sino individualizada, que a su vez se apoya en una norma jurídica general ( la 
contenida en el código civil ) la que a su vez se apoya para fundamentar su obligatoriedad 
en una norma de carácter constitucional. Los temas principales que deben tratarse en el 
estudio del contrato como norma jurídica son: Los ámbitos de validez material, temporal y 
personal, los conflictos originados por la celebración de contratos relacionados con los 
ámbitos indicados por una parte, y por la otra, sus consecuencias o efectos. 

El contrato como documento: Esta acepción hace referencia al resultado material del 
proceso contractual que se plasma en un título, generalmente escrito, que contiene los 
signos sensibles que objetivizan la voluntad de los contratantes, que está destinada a 
perdurar y tiene diversas finalidades, entre las que destaca la certeza de los pactos 
convenidos y su ·prueba a futuro. El contrato en este sentido, es un instrumento histórico 
con la posibilidad de ser analizado y estudiado mucho tiempo después de su redacción. Es 
tan importante el estudio y conocimiento de la integración, desde el punto de vista de sus 
elementos y presupuestos, del contrato, como la manera de redactarlo y precisar su 
contenido ( declaraciones, antecedentes, cláusulas, certificaciones, etc. ) y posteriormente 
su análisis y exploración. Posiblemente estos últimos aspectos tengan en la práctica una 
mayor relevancia, por que del estudio del documento contractual no nada más se 
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conocerá el contenido del mismo para precisar sus alcances, sino las circunstancias 
personales, materiales y motivaciones que intervinieron en su celebración. 12 

Además el estudio del documento ( como objeto de utilidad para la historia ) permite 
conocer no solo la legislación vigente en el momento de su redacción, si no la cultura 
general del pueblo en que se instrumentó, algunas de sus necesidades y la manera de 
satisfacerlas. 

Normas que rigen el contrato 

Asimismo existen diversas normas para lograr la regulación de un contrato las cuales son: 

Las normas taxativas conocidas también como leyes preceptivas, imperativas y 
prohibitivas, determinan obligatoriamente el contenido y alcance del contrato, sea por 
leyes ordinarias, reglamentarias o por medio de reglamentos administrativos, así el 
artículo 8 del Código Civil del Distrito Federal establece: Los actos ejecutados contra el 
tenor de las leyes prohibitivas o de interés público serán nulos, excepto en los casos en 
que la ley ordene lo contrario. 13 

Las normas individuales o lex contractus creadas por los particulares en los contratos, 
tienen plena validez siempre que no vayan en contra de las disposiciones de orden público 
o de las buenas costumbres. La lex contractus tiene su base en los artículos 1796 y 1858 
del Código Civil del Distrito Federal. 14 

Las normas supletorias o permisivas que complementan la voluntad de las partes, así lo 
establecen los artículos 6, 7 y 1839 del Código Civil del Distrito Federal.15 

12 Ibídem. p. 25 
13 Pérez Fernández del Castillo, Bernardo, Contratos Civiles, México, Porrúa, 2000 p.8 
14 Código Civil para el Distrito Federal, México, Sista, 2000, pp. 146 y 150 
15 Ibídem. pp.3 y 149 
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Capítulo 11 
Elementos y presupuestos del contrato 
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En la composición del negocio jurídico concurre una pluralidad de elementos. Todos los 
conceptos emitidos en los párrafos anteriores respecto a la figura, aluden a una o varias 
voluntades, las que traen aparejado un objeto determinado. Además, existen algunos 
negocios jurídicos en cuya integración es indispensable la observancia de ciertas 
formalidades específicas; por su importancia, dichas formalidades son elevadas en su 
calificación como solemnidades. Estos elementos concurrentes en la formación de un 
negocio jurídico deben reunir a su vez determinados requisitos. Toda manifestación de 
voluntad requiere provenir de un sujeto al que el ordenamiento legal le reconozca 
capacidad para otorgar el negocio de que se trate. Además, dicha manifestación habrá de 
llevarse a cabo conciente y libremente, así como el acatamiento a la forma establecida en 
la ley para el caso. Por lo que se refiere al objeto, dada supuesta su posibilidad tanto física 
como jurídica, necesita además coincidente con las prescripciones impuestas por las leyes 
de orden público y por las buenas costumbres. Igual coincidencia deberán observar como 
requisito tanto el fin, motivo o la condición del negocio jurídico correspondiente. 

Ahora bien, previamente a lo que en los apartados siguientes comentaré, tanto de los 
elementos de existencia como de validez del negocio jurídico, es conveniente considerar lo 
siguiente: En primer lugar, el negocio jurídico es una creación de la mente y como tal, es 
inmaterial, intangible, no ocupa un lugar en el espacio como por el contra sí lo hace todo 
lo corpóreo. Más aún, el negocio jurídico ni siquiera es el documento en el que consta. Se 
trata decíamos, de una creación idealmente considerada; meramente mental. Quien 
pretenda estudiar su estructura y dinámica tiene la desventaja de que el objeto de su 
estudio y análisis es algo no apreciable por sus sentidos, pero que por el contra, se trata 
de un concepto jurídico fundamental de una importancia y trascendencia ingentes para la 
formación de quien del derecho es el centro de su atención. Comprenderlo y conocerlo, 
aun cuando sea en sus manifestaciones primarias, son ineludibles para dicha formación. 

El análisis de la composición del negocio jurídico tiene además el interés especial de 
calibrar la intensidad de la intervención de la voluntad en su realización. Cuando se trata 
de un acontecimiento en cuya configuración no interviene la voluntad, la juricidad de 
aquel es únicamente en relación con la realización del acontecimiento mismo; si se trata, 
por el contrario, de un acto jurídico en particular, habrá que analizar si efectivamente su 
autor o partes lo celebraron en la medida y en el sentido que querían hacerlo o lo hicieron 
equivocadamente; si se trató de personas con capacidad reconocida por la ley para el 
otorgamiento del caso; si lo hicieron con toda libertad o fueron constreñidos para ello; si 
su apego a las leyes del orden público fue satisfactorio; si la forma requerida para el 
negocio del caso fue respetada, etc. 

Elementos de existencia 

El consentimiento 

La voluntad es la intención, ánimo o resolución de hacer una cosa, 16 y la voluntad desde el 
punto de vista jurídico es esa intención para realizar un acontecimiento referido a la 

16 Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Castellana, Madrid, Imprenta de los Señores Hernando 
y Compañía, 1899, p. 1028 
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obtención de efectos jurídicos previstos en la normaY En los actos plurisubjetivos, la 
unión acorde de voluntades de los sujetos que intervienen, en los términos señalados en 
la norma o supuesto jurídico, se llama consentimiento. Por lo anterior, en el contrato, el 
consentimiento es la unión o conjunción acorde de voluntades de los sujetos contratantes, 
en los términos de la norma, para crear o transmitir derechos y obligaciones. Si en un 
determinado supuesto no existiera esa unión o conjunción acorde de voluntades de los 
términos de la norma, podría existir o un hecho jurídico o uno o varios actos 
monosubjetivos que originarán consecuencias de derecho, pero no existiría un contrato, 
ya que es un elemento para la existencia de éste, el que se dé ese consentimiento con la 
aceptación señalada. 

Hay negocios jurídicos, acaso los más, para los que una manifestación de la voluntad 
individualmente considerada es insuficiente pues requieren de la intención de dos o más 
voluntades para la debida composición de dicho elemento. En este caso, estamos ante el 
consentimiento como primer elemento esencial del negocio jurídico. El contrato es una 
especie importantísima de estos negocios, además de ser fundamental para el tráfico de 
las relaciones jurídicas, es y ha sido un factor indispensable para el progreso de la 
humanidad y su celebración es constante y hasta limitada. "Yo puedo querer solo - dice 
BRAUDY LACANTINERIE y BARDE- pero no puedo consentir solo - aclaran - por que el 
consentimiento es un concurso de voluntades". Así en efecto para que alguien quiera no 
necesita de la participación de otra persona; en cambio, para que alguien consienta sí es 
indispensable que otro sujeto quiera y proponga previamente. En esas condiciones, si 
estamos ante un negocio jurídico en cuya estructura requiere de la participación de dos o 
más voluntades, cabe referirse con más propiedad a su primer elemento esencial como al 
consentimiento, por que con ello se alude a la participación de esas dos o más voluntades, 
unas quiere y la otra u otras consienten y todas coinciden en un punto considerado como 
acuerdo. Por consentimiento se entiende en términos generales acuerdo de voluntades. 
Cuando se alude al consentimiento como acuerdo, es con miras a todas las voluntades 
intervinientes; si por el contrario, se hace referencia al consentimiento como aceptación, 
es en atención solo a la voluntad que acepta, es decir, a la que consiente. " la palabra 
consentimiento en su sentido amplio - señala DE GASPERI - significa el concurso mutuo 
de la voluntad de las partes sobre un hecho que aprueban con pleno conocimiento; y en 
un sentido restringido, connota la idea de la adhesión del uno a la voluntad del otro." Por 
tahto podría considerarse como el concepto del consentimiento al acuerdo de dos o más 
voluntades en los términos de una norma para la producción de las consecuencias 
previstas en la misma, así también como el mismo acuerdo de dos o más voluntades sobre 
la creación o transmisión de derechos y obligaciones. Este debe recaer sobre el objeto 
jurídico y material del contrato. 

Las formas en que puede revestir dicho consentimiento, se da a entender de diferentes 
formas, puede ser expresa o tácitamente, la manifestación de la voluntad es expresa 
cuando su declaración tiene lugar por cualquiera de los medios por los cuales el ser 
humando se comunica con sus semejantes, sea la palabra, la escritura, señas, gestos y 
ademanes mímicos. Es tácita cuando si bien no se declara por cualquiera de los medios 
adecuados para la manifestación expresa de voluntad, se hace derivar de hechos y actos 
que permiten presumir lo querido por el sujeto. El consentimiento considerado como un 
acuerdo de voluntades, queda integrado con la aceptación de la oferta. Así, planteado, su 

17 Borja Soriano, Manuel , Teoría General de la Obligaciones, México, Tomo l , 1968 p. 141 
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explicación es razonablemente sencilla, sin embargo, visto ello con más detenimiento, nos 
hace colocarnos en diversas posibles situaciones, cada una acreedora de consideraciones 
especiales. Una primera posibilidad es cuando la oferta es hecha en persona o 
telefónicamente, esto es, en comunicación directa a quien va dirigida y sin señalamiento 
de plazo alguno para que dicha oferta sea considerada y calibrada por quien la recibe y en 
su caso aceptada o no aceptada. En este supuesto, la aceptación deberá ser al momento 
en el que la oferta se hace; así, el consentimiento queda integrado inmediatamente; de 
ser al contrario, el oferente queda liberado de mantener su oferta. Un segundo supuesto 
tiene lugar cuando se está ante una oferta directa, bien sea en persona o por cualquiera 
de los otros medios, un tercer supuesto de considerar es, la integración del 
consentimiento cuando es entre no presentes y por la circunstancia que fuere no hubiere 
una comunicación directa entre ellos, este supuesto tiene grado de complejidad mayor, 
pues por una parte debemos determinar por cuánto tiempo la oferta hecha se mantiene 
vigente y por la otra cuál es el momento en el que el consentimiento queda plenamente 
integrado, pues como se trata de personas sin comunicación directa, pueden concebirse y 
de hecho hay una pluralidad de soluciones para pretender establecer el momento en que 
una aceptación se tiene por hecha para estructurar el consentimiento. 

La primera de las cuestiones que la formación del consentimiento entre no presentes 
plantea, o sea, durante que tiempo debe considerarse sostenida la oferta y por ende el 
oferente vinculado, a fin de que si durante el lapso aquélla es aceptada, el consentimiento 
se entiende integrado. La determinación del momento en el que el consentimiento queda 
estructurado y consecuentemente formado el contrato cuando se trata de personas tanto 
para la oferta como para la aceptación no pudieron tener una comunicación directa, ha 
propiciado el ofrecimiento de cuatro diversos sistemas, los cuales son: El sistema de 
declaración, de la expedición, de la recepción y de la información. El primero de los 
sistemas ofrece como momento de estructuración aquél en a quien se hace la oferta, 
manifiesta su voluntad de aceptarla, sin necesidad alguna de hacer saber a su oferente 
dicha aceptación. No obstante el apego a la realidad que en condiciones normales tendría 
la integración de un consentimiento por la mera aceptación, el sistema mencionado no 
ofrece la solución adecuada, pues trae consigo una serie de dificultades para poder probar 
la aceptación hecha. El sistema de expedición, por su parte, consiste en que el 
consentimiento queda estructurado y por ende el contrato celebrado cuando además de 
aceptar la oferta, quien manifiesta su voluntad en ese sentido la remite a su oferente. 
Como puede observarse, este sistema subsana las deficiencias del anterior, pero no ofrece 
una solución compleja; por circunstancias que en mayor o menor grado son factibles, no 
obstante la remisión de la aceptación, ésta pudiere inclusive no llegar al oferente o por lo 
menos que si bien llegare, fuere con un retraso que rebase lo razonable. 

El tercer sistema, el de recepción, se hace fundar en que hay consentimiento y por ende 
contrato, cuando el escrito de la aceptación es recibido por el oferente, se entere éste o 
no se estere del contenido de la comunicación donde consta la aceptación, pues no 
obstante ello, con la pura recepción de dicha comunicación la integración básica tiene 
lugar. El último el de la información, consiste en que hay consentimiento cuando el 
oferente se entera de la aceptación. 

En cuanto a la consecuencia que se da por falta del consentimiento, esto produce la 
inexistencia del acto, o con todas las características de esta ineficacia; dicho acto, además, 
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no produce ningún efecto " de derecho"- aunque podría producirlo "de hecho"- y no es 
susceptible de valer por confirmación ni por prescripción y, finalmente, su inexistencia 
puede invocarse por todo interesado. 

Por su parte el Código Civil del Estado de Quintana Roo, establece la validez de la 
voluntad y de la formación del consentimiento del artículo 152 al 163.18 

El objeto. 

El objeto del contrato, como el objeto del derecho en general, es la conducta - es 
innecesario recalcar que tal conducta debe ser humana, ya que el "derecho" solo puede 
conferirse referido al hombre - y dicha conducta puede manifestarse como una prestación 
- situación activa, móvil, dinámica - o como una abstención - situación pasiva, inmóvil, 
estática -. Si tal conducta se manifiesta o exterioriza como una prestación, puede 
encausarse como un hacer algo o como un dar cierta cosa, que al final no sería sino una 
modalidad de un hacer algo; y si la conducta se manifiesta o exterioriza como una 
abstención, puede encausarse como un no hacer algo. Ahora bien, el contenido de la 
prestación "hacer algo" debe ser posible y lícito, ya sea que se proyecte hacia un "hecho" 
o hacia una "cosa". De lo anterior se puede deducir la clasificación del objeto como 
elemento de existencia del contrato, en objeto directo y en objeto indirecto. Será objeto 
directo del contrato la conducta que pueda manifestarse como una prestación - un dar o 
un hacer- o como una abstención - un no hacer-. Será objeto indirecto del contrato: La 
cosa como contenido del dar- que debe ser posible-; el hecho como contenido del hacer 
-que debe ser posible y lícito -, y la abstención, como contenido del no hacer- que debe 
ser posible y lícita -. La creación y la transmisión - y en algunas codificaciones la 
modificación y la extinción - de derechos y obligaciones, no es, ni puede ser objeto del 
contrato, sino que esas situaciones son la consecuencia o resultado del propio contrato 
como acto jurídico que motivó o actualizó un supuesto de derecho. Sin embargo, como 
tales consecuencias son precisamente la razón de ser de los contratos, el motivo que 
impulsa a las personas a vincularse jurídicamente, es por lo que se ha originado la 
confusión, considerando la creación y la transmisión de derechos y obligaciones como el 
objeto directo de los contratos. Además, el equívoco también puede tener su origen en los 
términos de objeto, que es la conducta y objetivos o finalidades del contrato que son los 
de producir las consecuencias consientes en la creación o en la transmisión de derechos y 
obligaciones. 

Por lo tanto, se insiste en que la creación y la transmisión de derechos y obligaciones son 
las consecuencias del contrato, pero nunca su objeto. Si en un supuesto o pretendido 
contrato no existe una conducta - humana - a regular, no puede hablarse jurídicamente 
de contrato. 

Por lo que establece el Código Civil del Estado de Quintana Roo, referente al objeto, 
señala que el objeto indirecto del negocio jurídico es el bien que el obligado debe prestar 
y el hecho que el obligado debe hacer o no hacer. Por lo que se refiere al bien objeto del 
negocio este debe: Existir en la naturaleza, ser determinado o determinable en cuanto a 
su especie y estar en el comercio. En cuanto a los bienes futuros que pueden ser objeto 
del negocio jurídico, menciona que no puede serlo la herencia de una persona viva, aún 

18 Código Civil para el Estado de Quintana Roo, México, Norte Sur, 1996 p. 11 
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cuando esta preste su consentimiento. Asimismo el hecho positivo o negativo, objeto del 
negocio, debe ser posible y lícito. Conforme a lo establecido en el Código Civil del Estado 
de Quintana Roo en sus artículos 179 al 182.19 

La solemnidad y/o forma 

La forma, en términos generales es la manera de exteriorizarse el consentimiento en el 
contrato y comprende todos los signos sensibles que las partes convienen o la ley 
establece para lograr esa exteriorización. Si la voluntad es la exteriorización de la intención 
o resolución de realizar un acontecimiento que actualice un supuesto jurídico, y las 
voluntades acordes de dos o más sujetos forman el consentimiento, si no existiese esa 
forma o manera de exteriorizarse no se podría hablar del acto contrato. En otro sentido, 
es necesario e imprescindible que se emplee alguna manera de proyectar o exteriorizar la 
voluntad y por lo tanto el consentimiento, y esa manera de exteriorizarse es la forma, ésta 
por necesidad lógica será un elemento de existencia del contrato. Se puede considerar 
válidamente que la forma es una parte integrante de la voluntad, sea por la manera de 
exteriorizarse o socializarse la intención para formar esa voluntad, y por lo tanto, también 
parte integrante del consentimiento, por ser este la conjunción de voluntades. No obstante 
esa consideración, se prefiere conceptuar a la forma como un elemento por separado, por 
la importancia práctica y didáctica que tiene su estudio en el análisis de los contratos en 
particular. 

El legislador sin desconocer la necesidad de satisfacer una forma - cualquiera que sea -
para la formación y existencia del contrato, regula sin embargo, generalmente, tres 
situaciones diferentes: 

Primera, en determinados contratos, la ley exige una manera específica y determinada de 
exteriorizar el consentimiento, para que se produzcan ciertos y determinados efectos, los 
cuales no se producirán si no se cumple esa forma. 

Segunda, en otros casos, la ley exige una manera especifica y determinada de 
exteriorización del consentimiento que pretende una mayor seguridad y prueba de las 
operaciones, pero que si no se cumple con esa exigencia, de todas maneras se producen 
los efectos previstos por la norma; aún cuando éstos podrían llegar a ser nulificados por 
la falta de esa formalidad. 

Tercero, por último, la ley puede exigir una determinada manera de exteriorizar el 
consentimiento, sino dejar a la voluntad de las partes el que escojan libremente la forma 
del contrato y de cualquier manera se producirán los efectos previstos por la norma; pero 
en todo caso, deberá existir siempre una forma, cualquiera que ésta sea, para la 
existencia del contrato. 

En la primera situación planteada, cuando la ley en un contrato específico impone la 
necesidad de exteriorizar el consentimiento cubriéndolo o rodeándolo de ciertos y 
determinados elementos visibles o sensibles para que puedan producirse las 
consecuencias de derecho previstas en la norma, se dice que el contrato es solemne. En la 
segunda situación, si la ley impone una cierta manera de exteriorizarse el consentimiento, 

19 Ibidem. p. 13 
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no para que se produzcan los efectos previstos por la norma, sino sólo para la validez del 
acto, para que este no pueda ser anulado por la falta de ese requisito, se dice que el acto 
o contrato es formal. Y por último, si la ley no regula la manera en que deba de 
exteriorizarse ese consentimiento, sino que deja a la libertad de las partes la forma de 
exteriorización, esto es, si esa manera no es "impuesta" sino "libre", se dice que el 
contrato es consensual. 

En el código Civil del estado de Quintana roo, contempla lo relativo a la solemnidad en sus 
artículos 184 y 185 y ala forma del artículo 215 al 220. 20 

Elementos de validez. 

Capacidad 

La capacidad es la aptitud de las personas para ser titulares de derechos y sujetos de 
obligaciones y para hacerlos valer por sí mismas en el caso de las personas físicas o por 
conducto de sus representantes legales, en el caso de las personas morales. Del concepto 
anterior se desprende la clasificación de la capacidad en: Capacidad de goce, de derecho o 
jurídica; y Capacidad de ejercicio, de hecho o de obrar. 

La capacidad de goce es la aptitud de las personas para ser titulares de derechos y de 
obligaciones. La capacidad de ejercicio es la aptitud de las personas para hacer valer sus 
derechos y sus obligaciones, ya sea por sí mismas en el caso de las personas físicas o por 
conducto de sus representantes legales, en el caso de las personas morales. Es importante 
hacer la distinción, por que la falta de capacidad ya sea de un tipo o de otro, puede 
acarrear consecuencias diversas. En el derecho mexicano, que sigue una tendencia 
ideológica sustentada en la libertad humana, la capacidad tanto de un tipo como de otro -
de hecho y de derecho - se presume. 

Lo que significa que toda persona es capaz mientras no exista una disposición normativa 
que le niegue esa capacidad, por otra parte la ley puede imponer o establecer 
incapacidades de hecho, de ejercicio o de obrar en términos generales, pero no podría 
señalar incapacidades de goce, de derecho o jurídicas generales sin atentar contra la 
dignidad humana o sin negar la personalidad jurídica. Si en términos generales se dijera 
que determinada persona o grupo de personas no tiene aptitud para ser titulares de 
derechos, tales personas no serían sujetos jurídicos; esto es, se les estaría negando su 
personalidad jurídica. Por otra parte, aunque una persona no sea apta para hacer valer 
por sí misma sus derechos o para cumplir con sus obligaciones, no significa que no les 
tenga o que no pueda hacer ejercicio de los primeros o que no deba cumplir con las 
segundas, sino sólo que no puede hacer ejercicio de ellos por sí misma, y por lo tanto 
requerirá de otra persona para que en su representación lo haga; de ahí la necesidad 
jurídica de la representación, ya que sin ella sería lo mismo el tener o el no tener 
derechos, ya que si no se pueden hacer valer ni por sí ni por otro, desde un punto de vista 
lógico significa que no los tiene, y se volvería al punto de partida, al indicar que faltaría la 
personalidad jurídica a ese ente. De lo anterior se desprende que no puede hablarse de 
una incapacidad sin ley. 

20 Ibidem. pp. 13 y 15 
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Respecto a las incapacidades de goce, acorde con lo expuesto, la ley no las establece en 
forma general, sino sólo señala en forma particular, quien o quienes no tienen aptitud de 
ser titulares de ciertos derechos. La ley establece incapacidades de goce en los siguientes 
casos: a.- Los extranjeros no tienen aptitud de ser titulares de derechos de propiedad 
sobre bienes inmuebles cuando éstos están ubicados dentro del territorio nacional en la 
llamada zona prohibida, b.- Los tutores, mandatarios, albaceas, representantes del 
ausente y empleados públicos, no tiene aptitud para ser titulares de derecho de 
propiedad, como compradores, de los bienes cuya venta o administración se hallen 
encargados, c.- Los ministros de los cultos, sus ascendientes, descendientes, hermanos y 
cónyuges, así como de las asociaciones religiosas a que aquellos pertenezcan, no tienen 
aptitud de ser titulares de derechos hereditarios derivados de un testamento otorgado por 
aquellas personas a quienes los propios ministros hayan dirigido o auxiliado 
espiritualmente y no tengan parentesco dentro del cuarto grado, pero esto no significa 
que no puedan tener aptitud para ser titulares, por ejemplo, de derechos de propiedad 
sobre bienes inmuebles, ya que tales derechos pueden adquirirlos por otro medio 
diferente al señalado. 

Por otra parte se habla21 también de capacidad general y de capacidad especial, se 
entiende por capacidad general la aptitud para poder intervenir por sí en un contrato y 
para poder adquirir la titularidad de los derechos que se originen como consecuencia de 
su otorgamiento, sin requerir que el sujeto tenga una calidad especifica de tipo personal o 
en relación al bien que eventualmente puede constituir el contenido de su prestación de 
dar. Por capacidad especial debe entenderse, además de la aptitud para poder intervenir 
por sí en un contrato y para poder adquirir la titularidad de los derechos que se originen 
como consecuencia de su otorgamiento, la calidad o una calidad especifica de tipo 
personal o una calidad especifica relacionada con el bien como contenido de su prestación 
de dar. 

Si se celebra un contrato por un incapaz con incapacidad de ejercicio, el contrato será 
anulable, estará viciado de una nulidad relativa, lo que origina que sólo él puede invocar 
esa incapacidad, el contrato puede ser confirmado por sus representantes legales si se 
tienen facultades para ese efecto o por el mismo incapaz cuando haya cesado su 
incapacidad y por el transcurso del tiempo prescribe la acción de nulidad. Por el contrario, 
si se celebra un contrato por un incapaz con incapacidad de goce, el contrato será nulo 
de pleno derecho, esto es, que estará viciado de nulidad absoluta, lo que origina que de 
ella pueda prevalerse todo interesado, inclusive el ministerio público y el vicio no 
desaparece por confirmación ni por prescripción. Si se celebra un contrato de 
compraventa por el cual un menor de edad vende un bien inmueble el contrato está 
viciado de nulidad relativa y por lo tanto puede confirmarse por el interesado al llagar a su 
mayoría de edad o por quien ejerza sobre él la patria potestad, si obtiene previamente la 
autorización judicial, solo el menor puede invocar la nulidad y la acción para hacerla valer 
puede prescribir. 

En cambio, las incapacidades de goce, se establecen en protección de intereses de orden 
público, en normas de carácter imperativo o prohibitivas y por lo tanto su incumplimiento 
o violación se traducirá en un hecho ilícito y por ende la clasificación de un contrato 
celebrado en contravención de tales disposiciones será la nulidad absoluta. 

2 1 Sánchez Medal , Ramón, De los Contratos Civiles, México, Porrúa, 1991 , pp.98, 113 y146 
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Por otra parte, si se celebra un contrato por una persona que requiera de una capacidad 
especial sin tenerla, el contrato podrá ser declarado por la ley como nulo, o no producirá 
los efectos previstos por las partes sino los que determine la ley y hará responsable al 
otorgante de los daños y perjuicios causados ala otra parte, y en ocasiones la ley sanciona 
en forma especifica al sujeto. · 

En lo que respecta ala capacidad el Código Civil del Estado de Quintana Roo, la establece 
del artículo 186 al 192Y 

Ausencia de vicios en el consentimiento. 

Los vicios del consentimiento son aquellas circunstancias particulares que sin suprimirlo, 
lo dañan. De lo anterior se desprende que, cuando uno de los llamados vicios no solo 
daña al consentimiento, sino que los suprime, deja de ser vicio, para constituir una falta 
de consentimiento. En los contratos se requiere que las personas como sujetos de derecho 
manifiesten un consentimiento exento de vicios, ya que tales circunstancias pueden 
invalidar y de hecho invalidan el contrato, lo que origina su nulidad, y la calificación de esa 
nulidad será relativa. Artículo 193 del Código Civil del Estado de Quintana RooY 

El error - BRAUDRY LACANTINERIE - es la falsa noción que nosotros tenemos de una 
persona o de una cosa. El error- Trabucchi -es la falsa representación de la realidad que 
concurre a determinar la voluntad del sujeto. Existe error- VON TUHR - cuando la idea 
que el hombre tiene respecto de algo no corresponde a la realidad. Defínese el error - DE 
GASPERI- como la noción falsa que tenemos de una cosa.24 

Como se ve, de lo anterior pone de manifiesto que el error implica una noción falsa sobre 
la realidad. En este concepto se comprenden los dos elementos del error agresor de la 
normalidad en los negocios jurídicos. En primer lugar, se trata de la concepción psicológica 
que un sujeto, autor o parte de un negocio jurídico, se forma de la realidad prevaleciente 
respecto de cualquier cuestión relacionada con dicho negocio; puede ser sobre la 
identidad de la persona con quien se celebra, sobre la naturaleza del negocio por celebrar, 
sobre las cualidades de la cosa respecto de las cuales se proyecta el objeto de dicho 
negocio, etc. En segundo término, tengamos en cuenta la discrepancia que hay entre la 
realidad y la concepción que quien celebra el acto tiene de ella; no lo realiza por ejemplo 
con quien suponía hacerlo, piensa en la creación de ciertas consecuencias pero al negocio 
de que se trata otras le son inherentes, etc. 

Cualquier voluntad interviniente en la celebración de un negocio jurídico puede verse 
alterada y victimada por una diversidad considerable de errores; estos han sido 
clasificados por la doctrina en general en : 

Error de hecho, que recae sobre las situaciones objetivas relacionadas con los sujetos o 
con los objetos receptores de los efectos del acto. Ejemplos de este tipo de error es el que 

22 Código Civil para el estado de Quintana Roo, Op. cit. , p. l3 
23 Ibidem. p. 14 
24 Domínguez Martínez, José Alfredo, Derecho Civil, Parte General, Personas, Cosas, negocio Jurídico e 
lnvelidez, México, Porrúa, 1994, p. 580 
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recae sobre la naturaleza del negocio celebrado, el que hace lo propio sobre la identidad, 
substancia, características o cualidades de la cosa, y en su caso, el que recae sobre la 
identidad o características de la persona con quien se contrata o es el beneficiario en el 
negocio correspondiente. 

Error de derecho, que tiene lugar por el desconocimiento o interpretación inexacta de una 
disposición legal. 

Error de cálculo, provocado por un resultado distinto al supuesto por el otorgante del acto 
respecto de las ventajas o desventajas a obtenerse por la celebración de un negocio. 

Error de cuenta, o sea, el equívoco matemático cometido cuando se hace una operación 
numérica. 

Error obstativo, también conocido por la doctrina como error obstáculo, consiste en una 
divergencia inconsciente entre la voluntad y su declaración, motivadora de una 
manifestación de voluntad irreal, distinta del error vicio que recae sobre el contenido de la 
voluntad. Dicho error es considerado ciertamente como destructor de la voluntad, pues 
impide su configuración. Las causas por las que el error obstativo puede tener lugar son 
variadas. 

Pueden ser tanto internas del sujeto como extrañas a él. Como las primeras pueden 
citarse una distracción o negligencia, ignorancia del verdadero significado de la 
declaración; las segundas se dan por ejemplo, cuando el declarante se vale de algún 
medio de comunicación o de envió para documentar la declaración o comunicarla al 
destinatario; bien podría ser telegráficamente o por mensajero. 

El error sobre la naturaleza del negocio, se da cuando un sujeto cree haber celebrado una 
operación determinada y en realidad celebró otra de efectos distintos. 

Error obstativo u obstáculo, cuando precisamente estemos en la idea de haber adquirido 
mediante compraventa, pero en realidad sólo tomamos en arrendamiento, también 
estaremos en este grado de error, cuando decimos uso y por esa palabra entendemos 
usufructo. 

Como recordamos, los negocios jurídicos tienen un objeto directo y se hace participar a 
otro como indirecto; el primero consiste en la creación, transmisión, modificación o 
extinción de derechos y obligaciones y el segundo es la cosa de dar o el hecho de hacer o 
no hacer, objetos a su vez sobre los que recaen los efectos del negocio. Pues bien, el error 
obstativo sobre la identidad de la cosa tiene lugar cuando hay discrepancia entre lo que se 
cree negociar y lo realmente negociado. 

También estaremos ante un error obstáculo cuando este recae sobre la identidad de la 
persona con quien se contrata, o en su caso fue la favorecida por una libertad. Se cree 
negociar con cierto sujeto pero la celebración es con otro. Para la procedencia del error 
obstativo sobre la identidad de la persona, se requiere que el negocio celebrado sea 
intuitu personae, es decir, otorgando precisamente en consideración a la persona con 
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quien se celebra, pues sin ello, la diversidad de sujetos no trasciende en la salud del 
negocio jurídico. 

El error de nulidad, también calificado como error de vicio, cuya diferencia con el obstativo 
estriba en que mientras éste destruye la voluntad por existir discrepancia entre ella y su 
declaración, aquel, en cambio, como su nombre lo indica, solo la vicia por afectarla 
considerablemente. Este grado de error es de menor trascendencia que la del error 
obstativo; también recae sobre cosas y personas, empero, el equívoco que mediante él 
tiene lugar no estriba en la identidad de las mismas; se trata ciertamente de la persona o 
de la cosa que el sujeto concibió en su fuero interno, pero se les. consideran como 
características distintas. En esas condiciones, el error sobre la substancia de la cosa y el 
que es sobre las cualidades de la persona, deben ser considerados como especies de error 
vicio. 

En cuanto al error indiferente, hay ocasiones en las cuales puede incurrirse en un error, 
inclusive sobre la identidad de la persona o sobre las cualidades de la cosa, pero que si en 
el primer supuesto anotado fuera terminante o fueren en el segundo cualidades 
substanciales, el negocio celebrado se vería afectado de nulidad por tratarse de un error 
vicio o hasta obstativo; empero, a pesar de la concurrencia de esos errores, por no 
trascender la diversidad del sujeto en el primer caso, al no haberse celebrado un negocio 
intuitu personae, a no ser substancial la cualidad de la cosa sobre la que se cometió el 
error, éste no trasciende en la vida y salud del negocio de que se trate, pues no afecta ni 
llega a mermar su validez; repercute sólo en aspectos que le son meramente secundarios. 

En esas condiciones, como lo hemos expuesto, nos ocupamos ahora por sus 
características del que suele denominarse como error indiferente o error leve. 

Asimismo lo establece el Código Civil del Estado de Quintana Roo de su artículo 193 al 
197, 203 y 20425 

El concepto de dolo lo proporciona en derecho mexicano, señalando que es cualquier 
sugestión o artificio que se emplee para inducir a error o mantener en él a alguno de los 
contratantes. En términos generales puede decirse también que el dolo es el empleo de 
cualquier medio ilegal para inducir o provocar el error y así obtener la voluntad de una 
persona en la formación de un contrato. Las sugestiones, los artificios o los medios 
ilegales, no constituyen prácticamente un vicio del consentimiento, sino que los medios 
para obtener el resultado de inducir a error a mantener en el a una persona, y por lo 
tanto el vicio no es el dolo, sino el error. Sin embargo, el concepto es útil, en virtud de que 
puede ser más fácil probar la presencia de un dolo en el contrato por la materialización de 
los actos en las sugestiones o artificios, que probar el error y aún más cuando éste se 
desprende de circunstancias que no están declaradas en el contrato. Este vicio es causa 
de nulidad relativa del contrato, si el error a que se induce o que es mantenido por el 
mismo, recae sobre el motivo determinante de la voluntad del sujeto en su celebración. 

El dolo siempre supone una intención de dañar o engañar, por lo que el hecho de alabar 
las cualidades de una cosa para determinar a una persona a celebrar un contrato, si no 
hay esa intención de daño, tradicionalmente se le ha llamado "dolo bueno" y no es una 

25 Código Civil para el Estado de Quintana Roo, Op. cit., p.l4 
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causa de nulidad del contrato. Lo establecen los artículos del 198 al 202, 208 y 211 del 
ordenamiento antes mencionado.26 

Al decir lo que se entiende por dolo, en la legislación civil, en la parte final del texto 
establece " ... y por mala fe la disimulación del error de uno de los contratantes, una vez 
conocido"Y Comentamos que el dolo es el artificio, la artimaña o sugestión, para inducir a 
error o mantener en él a alguno de los contratantes, mientras que la mala fe supone que 
uno de los contratantes ya esta en el error y que el otro contratante, conociéndolo, no se 
lo advierte a aquél, sino al contrario, lo disimula, es decir, se aprovecha del error de su 
contraparte. La mala fe solamente puede provenir de una de las partes contratantes, no 
es como el dolo, el que puede provenir de un tercero. El dolo es activo, pues supone la 
realización de ciertos actos para inducir a error a uno de los contratantes, o para 
mantenerlo en él; en cambio, la mala fe es pasiva, pues, mientras una de las partes 
contratantes encuentra ya en error, la otra, simplemente se abstiene de advertírselo. 

El dolo puede provenir de una de las partes contratantes. La mala fe produce la nulidad 
relativa del acto, con todas las consecuencias que se señalan para esta clase de ineficacia; 
produce sus efectos provisionalmente, los que serán destruidos cuando el juez pronuncie 
la sentencia declarando la nulidad correspondiente; es confirmable, es prescriptible y solo 
puede invocarse por el perjudicado. Lo menciona los artículos 199 y 211 del Código Civil 
del Estado de Quintana Roo.28 

El Código Civil, establece que hay violencia cuando se emplea fuerza física o amenazas 
que importen peligro de perder la vida, la honra, la libertad, la salud o una parte 
considerable de los bienes del contratante, de su cónyuge, de sus ascendientes o de sus 
parientes colaterales dentro del segundo grado, para determinar a una persona a celebrar 
un contrato. La violencia cuando se convierte en una fuerza física irresistible, configura ya 
no un consentimiento viciado, sino una falta absoluta de él. La violencia en sí o el temor 
que nace de ella, vicia la voluntad del sujeto y origina una causa de nulidad relativa al 
acto. Tradicionalmente se ha considerado que, para que la violencia sea un vicio del 
consentimiento se requiere: Que sea grave. 

En el derecho mexicano se atiende en forma principal al daño del mismo que se puede 
causar por el agente que infringe la violencia, al establecer que debe importar peligro de 
perder la vida, la salud o una parte considerable de los bienes del contratante o de una 
persona que la ley supone allegada a él. Que sea actual, inminente. 

Aunque la ley no establezca esta característica, se desprende de la naturaleza misma del 
vicio. Que sea injusta, es decir ilícita, debe implicar un hecho contrario a las leyes o a las 
buenas costumbres, por lo que el temor reverencial no basta para viciar el consentimiento. 
Que sea el motivo determinante de la voluntad del sujeto al contratar; y que provenga de 
una persona y no de un hecho dañoso, ya que en este caso se estaría en presencia de un 

26 Ibídem. p. 14 
27 Domínguez Martínez, José Alfredo, Derecho Civil, Op. cit., p. 580 
28 Código Civil para el Estado de Quintana Roo, Op. cit., pp.l4 y 15 
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estado de necesidad. Así lo establecen los artículos 206, 207, 208, 210, 211 y 212 del 
Código Civil del Estado de Quintana Roo. 29 

La lesión es el perjuicio que sufre una persona de la cual se ha abusado por estar en un 
estado de suma ignorancia, notoria inexperiencia o extrema miseria, en la celebración de 
un contrato, consiente en proporcionar al acto contratante un lucro excesivo en relación a 
lo que él por su parte obliga. La ley da al perjudicado la acción de nulidad del contrato por 
el plazo de un año, o de ser posible, la reducción equitativa de la obligación. No debe 
confundirse o equipararse a la lesión con el error, la violencia o el dolo; ya que por error 
se entiende el concepto equívoco o engañoso que se tiene de la realidad y por ignorancia 
la falta de conocimiento de los negocios y en general de las cosas prácticas que sólo 
adquiere con el vivir o con la práctica. 

La violencia es la coacción infringida a una persona para inducirla a celebrar un contrato o 
a realizar un acto y por un estado de necesidad, la aceptación a realizar un acto por 
encontrarse el individuo en un estado apremiante, y la lesión el perjuicio sufrido por un 
contratante como consecuencia de su ignorancia, inexperiencia o miseria. Por otra parte, 
el dolo implica por su naturaleza, la acción de una persona que por medio de maniobras 
fraudulentas hace caer en error a otra o la mantiene en él. 

Además en la lesión para que se considere como un vicio se requiere una desproporción 
entre las prestaciones. En los vicios del consentimiento no se requiere la existencia de esa 
desproporción para que proceda la nulidad del acto, y por último, en la lesión, al haber 
desproporción entre las prestaciones, en los actos en que no haya prestaciones recíprocas, 
no puede originarse, y si en cambio, puede haber un vicio del consentimiento en los actos 
a título gratuito. Al analizar los fines que persiguen por una parte la lesión y por la otra los 
vicios del consentimiento, se encuentren diferencias más profundas. Aquellos tratan de 
proteger a una persona en forma individual y en una relación jurídica determinada. Esta, 
debe ser un instituto social esto es, un camino que conduzca a la protección del hombre 
productivo para hacer su exigencia digna y el hecho de que la nulidad, en el derecho 
mexicano, sea la relativa para sancionar un acto lesivo, no indica sino que sólo se tomaron 
en consideración al regularla los casos aislados en que puede presentar o en general una 
falta de meditación del legislador en la importancia social que esta figura reviste. 

La mayor parte de los tratadistas, incluyendo a los mexicanos, ha considerado a la lesión 
como un vicio del consentimiento, esto es, se toma como una institución meramente 
individualista. 

Reglamentar la lesión como una institución social es uno de los medios de abolir las 
formas de explotación del hombre por el hombre y eliminar la desigualdad social, con 
vistas a realizar la fraternidad de todos los individuos. Es de mencionar en cuanto a la 
lesión el Código Civil para el Estado de Quintana Roo, no la establece tal cual es, es decir, 
lesión concretamente, pero de manera por así decirlo general, lo establece en lo que 
respecta a los vicios de la voluntad que comprenden de los artículos 193 al 212.30 

Objeto, motivo o fin del contrato lícito. 

29 Ibidem. pp. 14 y 15 
30 Idem. 
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El objeto, que es la conducta manifestada como una prestación o como una abstención, 
debe de ser lícita además de posible y asimismo el hecho, como contenido de la 
prestación, también debe ser lícito. No es posible hablar de la licitud referida a la cosa 
como contenido de la prestación de dar, ya que las cosas en sí mismas no pueden ser 
lícitas o ilícitas sino que la conducta referida a esas cosas es la que puede ser lícita o no, 
según esté acorde o contradiga lo preceptuado por una norma imperativa. 

Ahora bien, esa conducta debe ser lícita y en ese sentido debe entenderse el objeto lícito. 
También los motivos y fines del contrato deben ser lícitos, es decir que no estén en 
contradicción con una disposición normativa de carácter imperativo o prohibitivo. 

Los motivos son las intenciones internas o subjetivas del sujeto relacionadas directamente 
con la cosa o el hecho que constituye el contenido de la prestación de la otra parte. 
Debido al elemento subjetivo que implican estas figuras, en la mayoría de los casos en 
que existe un motivo o un fin ilícito, es muy difícil lograr que se declare nulo el contrato. 
Además, cuando la obligación es de dar, se restringe aún más su aplicación, debido al 
mismo interés de las partes en que subsista el acto y en su renuncia a devolverse las 
prestaciones al declararse el contrato nulo. En las obligaciones de hacer es más fácil 
pactarse de esa ilicitud y mediante la prevención judicial o administrativa, evitar la 
consumación del contrato. El motivo determinante o los móviles, pueden, sin embargo, 
estar expresamente declarados en el contrato o conocerse fehacientemente por 
determinadas circunstancias o por que hagan una relación directa entre lo preceptuado 
por la norma y el contenido del contrato y, en este caso, es cuando por darse a conocer a 
terceros- inclusive el ministerio público- puede ser declarada fácilmente su nulidad. 

El motivo determinante y los móviles, aunque internos, deben estar directamente 
relacionados con el objeto como contenido de las prestaciones de las partes, para que su 
ilicitud pueda ser causa de nulidad del contrato y esta circunstancia es lo que distingue 
claramente al motivo de los fines. Estos últimos, son así mismos móviles de la voluntad, 
pero no relacionados en forma inmediata con el objeto. 

La ilicitud en el objeto, motivo o fin del contrato produce la nulidad absoluta del mismo, 
en vista de que tales actos serán ilícitos por contravenir una disposición de carácter 
imperativo o prohibitivo y tales disposiciones sólo se establecen en vista de la protección 
del interés común, del orden público o de las buenas costumbres. 

La nulidad absoluta es la sanción que la ley impone a las partes cuando realizan un 
acontecimiento contrario a las leyes de orden público o a las buenas costumbres que 
origina su ilicitud y tiene como característica el que produce provisionalmente sus efectos 
los que son destruidos retroactivamente cuando el juez pronuncie su nulidad, esto es, que 
opera hacia el pasado; no puede ser confirmado, no prescribe la acción para hacerla valer 
y de ella puede prevalecerse todo interesado. Si la ilicitud pudiera producir la nulidad 
relativa, significaría que se deja a la voluntad de los particulares el acatar o no las 
disposiciones de orden público, ya sea mediante la confirmación del acto o simplemente 
no haciendo valer la sanción, lo que haría inútil tal norma de orden público, destruyendo 
así el valor y principio de seguridad que deba tutelar esas disposiciones. Así lo establece el 
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Código Civil del Estado en los artículos 213 y 214 con relación a los artículos 386 y 388 del 
mismo ordenamiento. 31 

La voluntad de las partes se haya exteriorizado con las formalidades establecidas por la 
ley. 

El término forma, frecuentemente se confunde con el de formalismos y formalidades. Por 
esta razón algunos autores al tratar de las clasificaciones de la forma más bien se refieren 
a las formalidades o formalismos. 

La forma se define como el signo o conjunto de signos por los cuales se hace constar o se 
exterioriza la voluntad del o de los agentes de un negocio jurídico. Y los formalismos o 
formalidades como: El conjunto de normas establecidas por el ordenamiento jurídico o por 
las partes, que señalan como se debe exteriorizar la voluntad para la validez del negocio 
jurídico. 

En estas definiciones se establece la distinción entre la forma, como parte del 
consentimiento, y los formalismos o formalidades como elemento de validez del contrato. 
Los formalismos han ido variando espacial y temporalmente de acuerdo con el cambio de 
las técnicas legislativas. Su evolución en cierta manera está conectada con la cultura del 
hombre. En un principio eran fundamentalmente sacramentales, pues se hacían a través 
del sacerdote que intervenía como elemento mágico en toda contratación. Posteriormente 
en el derecho romano, el cual tuvo una existencia fecunda y prolongada, hay un cambio y 
adquieren un matiz de tipo civil. Si al principio eran casi mágicos y complicados, al final se 
simplificaron. Esta evolución no obsta para sostener que ese derecho fue formalista, que 
la transformación de las formalidades hacia la simplicidad no las hizo desaparecer. 

En cuanto a los formalismos, los contratos se han clasificado históricamente en solemnes, 
reales, consensuales y formales.32 

En cuanto a los contratos solemnes, en nuestro derecho positivo sólo existen dos actos 
jurídicos solemnes; el testamento y el matrimonio. En un tiempo, otras legislaciones como 
la francesa consideró solemnes a los contratos cuya formalidad exigida era la notaria. 
Actualmente según el estudio de Mazeaud/3 la intervención de los notarios no está 
requerida ya para la validez del acto, sino tan sólo para su publicidad. 

En · los actos solemnes se considera a los formalismos como uno de los elementos 
esenciales del contrato, algunos autores lo llaman "forma de ser", de tal suerte que si no 
se satisfacen las formalidades requeridas por la ley, el contrato es inexistente, de acuerdo 
con el aforismo forma dat esse reí. 

Por lo que respecta a lo reales, son los contratos que se perfeccionan con la entrega de la 
cosa. En Roma eran contratos reales la prenda, el deposito, el mutuo y el comodato. En el 

3 1 Ibidem.pp. 15y 28 
32 Pérez Fernández del Castillo, Bernardo, Contratos Civiles, México, Porrúa, 2000, p. 36 
33 Mazeud, Henri, León, y Jean, Luis Alcala-Zamora y Castillo, Jurídicas Europa -America, vol. 1, Buenos 
aires, 1960, p. 82 
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código civil para el Distrito Federal de 1884/4 estos contratos se conservaron como reales. 
En el vigente código civil la prenda es el único contrato real. Sin embargo para su 
perfeccionamiento, no se requiere la entrega física del bien, pues basta con la entrega 
jurídica quedando en poder del deudor el bien prendado. 

En cuanto al contrato con libertad de formalismos, estos son válidos con la simple 
exteriorización del acuerdo de voluntades, ya sea en forma verbal, en escrito privado o en 
escritura pública. 

Y los contratos con formalismos restringidos, La ley señala que para la validez de estos, no 
es suficiente la manifestación verbal, sino son necesarios determinados formalismos, tales 
como el escrito privado, o la escritura pública. A estos formalismos algunos autores los 
denominan "forma de valer". En sentido estricto todos los contratos son formales, toda 
vez que la voluntad debe exteriorizarse por cualquier medio. 

No obstante que para la validez de algunos contratos la ley establece determinada 
formalidad, para otros no señala alguna en especial. Por esta razón considero más propio 
hablar de contrato con libertad de formalidades y de contrato con formalidades 
restringidas. Una vez determinados los contratos solemnes, consensuales, formales y 
reales, podemos señalar la oposición entre los tres últimos. Por parte de la doctrina 
clasifica los consensuales en oposición a los reales y a los formales. Rojina Villegas afirma: 
cuando se dice que un contrato es consensual, en oposición a real, simplemente se indica 
que no se necesita la entrega de la cosa para la constitución del mismo. En cambio, 
cuando se dice que un contrato es consensual en oposición a formal, se considera que 
existe por la simple manifestación verbal del consentimiento, sin requerir una forma 
escrita, pública o privada para la validez del acto.35 Dentro de los contratos con 
formalidades restringidas, se encuentran los otorgados en escrituras públicas, esto es, 
ante un notario, en un protocolo y con los correspondientes requisitos establecidos en la 
ley del notariado. La forma produce la nulidad relativa. Así lo establecen los artículos 215 
al 220, 222, 223 y 225 del Código Civil del Estado de Quintana Roo.36 

34 Pérez Fernández del Castillo, Bernardo, Contratos Civiles, Op. cit., p. 38 
35 Rojina Villegas, Rafael, Derecho Civil Mexicano, Porrúa, 1977, p. 33 
36 Código Civil para el Estado de Quintana Roo, México, Ed. Norte Sur, p.l5 
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Clasificación de los contratos. 

La conveniencia de clasificar los contratos, obedece a necesidades de carácter didáctico y 
de interpretación. El estudio de un contrato puede facilitarse mucho si se hace en forma 
ordenada dentro del tipo especial de contrato al cual pertenezca conforme a determinada 
clasificación, y también se facilita su interpretación y comprensión general. Los contratos 
pueden ser clasificados desde muy diversos puntos de vista según el aspecto que trate de 
resaltarse; y una clasificación que puede ser necesaria o útil conforme a un determinado 
ordenamiento en un país, puede no serlo conforme a otro. Así, la clasificación que hacen 
los autores franceses desde el punto de vista de su causa, distinguiendo aquellos que 
tienen la causa en sí mismos, de los que pueden ser separados de ella, para los franceses 
puede ser útil o necesaria, pero para los mexicanos no lo sería.37 

Los contratos, desde el punto de vista de las obligaciones que generan, se clasifican en 
unilaterales o bilaterales. Si generan obligaciones para ambas partes son bilaterales; si 
sólo generan obligaciones para una de las partes y derechos para la otra, son unilaterales. 
No deben confundirse los actos en que solo interviene una voluntad esto es, los actos 
monosubjetivos, con los actos unilaterales, y aquellos en que intervienen dos o más 
voluntades o plurisubjetivos, con los actos bilaterales; ya que una clasificación obedece al 
número de voluntades que intervienen en el acto y la otra a las obligaciones que genera 
un contrato, aunque en ocasiones también se les llama a los actos en que solo interviene 
una voluntad actos unilaterales, y a los que en que intervienen dos, actos bilaterales. El 
interés práctico de esta clasificación, obedece: Primero, a que en los contratos bilaterales 
se puede oponer la excepción de contrato no cumplido, al contratante que demande el 
cumplimiento de las obligaciones de la otra parte, si él a su vez no ha cumplido con las 
suyas. Segundo, a que el pacto comisario sólo opera en los contratos bilaterales. Tercero, 
el problema de los riesgos sólo opera en los contratos bilaterales, ya que cuando existen 
obligaciones recíprocas y una de ellas consiste en dar una cosa, sí esta se pierde o perece, 
la cosa siempre perecerá o perderá para el acreedor (dueño) de la cosa, quien aunque ya 
no la reciba por haber perecido, tiene o conserva la obligación de pagarla o de cumplir su 
prestación ya que el hecho de que el deudor no la entregue o devuelva no es imputable a 
él, pues se está en el supuesto de que la cosa pereció por caso fortuito o fuerza mayor. 
Cuarto, con referencia a la cesibilidad del contrato, si éste es unilateral no se requerirá del 
consentimiento de la otra parte para que una ( el acreedor ) ceda sus derechos, no 
sucediendo así en los ilaterales, en que siempre se requerirá el consentimiento de la otra 
parte para que la otra ceda sus derechos. 

Los contratos, desde el punto de vista de los provechos y gravámenes que generan, se 
clasifican en onerosos o gratuitos. Si genera provechos y gravámenes recíprocos es 
oneroso; sí solo genera provechos para una de las partes y gravámenes para la otra, es 
gratuito. No deben confundirse los contratos unilaterales con los gratuitos, ni los onerosos 
con los bilaterales. Una clasificación desde el punto de vista estrictamente jurídico y la otra 
desde un punto de vista económico; una atiende a las obligaciones y la otra a los 
provechos y gravámenes que genera. La compraventa es un contrato oneroso pues 
genera provechos y gravámenes recíprocos para las partes: para el vendedor el provecho 
consiste en recibir el precio y el gravamen consiste en desprenderse de la cosa, y para el 

37 Mazeud, Henri, León, y Jean, Lecciones de Derecho Civi l, Ed. Jurídicas Europa -America, parte segunda, 
vol. I, Obligaciones, Buenos aires, 1960, p. 232. 

32 



- ---· 

comprador el provecho es recibir la cosa y el gravamen pagar el precio. La donación es un 
contrato gratuito, pues sólo genera provechos para el donatario consistente en recibir la 
cosa y gravámenes para el comodante consistentes en desprenderse de la cosa misma. El 
interés práctico de esta clasificación obedece: Primero, en que en ejercicio de la acción 
pauliana o en fraude de acreedores es más fácil y expedito en los contratos gratuitos ya 
que procede aun cuando haya habido buena fe por parte de los contratantes, que en los 
contratos a título oneroso, en los que la nulidad sólo podrá tener lugar en el caso de que 
exista mala fe tanto por parte del deudor enajenante como del tercero que contrató con 
él. Segundo, los contratos gratuitos generalmente ( aunque no siempre) se celebran en 
atención a la persona que recibe los provechos, son "intuitu personae" y por lo tanto son 
anulables en caso de error en la persona respecto del contratante, en cambio los contratos 
onerosos generalmente ( aunque no siempre ) se celebran sin tomar en cuanta cualidades 
especiales del contratante. Tercero, es un criterio para distinguir los contratos civiles de 
los mercantiles, ya que los mercantiles serán siempre onerosos dado el criterio de lucro 
que existe en las operaciones comerciales, en cambio los contratos civiles pueden ser 
onerosos o gratuitos. Cuarto, los representantes legales no pueden celebrar en nombre de 
los incapaces o de sus representados en general, contratos gratuitos en los que los 
gravámenes sean para sus representados y los provechos para la otra parte, bajo pena de 
nulidad y de responsabilidad para el representante. Quinto, los contratos gratuitos 
generalmente se impone una mayor responsabilidad en el cumplimiento de sus 
obligaciones a la parte que sólo recibe los provechos. 

Los contratos, desde el punto de vista de la certeza de sus provechos y gravámenes que 
generan se clasifican en conmutativos y aleatorios. Si los provechos y los gravámenes que 
genera para las partes son ciertos y conocidos desde la celebración misma del contrato, 
será conmutativo; si esos provechos y gravámenes no son ciertos y conocidos al momento 
de celebrarse el contrato, sino que dependen de circunstancias o situaciones posteriores a 
su celebración, será aleatorio. La importancia práctica de esta distinción, es que, 
generalmente, el instituto de la lesión no opera en los contratos aleatorios por que las 
partes están tomando en cuenta, desde la celebración del contrato, el que el monto de las 
prestaciones sea mayor o menor por las circunstancias o condiciones que puedan 
presentarse y si opera siempre, en cambio en los contratos conmutativos. 

Desde el punto de vista en que puede o debe manifestarse la voluntad y por ende el 
consentimiento, los contratos se clasifican en solemnes formales o consensuales. Como se 
ha indicado la forma como elemento del contrato es la manera de manifestarse o 
exteriorizarse la voluntad o el consentimiento como acuerdo de las voluntades de las 
partes en los términos de un supuesto; que no puede concebirse un acto jurídico y por lo 
tanto un contrato sin forma y que por lo tanto está en un elemento indispensable del acto 
jurídico de del contrato. Cuando la ley exige una determinada forma y no otra diferente 
para que se produzcan ciertas y determinadas consecuencias y prevé que si no se 
satisface esa forma, no se producirán esas consecuencias el acto se califica de solemne. Si 
no se le da la forma impuesta al acto, pueden producirse y de hecho se producen otras 
consecuencias, pero no las previstas por la ley para ese acto. Cuando la ley exige una 
forma determinada y no otra diferente para que se produzcan determinadas 
consecuencias pero esas consecuencias se producen también aunque no se satisfaga la 
forma prevista y sólo se establece la nulidad del contrato por falta de tal forma, 
destruyéndose retroactivamente esos efectos cuando se pronuncie por el juez la nulidad el 
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contrato se clasifica y califica de formal. Cuando la ley no exige forma determinada para la 
validez de un contrato, sino que deja las partes la libertad más absoluta para darle la 
forma que ellas determinen, el contrato es consensual, sin que esto signifique que el 
contrato pueda celebrarse sin forma. El interés práctico de esta distinción es: Primero, 
determinar que efectos produce un contrato. Segundo, determinar cuándo es válido o nulo 
un contrato por falta de forma. Tercero, determinar cuándo se puede confirmar un 
contrato al que no se le ha dado la forma prevista por la ley, en los términos ya 
expuestos. 

Desde el punto de vista de la entrega de la cosa como elemento constitutivo del contrato 
o como una obligación nacida del contrato, se pueden clasificar en reales o consensuales. 
Cuando la entrega de la cosa en los contratos en los que el contenido de la prestación de 
alguna de las partes sea transmitir el dominio o el uso o goce de un bien, sea 
indispensable para el perfeccionamiento del contrato, se clasifica como real. Si la entrega 
es un elemento constitutivo del contrato, sino que es una obligación que nace del mismo, 
se entiende que el contrato se perfecciono por el simple acuerdo de voluntades se clasifica 
como consensual. En otras palabras, si la entrega o traslación de la cosa es indispensable 
para la existencia del contrato, éste es real; si la entrega no es indispensable para el 
perfeccionamiento del contrato, sino que este se perfecciona por el acuerdo de las partes, 
el contrato será consensual y como consecuencia del mismo, nace la obligación de la 
entrega. La importancia práctica de esta clasificación, obedece a conocer en qué momento 
se perfecciona el contrato y como consecuencia, en qué momento nacen, como efecto del 
mismo, las obligaciones de las partes. 

Desde el punto de vista de la dependencia o no, de la existencia de una obligación, los 
contratos se clasifican en principales o accesorios. Los contratos principales son aquellos 
que su existencia y validez no dependen de la existencia o validez de una obligación 
preexistente o de un contrato previamente celebrado; es decir, son contratos que tienen 
existencia por sí mismos. Los contratos accesorios son los que no tienen existencia por sí 
mismos, sino que su existencia y validez dependen de la existencia o de la posibilidad de 
que exista una obligación o de un contrato previamente celebrado y en atención a esa 
obligación se celebra el contrato. Estos contratos también reciben el nombre de contratos 
de garantía, dado que se celebran para garantizar la obligación de la cual depende su 
existencia o validez. Los contratos accesorios en el derecho mexicano actual son los de 
fianza, prenda e hipoteca. Son contratos principales todos los demás contratos 
reglamentados por el código civil. El interés práctico de esta clasificación es determinar 
precisamente la existencia o validez de los contratos cuando dependen de una obligación 
preexistente y determinar los casos de terminación o extinción del contrato, cuando se 
efectúa por vía de consecuencia, por la terminación o extinción de la obligación 
garantizada de la cual dependen. 

Desde el punto de vista de la posibilidad real y jurídica de cumplir en un solo acto o en un 
plazo determinado, las obligaciones que de ellos emanan, los contratos se clasifican en 
instantáneos o de tracto sucesivo, también llamados de ejecución sucesiva o escalonada. 
Los contratos de ejecución instantánea o instantáneos, son aquellos en que las 
prestaciones de las partes pueden ejecutarse o pueden cumplirse en un solo acto, como 
en la compraventa o en la donación. Los contratos de tracto sucesivo son aquellos en que 
las prestaciones de las partes o los de una de ellas, se ejecutan o cumplen dentro de un 
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lapso determinado, por que no es posible real o jurídicamente cumplirlos en un solo acto, 
como en el arrendamiento y en el comodato. El interés práctico de esta clasificación, se 
manifiesta: Primero, en caso de resolución o nulidad del contrato deben las partes 
restituirse sus prestaciones en forma recíproca, lo que es perfectamente posible en los 
contratos de ejecución instantánea, pero no lo es en los de tracto sucesivo, por que 
existen prestaciones en ellos que quedan consumadas definitivamente y no es posible 
devolverlas, como el uso en un contrato de arrendamiento y por lo tanto la nulidad o la 
resolución del contrato sólo opera hacia el futuro en los de tracto sucesivo y en los 
instantáneos opera al pasado. Segundo, para determinar si se estudian o no las causas de 
terminación o extinción del contrato, ya que en los contratos de ejecución instantánea no 
tienen por qué estudiarse las causas de terminación del contrato por ejecutarse las 
prestaciones en un solo acto, pero sí tienen que estudiarse en los de tracto sucesivo, para 
determinar hasta qué momento deben continuar ejecutándose las prestaciones de las 
partes. 

Desde el punto de vista de la reglamentación que haga o deje de hacer un determinado 
ordenamiento de los contratos, se clasifican en nominados e innominados. Si la ley 
reglamenta un contrato conceptuándolo y señalando sus elementos y determinando sus 
consecuencias y en su caso las causas de terminación, se dice que el contrato es 
nominado. Si la ley no reglamenta un contrato, aunque sólo señale su concepto o le dé un 
nombre, el contrato será innominado. La ley puede también conceptuar un contrato, pero 
como consecuencia de la variedad de las prestaciones de las partes, no sería posible 
reglamentario en todas sus consecuencias y en ese supuesto, el contrato tendrá un 
nombre y será un contrato tipificado por estar encuadrado dentro de un tipo legal, pero 
será innominado desde el punto de vista de que la ley no lo reglamenta en forma tal o 
amplia. De lo anterior se desprende que el contrato innominado es aquel que la ley no 
reglamenta o regula en relación con las obligaciones principales que se generan como 
efecto de su celebración, aunque tengan un nombre o estén tipificados. Debido a la 
necesidad humana de la transferencia de cosas y servicios, los individuos a través del 
tiempo han ideado ciertas formas más o menos constantes de realizar sus negocios 
jurídicos, y el legislador, al intuir la importancia de algunas de dichas formas, las ha 
plasmado en modelos definidos, creando así los contratos nominados. Pero, debido a la 
realidad cambiante de la existencia humana, que origina como consecuencia nuevas 
necesidades, es imposible que el legislador prevea en modelos definidos todas las causas 
y finalidades de los negocios jurídicos o que previéndolas, no considere oportuno, con 
base en un criterio de política económica o social, dar una reglamentación fija a tales 
actividades, y debido a esto, es posible encontrar en la práctica, una serie de actividades 
no reglamentadas en la ley y a las que se le has dado el contrato de contratos 
innominados. Por otra parte, si a un contrato reglamentado se le incorporan elementos 
extraños a él por las necesidades de los interesados, ya no será el resultado un contrato 
técnicamente nominado; e igual situación se presenta si, en determinado momento las 
partes enlazan para la satisfacción de determinadas necesidades dos o más contratos 
formando conceptualmente uno solo. Como consecuencia de lo anterior, la categoría de 
los contratos innominados es inagotable. Por más que el legislador absorba los usos y las 
costumbres de los pueblos, la práctica inconscientemente va creando nuevos tipos de 
contratos, buscando siempre la satisfacción de sus necesidades de una manera segura y 
eficaz. Por lo anterior, la ley no puede desentenderse ni dejar de reconocer a este tipo de 
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contratos, ni de establecer normas amplias que permitan interpretarlos, aunque no sea 
sino de una forma muy general, ya que su misma naturaleza así lo exige. 

Los contratos mixtos son aquellos contratos unitarios que en su estructura intervienen 
diversos elementos de varios contratos ya sean nominados o innominados, y pueden 
clasificarse en contratos mixtos en sentido estricto, en contratos de doble tipo y en 
contratos combinados. Los mixtos en sentido estricto, serían aquellos en que se integran 
mediante un contrato nominado y un elemento extraño a él que puede ser contenido de 
una prestación de un contrato diverso. 

Los contratos de doble tipo, serían aquellos en los que todas las prestaciones de una de 
las partes encuadran dentro de un contrato nominado y todas las prestaciones del 
cocontratante encuadren dentro de las de otro contrato nominado o innominado. Los 
contratos combinados, serían aquellos en que las prestaciones de una de las partes 
encuadran en dos o más contratos nominados y la contraprestación de la otra parte es 
sólo dinero. 

Los contratos unión son aquellos contratos autónomos que se estructuran mediante la 
conjunción de dos o más contratos nominados o innominados, y pueden ser clasificados 
en contratos unión con dependencia bilateral, con dependencia unilateral contratos unión 
alternativos. Los contratos unión con dependencia bilateral serían aquellos en que la 
conjunción de los contratos que los forman es de tal naturaleza que la existencia, validez y 
cumplimiento de las prestaciones de uno influyen en forma absoluta sobre otro. Los 
contratos unión con dependencia unilateral serían aquellos en que la conjunción de los 
contratos que los forman sólo es determinante respecto de uno, de tal forma que éste 
puede no ser válido o ser incumplidas las obligaciones que genere, sin que afecte al otro; 
pero que si el otro no existe o es nulo, si afecta con la inexistencia o nulidad al primero. 
Los contratos unión alternativos, serían aquellos en que por las condiciones propias en 
que fueron pactados, por la voluntad de una de las partes o por la realización de una 
condición se actualiza en definitiva uno de los contratos que lo integran y se extingue el 
otro. La simple unión externa de contratos, es decir aquellos que se encuentran 
redactados en un mismo instrumento por una circunstancia meramente accidental, no 
toman categoría de contratos innominados ni lo son. 
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Capítulo IV 
El contrato de promesa. 
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Concepto. 

El contrato de promesa es aquel en virtud del cual una o ambas partes se obligan a 
celebrar un contrato determinado en cierto tiempo. Del concepto anterior se desprende lo 
siguiente: 

1. Que la promesa es un contrato, lo que implica el acuerdo de voluntades de los 
contratantes para crear la obligación de celebrar un contrato determinado en cierto 
tiempo. 
2. Que el contrato de promesa puede ser unilateral o bilateral, ya sea que sólo un 
contratante se obligue a celebrar el contrato o que ambos se obliguen recíprocamente a 
celebrarlo; y 
3. Que el contrato que se obligan las partes o una de ellas a celebrar, debe determinarse 
en la promesa. 

El contratante que se obliga a celebrar el contrato se llama promitente y aquél cuyo favor 
se obliga, beneficiario. Si la promesa es bilateral, ambos tendrán el carácter de 
promitentes y beneficiarios. 

Esta figura no se conocía en Roma, sin embargo dicha figura careció de regulación legal y 
por lo tanto, actualmente sólo se comprende como una mención al acuerdo de voluntades 
entre las partes para contratar y obligarse, los glosadores y posglosadores fueron los que 
iniciaron su aplicación como un acto jurídico unilateral sin llegar a su concepción 
contractual. El código de Napoleón desconoció explícitamente esta figurar al decir: Artículo 
1589 la promesa de venta equivale a venta cuando hay consentimiento recíproco de las 
dos partes sobre la cosa y sobre el precio. En la exposición de motivos de este 
ordenamiento portalisis38 expresa: La promesa de venta equivale a venta, cuando en ella 
hay consentimiento recíproco de las partes de las partes sobre la cosa y sobre el precio, se 
encuentra, efectivamente, en este caso, todo lo que es la substancia del contrato de 
venta. Por su parte la doctrina alemana considera que la promesa va en contra de la libre 
contratación, pues coacciona a la celebración del contrato definitivo. En la legislación y en 
la doctrina española, se concibe la celebración del contrato de promesa, pero como un 
negocio jurídico atípico y no regulado. 39 

Códigos de 1870 y 1884. 

Estos códigos no siguieron al de Napoleón, pues como fuente de inspiración tuvieron los 
códigos portugués y suizo de las obligaciones. En ellos no se regulaba la promesa de 
contrato, sino única y exclusivamente se limitaban a la promesa de compraventa. En la 
actualidad la definición del código vigente se extiende a todos los contratos, tales como el 
arrendamiento, sociedad, comodato, etcétera. A través del tiempo al contrato de promesa 
se le han dado diversas denominaciones, a saber. Contrato preparatorio, contrato 

38 Borja Martínez, Manuel, cita a Portalisis en Revista Jurídica Anuario de la escuela de Derecho de la 
Universidad Iberoamericana, Núm. 1, "El Contrato Preparatorio", Universidad Iberoamericana, México, 
1969, p.69 
39 Pérez Femández del Castillo, Bernardo, Contratos Civiles, Op. cit., p. 62 

38 



~ --- - -

preliminar, precontrato, antecontrato, petición de contrato, opción, promesa de contratar, 
pacto de contrahendo, etcétera.40 

Características. 

l. El contrato de promesa tiene una función jurídica y no económica, a través de él, sólo 
se origina el derecho personal consistente en la creación de una obligación y por lo tanto 
no crea derechos reales ni genera efectos traslativos o hace referencia a la utilización de 
servicios. 
2. Este contrato sólo produce el efecto de generar una obligación de hacer. El objeto del 
contrato es la conducta manifestada como una prestación, un hacer y nunca como un dar 
o un no hacer; y 
3. La obligación de hacer que se genera, siempre y únicamente será la de celebrar un 
contrato determinado en cierto tiempo y por lo tanto, para satisfacer en última instancia la 
voluntad de las partes, deberán éstas celebrar a futuro el contrato determinado a que se 
han obligado. 

Distinción con otras figuras afines. 

Al contrato de promesa se le puede confundir con la promesa unilateral o policitación, el 
contrato definitivo, o bien, el contrato definitivo sujeto a condición o plazo. 

Mazeaud al tratar la licitación dice que la promesa unilateral es un acto jurídico que crea 
una obligación con cargo a una persona y por su sola voluntad . Se trata de un acto 
unilateral, a diferencia del contrato de promesa que es un acto bilateral o sea, un acuerdo 
de voluntades. " ... puede asumirse contractualmente, por una o por ambas partes, la 
obligación de celebrar un contrato futuro". 254341 

La oferta de contratar puede estar destinada a una persona concreta (licitación), o 
personas indeterminadas (policitación). En el primer caso, cuando el destinatario de la 
oferta desea contratar, la ley establece el momento en el cual el consentimiento se tiene 
por perfeccionado, según se trate de acuerdo entre presentes u ausentes. En el segundo 
caso, conocido también como oferta al público, el código establece el alcance y término 
por los que el oferente queda obligado. Esta obligación consiste básicamente en sostener 
un ofrecimiento hasta el vencimiento del plazo. Asimismo prevé los casos en que se puede 
revocar la declaración unilateral. 

La opción de compra, conocida en el derecho anglosajón como option contract, es un 
ejemplo de la licitación, pues se trata de un acto unilateral, por medio del cual una 
persona se obliga irrevocablemente a transmitir un bien a otra en un plazo determinado y 
en un precio cierto, sin que exista acuerdo de voluntades o sin que sea aceptada por el 
beneficiario. En virtud de que esta figura es un acto jurídico unilateral, es un testamento 
podría establecerse, como carga para el heredero, la obligación testamentaria de dar la 
opción de compra de un bien, a cierta persona y en determinado precio.42 

40 Ibídem. p. 69 
41 Código Civil para el Estado de Quintana Roo, México, Op. cit., p.l88 
42 Pérez Fernández del Castillo, Bernardo, Contratos Civiles, Op. cit., p. 64 

39 



Es importante destacar algunas diferencias que pueden existir entre ambos contratos, 
promesa y definitivo. 

a) En cuanto a su objeto, la promesa de contratar siempre engendra obligaciones de 
hacer, nunca de dar o no hacer, consistentes en la celebración de un contrato futuro. El 
contrato definitivo, crea o transmite obligaciones de dar, hacer o no hacer. 

b) Por lo que se refiere a las obligaciones que nacen, el contrato de promesa puede ser 
bilateral o unilateral, según se obliguen una o ambas partes a celebrar el contrato 
definitivo. Por su parte el contrato definitivo, puede ser que necesariamente sea bilateral, 
como por ejemplo la compraventa, la permuta, el arrendamiento, etcétera. 

e) En cuanto a la forma, en el contrato de promesa la voluntad debe ser expresada por 
escrito. En el definitivo puede ser en escritura pública, como en la transmisión y gravamen 
de derechos reales sobre inmuebles, o bien verbal, como en la donación de menos de 
cierta cantidad. 

d) En el contrato de promesa, nunca se transmite la propiedad. En el definitivo, como en 
el caso de la compraventa, permuta o donación, la propiedad se transmite por mero 
efecto del contrato. Asimismo en contrato de promesa no se inscribe en el Registro Público 
de la propiedad, en virtud de que no crea, modifica ni transmite derechos reales o 
gravámenes sobre inmuebles; el definitivo debe ser inscrito cuando afecta dichos derechos 
reales o gravámenes. 

Para los efectos del Registro Público de la Propiedad, se estima conveniente distinguir 
entre la promesa de contrato de compraventa y la compraventa misma, ya que en la 
práctica se presta a confusiones. Así tenemos que en la promesa no hay transmisión de 
propiedad ni obligación de entregar la cosa ni de pagar el precio, sino únicamente él deber 
de celebrar la compraventa. No importa que las partes estén de acuerdo en todos los 
elementos esenciales del contrato. En tal forma que la fase ejecutoria del contrato de 
promesa se circunscribe a un nuevo querer, dirigido a la celebración de la compraventa y 
en ésta, la ejecución se caracteriza por la realización de las obligaciones. 

Contrariamente a lo que dispone nuestro código civil, la doctrina francesa no distingue 
entre la promesa de compraventa y la compraventa, pues considera que tienen la misma 
finalidad ya que existe disposición en el sentido que si las partes están de acuerdo en 
precio y cosa, el contrato de compraventa se entiende perfecto, aunque no se haya 
pagado uno ni entregado la otra.43 En todo caso se está sujeto a un término o plazo. 

La promesa es un contrato perfecto y obligatorio para las partes, no se está sujeto a 
ninguna condición para que genere la obligación de celebrar un contrato futuro, pues 
aunque se fije un plazo para hacerlo, éste sólo generará obligaciones de hacer. 

Por su parte, el contrato sujeto a condición sólo genera la obligación de cumplir las 
prestaciones pactadas si se realiza la condición de la cual depende su exigibilidad o su 
existencia, según sea condición suspensiva o resolutoria, retrotrayéndose sus efectos al 

43 Ibidem . p 67 
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momento de la contratación. En cambio en la promesa unilateral, el promitente queda 
obligado desde su celebración. 

Este contrato puede ser bilateral o unilateral, ya sea que sólo una de las partes o ambas 
se obliguen a celebrar el contrato determinado por ellos. Es un contrato formal, en 
atención a que la ley exige que en todo caso debe de constar por escrito. Si se considera 
un provecho el que recibe el beneficiario de la promesa por la obligación asumida por el 
promitente, será oneroso si ambas partes contraen la obligación y gratuito si sólo una de 
ellas se obliga a la celebración del contrato sin recibir contraprestación, pero técnicamente 
por no tener este contrato una función o finalidad económica no procede calificarlo como 
oneroso o gratuito. Es un contrato principal, por que no requiere de la existencia de una 
obligación previa, para la para su existencia o validez. Por último, este es uno de los 
contratos que no obstante ser instantáneo~ necesariamente debe transcurrir cierto tiempo 
entre su celebración y la fecha en que pueden cumplirse las obligaciones que genera, por 
lo que deberán estudiarse sus causas de terminación. 

El consentimiento/ es el acuerdo de voluntades de los contratantes que deberá coincidir 
para el nacimiento de la obligación por parte de uno o de ambos, para la celebración del 
contrato prometido y por lo tanto dicho acuerdo de voluntades también deberá coincidir 
respecto a los elementos característicos del contrato definitivo que se promete celebrar, 
para que sea acorde al el consentimiento como elemento de existencia del contrato. Si en 
el contrato de promesa llegan a faltar determinados elementos característicos del contrato 
definitivo que no puedan suplirse por disposiciones de la ley, el contrato de promesa será 
inexistente por falta de consentimiento como elemento de existencia; pero si los 
elementos faltantes pueden suplirse por la ley, no se considerarán como elementos 
característicos del contrato definitivo y el contrato de promesa por ende, será válido y 
eficaz. 

El objeto, ya se indicó en la parte general que el objeto de todo contrato es la conducta 
que puede manifestarse como una prestación o como una abstención, y como objeto 
indirecto del contrato el contenido mismo de la prestación que puede ser una prestación 
de dar, o una prestación de hacer y en el caso de la abstención un no hacer. El objeto del 
contrato de promesa como una conducta proyectada hacía una prestación de hacer, será 
la celebración del contrato prometido y en este sentido, en última instancia puede decirse 
que el objeto mediato será el mismo contrato prometido y si faltan éstos, el contrato de 
promesa será inexistente. 

La forma, la ley exige que el contrato de promesa se otorgue por escrito. En virtud de que 
no se establece la forma como elemento indispensable y necesario para que se produzcan 
exactamente las consecuencias previstas por la norma, si no que permite implícitamente el 
que las consecuencias se produzcan aun cuando no se le dé la forma prescrita, el contrato 
será formal y no solemne, y si la voluntad de las partes consta de manera fehaciente, 
cualquiera de ellas puede exigir que se le dé al contrato la forma legal, por otra parte, la 
falta de esa forma sólo producirá la nulidad relativa del mismo, ya que las partes, en 
cualquier momento pueden perfeccionar el contrato dándole la forma omitida. Como 
elemento característico de este contrato, el código establece que para que la promesa de 
contratar sea válida, debe limitarse a cierto tiempo, para evitar el crear una obligación 
perpetua, restringiendo la libertad de los contratantes. Desde el punto de vista lógico y 
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práctico, esta exigencia legal es perfectamente justificada, pero el problema surge al 
calificar un contrato de promesa cuando el mismo no se ha limitado a cierto tiempo. Por 
falta de tal requisito, no puede concluirse que el contrato sea inexistente, si contiene los 
elementos de consentimiento, objeto y una manera de exteriorizarse la voluntad de los 
contratantes. Por lo tanto el contrato será existente y si las partes establecen el plazo 
omitido con posterioridad a la celebración del contrato, lógicamente debe concluirse que el 
mismo quedará confirmado con efectos desde la fecha de su celebración, y si de común 
acuerdo no se establece el plazo para el cumplimiento de la, o de las, obligaciones 
generadas por el contrato, tratándose de una obligación de hacer, se deberá aplicar la 
regla supletoria que establece el artículo 2080 del Código Civil para el Distrito Federal, 
para tal tipo de obligaciones y por lo tanto el pago, consistente en la celebración del 
contrato prometido, deberá efectuarse cuando lo exija el beneficiario, siempre que haya 
transcurrido el tiempo necesario para el cumplimiento de la obligación. La nulidad tanto 
relativa como absoluta es una sanción que la ley impone a las partes por ejecutar actos en 
contra de leyes prohibitivas o de interés público o las buenas costumbres o por que 
puedan celebrarse contratos en perjuicio de personas incapaces, con una voluntad viciada 
o por que no se le dé al acto la forma prescrita en la ley, y ninguna de estas situaciones se 
presenta en un contrato de promesa en que se haya omitido fijar el plazo para la 
celebración del contrato prometido. 

La capacidad, para la celebración de este contrato sólo se requiere, tanto para el 
promitente como para el beneficiario, de una capacidad general. Lo anterior obedece a 
que la única obligación generada del contrato, es la de celebrar el contrato prometido y 
por lo tanto de no influir en este acto, la capacidad que requieran las partes en relación al 
contrato definitivo. Si se celebra un contrato de promesa de venta, no se requerirá que el 
promitente vendedor sea propietario del bien, ya que este contrato no es traslativo de 
dominio y por lo tanto sólo requiere de una capacidad general. Cuando en el plazo fijado 
se celebre el contrato de compraventa, si se requerirá que el vendedor sea propietario 
para celebrar válidamente ese contrato; pero entre la celebración de uno y de otro 
contrato, puede el promitente vendedor adquirir el bien y si no lo adquiere incumplirá el 
contrato válido de promesa, y será responsable de los daños y perjuicios originados, pero 
el contrato será valido. 

La ausencia de vicios en el consentimiento y la licitud en el objeto, motivo o fin del 
contrato, no tiene una aplicación especifica en este contrato y por lo tanto se aplicarán las 
reglas generales de estos presupuestos. 

La consecuencia o efecto que se produce al perfeccionarse el contrato, es crear la 
obligación a cargo del promitente. Como ya se indicó, en la celebración de este contrato, 
pueden obligarse recíprocamente las partes a celebrar el contrato definitivo o puede 
obligarse sólo una de ellas en relación a la otra y ésta simplemente aceptar la obligación 
de aquella. Por lo tanto, el efecto del contrato será crear la obligación para una o para 
ambas partes de celebrar un contrato determinado en cierto tiempo. 

Siendo éste un contrato que necesariamente debe contemplar un plazo más o menos 
largo, entre el momento de su celebración y aquel en que el deudor o deudores pueden 
cumplir con las obligaciones que genera, deben estudiarse las causas de terminación o 
extinción del mismo: 
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l. La causa lógica y normal de terminación de este contrato es por el cumplimiento de la 
obligación que emana del mismo, esto es, por la celebración del contrato prometido. 

a) La celebración del contrato a que se han obligado las partes o una de ellas, puede ser 
en forma voluntaria, sin la presión de una exigencia hecha valer por la vía judicial. 

b) También puede otorgarse el contrato como consecuencia de haberlo exigido 
judicialmente el beneficiario, en cuyo caso el promitente será responsable de los daños y 
perjuicios que hubiere originado al beneficiario por el no cumplimiento voluntario de su 
obligación. 

2. Otra causa de terminación de este contrato será la nulidad debidamente pronunciada 
por el juez competente. 

3. El incumplimiento de la obligación de uno de los contratantes, puede ong1nar la 
resolución del contrato, con la correspondiente responsabilidad de los daños y perjuicios 
causados. También si se hace imposible la celebración del contrato prometido por causas 
imputables al promitente, procede la terminación del contrato, siendo responsable de los 
daños y perjuicios, como es el caso previsto cuando el promitente vendedor ha transmitido 
la propiedad de la cosa que prometió vender, a un tercero de buena fe a título oneroso. 
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Contratos traslativos de dominio. 
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El contrato de compraventa. 

Concepto. 

El contrato de compraventa es aquel por virtud del cual, una persona llamada vendedor se 
obliga a entregar una cosa o a documentar la titularidad de un derecho, a la otra parte 
contratante, llamada comprador, quien como contraprestación se obliga a pagar un precio 
cierto y en dinero, y que produce el efecto traslativo de dominio respecto de los bienes 
que sean materia del contrato. 

El contrato de compraventa, conforme a la ley mexicana, se perfecciona cuando ambas 
partes se han puesto de acuerdo en precio y cosa, aun cuando aquél no haya sido 
satisfecho y ésta estregada y la transmisión del dominio se opera respecto de cosas que 
sean ciertas y determinadas, por mero efecto del contrato en el momento de su 
celebración, y cuando el contrato recae sobre cosas que no son ciertas y determinadas, en 
el momento en que se determinan con conocimiento del acreedor. 

En cuanto a las características de este contrato. El contrato de compraventa es traslativo 
de dominio, en la celebración de este contrato produce dos efectos diversos que son: La 
transmisión del dominio del bien o la transmisión de la titularidad del derecho objeto del 
mismo, y la creación de las obligaciones entre las partes. No obstante que la transmisión 
de la propiedad del bien o de la titularidad del derecho es una característica de este 
contrato, las partes pueden diferir el efecto translativo o hacerlo depender hacerlo ya sea 
del cumplimiento de determinadas obligaciones de las partes o de la realización de un 
hecho que se prevea incierto para ellas en el momento de su celebración. Lo que significa 
que puede existir validamente un contrato de compraventa en el que en el acto de su 
celebración no se opera a la traslación del dominio, pero que exista la posibilidad real o 
jurídica de que ésta se produzca con posterioridad. No puede pactarse válidamente un 
contrato de compraventa en que no exista esa transmisión ni la posibilidad de que se 
realice. Las partes pueden, por lo tanto, diferir la traslación del dominio del bien, si celebra 
la compraventa con la modalidad de término, si la celebran con la modalidad de condición, 
o si hacen depender la transferencia del cumplimiento de una obligación de cualesquiera 
de ellas, como sería la entrega del bien, el pago del precio, la garantía del pago del precio, 
la determinación del bien objeto del contrato, etc. 

El contrato siempre será oneroso y, en términos generales, la prestación del comprador 
siempre deberá ser en dinero, aun cuando en derecho mexicano, se permite que dentro 
de la prestación se comprendan otros bienes, siempre que su valor sea inferior al 
cincuenta por ciento del valor de la cosa vendida y que la diferencia, ya sea el cincuenta 
por ciento o más, sea en dinero. 

La contraprestación que debe pagar el comprador, deberá ser en dinero, y en caso de que 
se hubiera convenido pagar parte en dinero y parte con el valor de otra cosa, la parte en 
numerario deberá ser, por lo menos, igual al valor de la cosa. Estas tres características son 
las que diferencian a este contrato de cualquier otro y lo hacen distinto de los demás. 
Debido a ala aplicación práctica repetitiva y constante que tiene este contrato en la vida 
cotidiana de la población en general, todos los códigos civiles lo regulan en forma 
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exhaustiva y hacen de él, el ejemplo más claro de los contratos nominados, principales, 
bilaterales y onerosos. 

Por lo que respecta a su clasificación, se establece lo siguiente: es un contrato principal, 
por que no requiere para su existencia y validez de una obligación o de un contrato 
válidos, previamente existentes; es bilateral, porque engendra obligaciones y derechos 
para ambas partes; oneroso, porque produce provechos y gravámenes tanto para el 
vendedor como para el comprador, generalmente conmutativo, por que las prestaciones 
de las partes son ciertas y conocidas desde el momento de la celebración del contrato; 
ocasionalmente aleatorio, cuando las prestaciones de alguna de las partes no sean ciertas 
y conocidas en el momento de la celebración del contrato, sino que dependan de 
circunstancias posteriores, como es el caso de la compraventa de esperanza; formal, 
cuando el objeto indirecto es un bien inmueble y consensual, cuando es mueble; 
consensual en oposición a real, por que no se requiere de la entrega de la cosa para su 
perfeccionamiento, generalmente instantáneo, por que las obligaciones de las partes 
pueden ejecutarse y cumplirse en un solo acto y por excepción de tracto sucesivo, como 
es el caso de la compraventa por suministro, en que las prestaciones de las partes se 
ejecutan o cumplen por necesidad, en un lapso determinado; y nominado, por la 
regulación amplia que la ley le da. 

Por lo que establece el Código Civil vigente en el Estado de Quintana Roo, en su artículo 
2548, establece; "Que por el contrato de compraventa una de las partes transfiere a la 
otra la propiedad de un bien, a cambio de un precio cierto y en dinero'"'4 • 

La transmisión de la propiedad en el contrato de compraventa. 

Derecho Romano. 

En el Derecho Romano se distinguen dos periodos: Clásico y Justiniano. Existe también 
uno posterior a éste, al cual se le denominará derecho romano moderno, en el que se 
desarrollaron prácticas jurídicas en los países europeos hasta las primeras codificaciones. 

a) Derecho Clásico. En este periodo se manifestaron tres modos de transmitir la 
propiedad: la mancipatio, la in-jure cesio y la traditio. En Roma las personas se obligaban 
por los nudos pactos, estos no transmitían la propiedad, únicamente creaban obligaciones. 
Para su transmisión se requieren actos extra-contractuales. 

La mancipatio consistía en un procedimiento comercial que sólo lo efectuaban los 
ciudadanos romanos, tenía por objeto la transmisión de la res mancipi, es decir, fundos 
itálicos, esclavos, animales de tiro o carga; se celebraba en presencia de cinco testigos 
ciudadanos romanos y en el acto se utilizaban una portabalanza, una balanza y un trozo 
de bronce ( randusculum ). El adquirente, como símbolo del precio ( mancipio accipiens ) 
golpeaba uno de los platos de la balanza con el trozo de bronce y al mismo tiempo 
pronunciaba una forma solemne afirmando que la cosa la hacia suya. Si la cosa era 
mueble, debía estar presente, si era inmueble, se utilizaba algo que lo simbolice: una teja, 
un terrón. Este requisito desapareció más tarde. 

44 Código Civil para el Estado de Quintana Roo, México, Op. cit., p. l88 
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La in jure cesio, tuvo origen procesal, se trataba de un juicio "ficticio"; tanto el enajenante 
como el adquirente, comparecían ante el pretor del tribunal en Roma, y del presidente en 
las provincias. El adquirente ponía la mano sobre la cosa y afirmaba ser su propietario. Si 
no había oposición, el magistrado lo declaraba propietario. 

La traditio. Consistía en la entrega de la posesión física de la cosa enajenada, con la 
intención de las partes; una de transmitir y otra de adquirir la propiedad. En esta figura 
existían tres elementos, la entrega física de la cosa, la intención del enajenante de 
transmitir su propiedad y el adquiriente de adueñársela; y, la existencia de una causa 
justa o eficiente de la transmisión, que normalmente era un contrato. 

b) Derecho Justiniano. Siguiendo las características del derecho clásico, en este periodo se 
conserva la traditio como modo de adquirir la propiedad. 

Justiniano lo explicaba: " XI. Según el derecho natural adquirimos las cosas por tradición. 
En efecto, que la voluntad del propietario que quiere transferir su cosa a otro reciba su 
ejecución, nada es más conforme a la equidad natural. Así la tradición puede aplicarse a 
toda cosa corpórea; y hecha por el propietario produce enajenación. Por este medio se 
enajenan los fundos estipendiarios o tributarios, que así se llaman los fundos situados en 
las provincias. Pero entre ellos y los de Italia no existe, según nuestra Constitución, 
ninguna diferencia. La tradición que se hace por donación, por dote o por cualquiera otra 
causa, sin duda alguna transfiere la propiedad". Cuando la posesión se entregaba jurídica 
pero no físicamente, la traditio se conocía como la " tradición breve mano y larga mano". 45 

e) Derecho Romano Moderno. En el último periodo de la evolución del derecho romano, la 
constituto posesorio se conoció como una nueva forma de la transmisión de la propiedad. 
Esta consistía en una cláusula por medio de la cual el adquirente recibía la posesión 
jurídica (no física) y el enajenante manifestaba conservar la posesión por cuenta del 
adquiriente. 

Derecho Español. 

El derecho español sigue al romano por lo que refiere a la traditio, negándole al contrato 
efectos traslativos de dominio, concediéndole exclusivamente el carácter de "causa justa" 
de la transmisión. El contrato solo da lugar a la creación de la obligación de dar, que se 
cumple por un acto posterior. Los autores españoles sistematizan el estudio de la 
transmisión de la propiedad haciendo una clara distinción entre el contrato al que 
denominan "titulo" y la transmisión de la propiedad "modo de adquirir". 

Derecho Alemán. 

En el Derecho Alemán, al igual que en el Romano, el contrato sólo crea obligaciones de 
dar. La transmisión de los bienes muebles, se verifica por la traditio; en los inmuebles, por 
la inscripción en el Registro Público de la Propiedad. A este sistema se le conoce como 
constitutivo, pues con la mencionada inscripción en el registro (auflassung), se 
perfeccionaba el contrato y se trasmite la propiedad. 

45 M, Ortolan, Instituciones de Justiniano, Madrid, Limusa, p. 354 
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Derecho Francés. 

a) Antiguo Derecho Francés. en el periodo comprendido entre el Medievo y la redacción 
del Código de Napoleón, las prácticas jurídicas y notorias muestran una gran influencia de 
las ideas y filosofía del Derecho Canónico. Estas simplificaron la transmisión de la 
propiedad: primero, con la traditio per cartam, y más tarde, por medio de una cláusula del 
contrato, al igual que la constituto posesorio. A este respecto Planiol, comenta: "El 
principio romano subsistía, pero en estado puramente teórico; la tradición se consideraba 
necesaria para operar la transmisión de la propiedad, pero de hecho no tenía lugar. Se le 
reemplazaba por cláusulas del contrato que equivalían al constituto posesorio: 
convenciones ficticias de precario, de retención, de usufructo, de arrendamiento, de 
deposito, etcétera, o simplemente por la cláusula llamada dessaisine-sais sine, por la cual 
el enajenante declaraba desposeerse de la propiedad de la cosa y detentarla, en lo 
adelante, por cuenta ajena. Por último, las escrituras notariales, indicaban mendazmente 
que había tenido lugar la tradición. en los documentos se insertaban numerosas cláusulas 
de este género: vendidit et tradidit (vendió y entrego) que se denominaban cláusulas de 
desposeimiento-posesión o cláusulas de desvest-vest la tradición consistía, pues, tan sólo 
en una indicación en el documento: "La tradición sobre el papel surte el mismo efecto que 
la tradición real" ( Brisaud, historie dudroit privé página 335 ) " El desposeimiento y la 
posesión se equiparan a tradición y entrega de posesión" Estas cláusulas mendaces de 
desposeimiento posesión o de constituto posesorio, que se conservaron en las costumbres 
del notariado hasta la redacción del Código Civil Napoleónico. 

b) Código de Napoleón. Los redactores del Código de Napoleón, tomaron las anteriores 
ideas al elaborar el siguiente artículo: 

Artículo 711. La propiedad de los bienes se adquiere y trasmite ... por efecto de las 
obligaciones. 
1138. La obligación de entregar la cosa se perfecciona por el simple consentimiento de las 
personas contratantes. Ello hace al acreedor propietario y coloca la cosa a su riesgo desde 
el instante en que ella debía ser entregada, aunque no se haya hecho la tradición a menos 
de que el deudor esté en mora de entregarla, en cuyo caso el riesgo de la cosa sigue a 
cargo de este último. 

Comentando la ratio legis, Mazeud, se pronuncia y la fundamenta: "Los redactores del 
Código Civil no parecen, por otra parte, desprendidos por completo de la regla romana. 
Cambaceres se asombra todavía de que el proyecto no haya colocado la tradición entre los 
modos de adquirir la propiedad. Tronchet debió responderle que" la tradición no es sino 
el modo de cumplir un compromiso." Portalis explica la transmisión sólo consensu 
acudiendo a la idea de tradición: "Se produce por el contrato una suerte de tradición civil 
que consuma el traslado del derecho" ... ; y agrega, bien es verdad: "Así, la voluntad del 
hombre, ayudada por la omnipotencia de la ley, franquea todas las distancias salva todos 
los obstáculos y se halla presente por doquier, como la ley misma".46 

46 Pérez Fernández del Castillo, Bernardo, Contratos Civiles, Op. cit., pp. 82- 83 

48 



No obstante que el derecho francés la transmisión de la propiedad se verifica por mero 
efecto del contrato, las partes pueden diferir la transmisión a un momento distinto. Por 
ejemplo las compraventas con reserva de dominio de cosa futura, de esperanza, etcétera. 
De lo anterior se concluye que el derecho francés da efectos traslativos al contrato. 
Regulación totalmente novedosa, pues aunque era práctica la transmisión per cartam o 
por una cláusula en la constituto poseserium, ninguna nación la había incorporado a su 
legislación. 

Derecho Mexicano. 

El legislador del Código de 1870, acoge el sistema francés en el artículo 1552 que 
establece: 

En las enajenaciones de cosas ciertas y determinadas, la traslación de la propiedad se 
verifica entre los contratantes por mero efecto del contrato, sin dependencia de tradición, 
ya sea natural, ya simbólica, salvo convenio en contrario. 

La exposición de motivos, justifica el precepto, al comentar: El artículo 1392 consigna el 
principio absoluto de que los contratos se perfeccionan por el mero consentimiento. En 
este particular la comisión siguió el espíritu de la ley primera, libro X de la Novísima 
Recopilación, y lo ha desarrollado, estableciendo en el artículo 1546 que desde la 
perfección del contrato, el riesgo de la cosa es de cuenta del que adquiere y en el 1552, 
que la traslación de la propiedad se verifica entre los contratantes por mero efecto del 
contrato, sin dependencia de tradición la adopción de este sistema pondrá fin a las 
complicadas cuestiones sobre pertenencia de los frutos de los frutos de la cosa, 
producidos y percibidos antes de la tradición. La sencilla aplicación del axioma "de que la 
cosa fructifica para su dueño", reducirá en lo futuro las cuestiones a averiguar la fecha del 
contrato; pues que desde allá se trasfiere el dominio, y como consecuencia el derecho de 
hacer suyos los frutos el que adquiere la cosa.47 1 

b) Código de 1884. Este código en su artículo 436 trascribe literalmente el contenido del 
1552 del código de 1870. en tratándose de transmisión de propiedad, sigue sus mismos 
principios, por lo que se aplica lo ya comentado.48 

e) Código de 1928. Una vez analizados los antecedentes históricos, doctrinales y 
legislativos; nacionales y extranjeros, relacionados con la transmisión de la propiedad, se 
llega ala conclusión de que siempre se ha hecho la distinción y la separación entre el 
contrato y la transmisión de la propiedad. El código civil vigente sigue a los de 1870 y 
1884. por lo que se refiere a las cosas ciertas y determinadas, Manuel Borja Soriano, 
expresa: El artículo 1436 del código de 1884, dice: En las enajenaciones de cosas ciertas y 
determinadas, la transmisión de la propiedad se verifica entre los contratantes por mero 
efecto del contrato, sin dependencia de tradición, ya sea natural, ya simbólica; salvo 
convenio en contrario, y el artículo 2014 del código de 1928, sustituye las palabras, salvo 
convenio en contrario.49 

47 Ibídem. p. 84 
48 Idem. 
49 Idem 
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Debiendo tenerse en cuenta las disposiciones relativas al Registro Público. Por el contrario, 
los bienes fungibles o genéricos, no se trasmiten por virtud del contrato, sino hasta que, 
con conocimiento del acreedor, la cosa hace cierta y determinada. Este requisito es lógico, 
pues mientras no se le determine, las cosas fungibles se sustituyen unas por otras. Sin 
embargo, no se debe confundir la traditio, con la determinación de la cosa. En la primera 
se requiere la entrega física del bien adquirido; en la segunda, aunque no haya entrega 
física o jurídica, basta con la certeza o determinación de la cosa con conocimiento para el 
acreedor. La distinción entre la transmisión de los bienes fungibles y las cosas ciertas y 
determinadas es útil para saber a cargo de quien corren los riesgos cuando celebrado el 
contrato, la cosa se pierde. En el primer caso, cuando se trata de cosas ciertas y 
determinadas, se sigue el principio de resperit dominio o sea, la cosa se pierde para el 
adquirente. En el segundo caso la cosa se pierde para el deudor, o sea, el vendedor tiene 
la obligación de entregar la misma especie y cantidad sin que haya rescisión del contrato, 
pues los géneros nunca perecen. Pero si la cosa se encuentra ya individualizada por 
elección del deudor o acreedor, se pierde para el dueño, es decir, el adquirente. Una vez 
determinada y deslindada la distinción entre el contrato y la transmisión de la propiedad, 
que a través de un proceso histórico se ha simplificado de los modos más complicados 
como la mancipatio, la in jure cesio y la traditio y más tarde con la constituto posesorio y 
la transmisión per cartam, hasta llegar con el Código de Napoleón, a ser un efecto del 
contrato, como la acepta nuestro código actual, podemos proceder a analizar algunos 
casos de la doctrina mexicana que presenten dudas. 

Importancia: Función jurídica-económica. 

Este es un contrato de mucha importancia y de gran utilidad en la sociedad moderna, en 
cuanto a la función económica, es el acto jurídico más empleado para hacer circular la 
propiedad y el dominio de las cosas, y también ampliamente difundido su uso para 
transmitir la titularidad de los derechos inmateriales. La función jurídica, ya que las 
disposiciones que establece la ley para este contrato, son aplicables en casi todos sus 
aspectos a otro contrato como el de permuta. 

Elementos de existencia. 

El consentimiento en este contrato es la unión o conjunción acorde a las voluntades de las 
partes contratantes en los términos del supuesto jurídico, para entregar un bien o 
documentar la titularidad de un derecho del vendedor al comprador y pagar como 
contraprestación del comprador al vendedor, un precio cierto en dinero y producir el 
efecto traslativo indicado. Para que exista consentimiento como elemento del contrato de 
compraventa, no es suficiente que dos personas se pongan de acuerdo o con vengan 
sobre precio y cosa, sino que se requiere que ese acuerdo sea para trasmitir entre ellas la 
propiedad de la cosa y su entrega a cambio del pago, como contraprestación, de un precio 
cierto y en dinero. En el contrato de promesa de compraventa, existe un acuerdo respecto 
de precio y cosa, pero no existe contrato de compraventa, pues sólo hay la intención de 
celebrar un contrato de compraventa en cierto tiempo, y falta la intención en ese acto de 
transmitir la propiedad de la cosa y de entregarla, a cambio de un precio cierto y en 
dinero. 
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Si dos personas se ponen de acuerdo respecto de una cosa y su precio, pero una para 
vender el bien y la otra para que la primera lo venda, pero no para que ella lo compre, 
tampoco habrá compraventa por no existir esa conjunción de voluntades en los términos 
del supuesto jurídico por que la segunda no se ha obligado al pago del precio. 

Al respecto el Código Civil del Estado de Quintana Roo establece en su artículo 2549/0 

tratándose de muebles, la venta se perfeccionará en el momento en que las partes se 
ponen de acuerdo en el bien y en el precio, aunque el primero no haya sido entregado ni 
el segundo satisfecho, en tanto que si se trata de inmuebles, la venta se perfecciona hasta 
que se inscriba la operación en el Registro Público de la Propiedad. 

El objeto directo del contrato de compraventa es la conducta de los contratantes, 
manifestada como una prestación de hacer, consistente en entregar un bien o documentar 
la titularidad de un derecho y en pagar un precio cierto y en dinero; y el objeto indirecto 
es la cosa y el precio, como contenido de tal conducta. Al efecto, debe analizarse el objeto 
de este contrato desde el punto de vista doble, del contenido de la prestación del 
vendedor y del contenido de la prestación del comprador. El hecho positivo como 
contenido de la prestación de hacer consistente en la entrega de un bien o la 
documentación de la titularidad del derecho, debe ser posible y lícito. Si no es posible el 
contrato de compraventa no existe. Si no es lícito el contrato de compraventa estará 
afectado de una nulidad absoluta. Por otra parte, la cosa misma como contenido de la 
prestación de dar, debe de tener las características establecidas en los artículos del código 
civil como lo es: existir en la naturaleza (a menos que expresamente se convenga en 
celebrar la operación respecto de cosas futuras), ser determinada o determinable en 
cuanto a su especie y estar en el comercio. La cosa puede no existe en la naturaleza, por 
que nunca haya existido o porque se haya destruido totalmente antes de la celebración 
del contrato. Si se celebrase un supuesto contrato respecto de una cosa que no exista en 
la naturaleza y no tenga la posibilidad de existir, la compraventa será inexistente. La cosa, 
como contenido de la prestación de dar, no está en el comercio (una parcela comunal) el 
contrato de compraventa que se celebre respecto de ella, sería existente pero nulo de 
pleno derecho esto es, con nulidad absoluta, por que las cosas se excluyen del comercio 
como consecuencia del mandato contenido en una norma imperativa, y la conducta 
contraria al mismo será ilícita y la sanción a tal ilicitud es la nulidad absoluta por no 
poderse confirmar el acto, no prescribe la acción para hacerla valer y por que la puede 
intentar todo interesado, inclusive el Ministerio Público. 

El Código Civil del Estado de Quintana Roo, menciona en su artículo 2558, sólo los bienes 
que existen en la naturaleza, sean determinados o determinables en cuanto a su especie y 
no estén fuera del comercio, pueden ser materia del contrato de compraventa. 2559, 
puede ser materia de compraventa los bienes futuros, a no ser que se trate de la herencia 
de una persona viva, aun cuando éste preste su consentimiento. 2560, ninguno puede 
vender sino lo que es de su propiedad. La venta de bien ajeno es nula, y el vendedor es 
responsable de los daños y perjuicios si procede con dolo o mala fe; debiendo tenerse en 
cuenta lo que se dispone en el titulo relativo al Registro Público para los que de buena fe 
adquieren bienes muebles ...... 51 

5° Código Civil para el Estado de Quintana Roo, México, Op. cit., p.l88 
51 Ibidem. p. 189 · 
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El precio como la prestación de dar por parte del comprador, debe ser cierto, en dinero, 
verdadero y justo. Que el precio sea cierto significa que debe ser matemáticamente 
determinado o determinable. Si no existe la posibilidad de determinar exactamente el 
precio no habrá compraventa por falta de objeto y lógicamente por falta de un acuerdo de 
voluntades respecto de él. El precio debe de ser en dinero, en otras palabras en moneda 
nacional o extranjera que conforme a la ley monetaria en vigor tenga poder liberatorio 
pleno, aunque se admite que la contraprestación del comprador se pague en parte en 
dinero y parte con el valor de otra cosa, siempre y cuando el importe en dinero sea igual o 
mayor que el valor de esa. Si el precio no reúne la característica de ser en dinero, habrá 
permuta o otro contrato, pero no de compraventa. Además, el precio debe ser verdadero, 
no irrisorio o ficticio, pues en este supuesto se estaría en presencia de un contrato 
simulado o de una donación, pero no de una compraventa, ya que una de las 
características del contrato es que la prestación del comprador sea realmente un precio 
cierto y en dinero y en tal sentido debe orientarse el acuerdo de voluntades. Por último, el 
precio debe ser justo, lo que da a entender que existía una equivalencia lógica entre el 
valor de la cosa vendida y el precio, ya que si no coinciden en ese sentido, puede la 
desproporción de prestaciones desnaturalizar el contrato por desear las partes la 
celebración de un contrato de donación y no de compraventa, o tal desproporción aunada 
a una situación personal del comprador, debida a una suma ignorancia, notoria 
inexperiencia o extrema miseria, sería constituir una causa de nulidad por lesión. El precio 
puede ser pactado por los mismos contratantes en forma directa e inmediata; pueden 
convenir en que el precio sea el que corra para bienes fungibles en el mercado en día o 
lugar determinados o pueden estipular que sea fijado por un tercero. Si el precio lo pactan 
las partes o puede determinarse por ser el que corra un día o lugar determinados, el 
contrato se perfeccionara desde el momento de su celebración; pero si debe fijarlo un 
tercero, el contrato como compraventa sólo se perfeccionará hasta el momento ñeque 
éste lo señale, ya que mientras no lo fije, faltará un elemento al contrato, como lo es el 
precio. 

El Código Civil del Estado de Quintana Roo señala en su artículo 2550, "si el precio del 
bien vendido se ha de pagar parte en dinero y parte con el valor de otro bien, el contrato 
será de venta cuando la parte del numerario sea igual o mayor que la que se pague con el 
valor de otro bien. Si la parte en numerario fuere inferior, el contrato será de permuta". 
2551, "Los contratantes pueden convenir en que el precio sea el que corre en día o lugar 
determinados o el que fije un tercero. Fijado el precio por un tercero, no podrá ser 
rechazado por los contratantes sino de común acuerdo, o por que el tercero al fijarlo sufra 
un vicio de la voluntad o no haya observada las reglas que sobre el particular se le 
dieron". 2552, "El señalamiento del precio no puede dejarse al arbitrio de uno de los 
contratantes". Así mismo también menciona en su artículo 2553, "el precio de los frutos y 
cereales vendidos a plazo a personas no comerciantes para su consumo ... ", 2554, "La 
forma en que el comprador debe de pagar el precio en los términos y plazos 
convenidos ... ", 2555, "El pagar por mitad o salvo convenio en contrario los gastos de la 
escritura y registro ... ", 2556 "Si el mismo bien fue vendido a más de una persona, cual es 
el que debe prevalecer ... "; Las ventas hechas al menudeo de bebidas embriagantes en su 
artículo 2557.52 

52 Idem. 
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La forma en los contratos de compraventa de bienes muebles la ley no exige una manera 
especial para que se exteriorice el consentimiento y por lo tanto la forma para el contrato 
es libre y no impuesta. El contrato de compraventa de bienes muebles puede celebrarse 
en escritura pública, en documento privado, con o sin testigos, en forma verbal, o por 
actos o circunstancias que necesariamente supongan ese consentimiento. De lo anterior 
se desprende que el contrato de compraventa respecto de bienes muebles sea un contrato 
consensual, en oposición a formal. Los contratos de compraventa respecto de bienes 
muebles, en cambio, son formales, en virtud de que la ley siempre exige una formalidad 
determinada e impuesta para su validez. El principio general respecto a la forma en los 
contratos de compraventa de bienes inmuebles, es que debe de constar en escritura 
pública. 

Al respecto el Código Civil del Estado de Quintana Roo establece en su artículo 2549; 
"tratándose de muebles, la venta se perfeccionará en el momento en que las partes se 
ponen de acuerdo en el bien y en el precio, aunque el primero no haya sido entregado ni 
el segundo satisfecho, en tanto que si se trata de inmuebles, la venta se perfecciona hasta 
que se inscriba la operación en el Registro Público de la Propiedad". El artículo 2598 
establece, "el contrato de compraventa no requiere para su validez formalidad alguna 
especial, sino cuando recae sobre un inmueble, en cuyo caso el contrato se perfeccionará 
y surtirá plenamente sus efectos, hasta que se inscriba en el Registro Público de la 
Propiedad". En cuanto al monto de la operaciones para efectos de inscripción señala el 
artículo 2599, "las enajenaciones de bienes inmuebles cuyo valor convencional sea hasta 
de cien mil pesos, podrán otorgarse en documento privado firmado por los contratantes 
ante dos testigos, debiendo ser ratificadas todas las firmas ante notario, juez de primera 
instancia, menor o de paz, o director del registro público de la propiedad y del comercio. 
Los contratos por los que el Gobierno del Estado, sus organismos descentralizados o los 
ayuntamientos municipales, el ISSSTE, FOVISSSTE, C.F.E., INDECO, CORETT e 
INFONAVIT, enajenen terrenos o casas, cualquiera que sea el precio de la operación, 
podrán otorgarse en documentos privados sin los requisitos de testigos y de ratificación de 
firmas." Y el artículo 2601 señala, "si el valor del inmueble excede de cien mil pesos, su 
venta se hará en escritura pública."53 

Requisitos de validez. 

En el contrato de compraventa, la capacidad del vendedor es diferente a la capacidad del 
comprador. El vendedor requiere de una capacidad especial que es una capacidad 
especifica de tipo personal relacionada con el bien o cosa, objeto del contrato, consistente 
en ser propietario del bien; ya que si no es propietario no se podría transmitir el dominio, 
que es una de las características de este contrato. El comprador por el contrario, no 
requiere sino de una capacidad general por ser a él a quien se le transmitirá la propiedad 
del bien, y sólo requerirá también de una capacidad especial si además de pagar como 
contraprestación dinero en efectivo, involucra otros bienes, pues respecto de ellos 
necesitará ser propietario. A este respecto el Código Civil del Estado de Quintana Roo, 
menciona: Ninguno puede vender sino lo que es de su propiedad. La venta de bien ajeno 
es nula, y el vendedor es responsable de los daños y perjuicios si procede con dolo o mala 
fe; debiéndose ... ; el contrato quedará convalidado si antes de que se tenga lugar la 

53 Ibidem. pp. 189 al 193. 
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evicción o se declare ejecutoriadamente la nulidad, adquiere el vendedor, por cualquier 
titulo legítimo, la propiedad del bien vendido.54 

La ausencia de vicios en el consentimiento y la licitud en el objeto, motivo o fin del 
contrato, sigue en relación a este contrato, las normas generales ya mencionadas, y no 
tienen una aplicación especial en la compraventa. 

Efectos de la compraventa. 

La celebración y perfeccionamiento de un contrato de compraventa ongma diversas 
consecuencias. La primera, relacionada con el objeto del contrato, consistente en 
transmitir la propiedad del bien del vendedor al comprador. Las segundas, respecto a las 
partes, consistentes en generar obligaciones y crear derechos, tanto aquellos que son 
correlativos de las obligaciones producidas, como los de carácter específico. 

1- La consecuencia respecto al objeto. En el derecho civil mexicano, en materia 
contractual, la transmisión la propiedad de los bienes, si son ciertos y determinados, se 
opera en el momento de la celebración y perfeccionamiento del contrato, y en caso de no 
ser ciertos y determinados, se opera cuando se hacen ciertos y determinados con 
conocimiento del acreedor (adquirente) sin que sea necesaria la entrega de los mismos. Si 
la compraventa se perfecciona y es obligatoria para las partes cuando han convenido 
sobre la cosa y su precio, aunque la primera no haya sido entregada ni el segundo 
satisfecho el contrato es consensual y la transmisión del dominio del bien se producirá en 
ese momento. No obstante lo anterior, el efecto traslativo puede diferirse para que opere 
con posterioridad a la celebración del contrato por voluntad de las partes (como es el caso 
del pacto de reserva de dominio o en el caso de que el vendedor no sea propietario del 
bien y se haya obligado a adquirirlo), o por disposición legal (en los bienes que no son 
ciertos y determinados, sino determinables), o porque exista una imposibilidad de hecho 
para que esa consecuencia se actualice (en los bienes futuros). En ningún caso las partes 
pueden convenir en que se suprima esa consecuencia, ya que desnaturalizaría al contrato 
y ya no sería de una compraventa. Puede darse el supuesto de que, como consecuencia 
de las circunstancias o vicisitudes del contrato, no llegue a trasmitirse la propiedad del 
bien (como sería en el caso de una compraventa de cosa futura, en que el vendedor no 
elabora el objeto, o el incumplimiento de la obligación del comprador la cual se sujeto la 
transmisión, etc.) pero las partes no pueden pactar en la celebración del contrato la 
supresión del efecto, pues en ese caso no habría compraventa o el contrato translativo 
que supuestamente pretendieron celebrar, aun cuando pueda existir un contrato diverso. 
Determinar el momento en que se opera la traslación del dominio, tiene una importancia 
práctica referida a diversas situaciones: a) Teoría de los riesgos. En el derecho mexicano 
las cosas perecen para su dueño si la perdida obedece a caso fortuito o fuerza mayor. Por 
lo tanto, si se celebra un contrato respecto de una cosa cierta y determinada que implique 
la traslación de la propiedad de esa cosa y perece en poder del deudor (vendedor en el 
caso de la compraventa) por caso fortuito o fuerza mayor, el acreedor (comprador en el 
mismo supuesto) sufre la perdida, lo que origina que tendrá que pagar la contraprestación 
o precio convenidos aun cuando no vaya a recibir el bien por haber perecido. b) Derecho 
de accesión . Al propietario de un bien le pertenecen todos los frutos naturales, civiles e 
industriales, y le da derecho a todo lo que se le una o incorpore natural o artificialmente, 

54 Ibidem.,p. 189 
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con las únicas limitaciones que se establezcan en la ley. Por otra parte, los tesoros 
pertenecen a quien los descubre en sitio de su propiedad y en caso de que el descubridor 
sea otro, le corresponde al dueño el cincuenta por ciento. Por lo tanto, el comprador 
tendrá estos derechos, desde la celebración del contrato, aun cuando no haya recibido la 
cosa. e) Valides de las enajenaciones por parte del adquirente. Sólo el propietario de un 
bien (o quien esté autorizado por éste o por la ley) lo puede enajenar validamente. Por lo 
tanto, el comprador o cualquier adquirente contractual, puede vender validamente la cosa 
objeto del contrato celebrado, aún cuando no lo hubiere recibido. d) En caso de la doble 
venta. Si una persona vende un bien y no lo entrega al comprador, puede anómalamente 
venderlo a otra y el problema se presenta al determinar cual de las operaciones 
prevalecerá. En derecho mexicano la solución es: Si la cosa es mueble, prevalecerá la 
compraventa primera en fecha, y si no puede determinarse, la del comprador que se halle 
en posesión de la cosa; y si fuere inmueble, la que primero se hubiere inscrito en el 
Registro Público de la Propiedad y si ninguna se hubiere inscrito se aplicarán las normas 
respecto de muebles. Conforme al derecho mexicano, en los contratos de compraventa 
lisos y llanos, el efecto traslativo opera en forma automática por el perfeccionamiento del 
contrato. En efecto, en el momento en que se perfecciona el contrato, se opera la 
transmisión del dominio de los bienes ciertos y determinados sin depender de la voluntad 
de las partes y así, el convenir respecto de la cosa y su precio, no existe ninguna 
posibilidad de que el vendedor incumpla la transmisión del dominio, por que ésta se da en 
forma automática. Además, no se requiere para que opere el efecto ni que el vendedor 
realice una determinada conducta, ni que deje de realizarla. Cuando el objeto del contrato 
son bienes que no son ciertos y determinados, sino determinable, nace para el vendedor 
una obligación adicional a las normales de toda compraventa que consiste en que tiene el 
deber de determinar los bienes y hacerle saber al comprador esa determinación o permitir 
que se haga la determinación por el comprador o por un tercero; y al cumplir esas 
obligaciones, indefectiblemente se produce el efecto traslativo de dominio, lo que conduce 
a la conclusión de que tal transmisión no es una obligación. En otros supuestos de 
compraventas con reserva de dominio convenida o en las que se opera el efecto por la 
celebración del contrato por otras razones, sucede una situación parecida. Si el contrato se 
sujeta a una condición suspensiva o a término suspensivo, al realizarse el hecho o vencer 
el plazo, se opera la transmisión sin que pueda exigirse el cumplimiento de la supuesta 
obligación de transmitir.55 

2- Las consecuencias en relación a las partes. Para que una acto jurídico pueda ser 
considerado contrato desde el punto de vista del derecho mexicano, requiere producir 
como efectos, la creación o la transmisión de obligaciones y de derechos. De ahí que en 
todos los contratos que se están estudiando deban analizarse las obligaciones que 
producen. La compraventa es un bilateral y por lo tanto deben estudiarse las obligaciones 
del vendedor por una parte y las del comprador por la otra. 

Obligaciones y derechos del vendedor, conforme al Código Civil del Estado de Quintana 
Roo. 

El vendedor está obligado: 
I. A conservar y custodiar, con la diligencia de un buen padre de familia y mientras no lo 
entregue materialmente al comprador, el bien vendido. 

55 Zamora y Valencia, Miguel Angel, Contratos, México, Porrúa, 1997, pp.93 al 96 
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Il. A hacer dicha entrega; 
III. A responder del saneamiento para los casos de evicción y de rehibición; 
IV. A cumplir con todo lo que en el contrato se ha obligado; y que no sea contrario a las 
leyes de orden público ni a la moral ni a las buenas costumbres, y 
V. A cumplir con las demás obligaciones señaladas al respecto por la ley.56 

La entrega puede ser real o fleta, y ésta puede ser jurídica, virtual o simbólica. La entrega 
real consiste en la entrega material del bien vendido. Hay entrega jurídica cuando aún sin 
estar entregado materialmente el bien, la ley lo considera recibido por el comprador. Hay 
entrega virtual, cuando, no porque la ley lo disponga, sino porque el comprador lo quiere, 
éste se da por recibido del bien que aún no le ha sido entregado materialmente. La 
entrega, por último es simbólica, cuando se hace mediante la sola recepción de un 
símbolo, como la recepción de las llaves de la casa vendida. Desde el momento en que el 
comprador recibe fleta mente el bien en cualquiera de las formas acabadas de mencionar, 
el vendedor que lo conserve en su poder sólo tendrá, respecto de ella, los derechos y 
obligaciones de un depositario. 

Los gastos de la entrega del bien vendido son de cuenta del vendedor, y los de su 
transporte o traslación, de cargo del comprador, salvo convenio en contrario. 

El vendedor debe entregar el bien vendido en el estado en que se hallaba al 
perfeccionarse el contrato. Debe también entregar el vendedor, todos los frutos 
producidos desde que se perfeccione la venta, y los rendimientos, accesorios y títulos del 
bien. 

La entrega del bien vendido debe hacerse en el lugar convenido, y si no hubiere lugar 
designado en el contrato, en el lugar en que se encontraba el bien en la época en que se 
vendió; además el acreedor de bien cierto no puede ser obligado a recibir otro aun cuando 
sea de mayor valor, la obligación de dar bien cierto comprende también la de entregar 
sus accesorios, salvo que lo contrario resulte del título de la obligación o de las 
circunstancias del caso. El pago deberá hacerse del modo que se hubiere pactado, y 
nunca podrá hacerse parcialmente sino en virtud de convenio expreso o de disposición de 
la ley. Cuando la deuda tuviere una parte liquida y otra ilíquida, podrá exigir el acreedor y 
hacer el deudor el pago de la primera sin esperar a que se le liquide la segunda. El pago 
se hará en el tiempo designado en el contrato, exceptuando aquellos casos en que la ley 
permita o prevenga expresamente otra cosa. Si no se ha fijado el tiempo en que debe de 
hacerse el pago y se trata de obligaciones de dar, no podrá el hacedor exigirlo sino 
después de los treinta días siguientes a la interpretación que se haga, y judicialmente, en 
el extrajudicial, ante un notario o ante dos testigos, tratándose de obligaciones de hacer, 
el pago debe efectuarse, cuando lo exija el acreedor, siempre que haya trascurrido el 
tiempo necesario para el cumplimiento de la obligación. Si el deudor quisiera hacer pagos 
anticipados y el acreedor recibirlos, no podrá esté ser obligado a hacer descuento. 

Aparte de los derechos que por ley le corresponden o que por convenio adquiera, el 
vendedor tendrá los que a continuación se mencionan: 

56 Código Civil para el Estado de Quintana Roo, México, Op. cit., p.l90 
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l. el de retención, en virtud del cual no está obligado a entregar el bien si el comprador no 
le paga el precio, salvo que en el contrato se haya señalado un plazo para hacer el pago, 
en la inteligencia de que tampoco estará obligado ala entrega aun en el caso de que haya 
concedido dicho plazo, si después de la venta se descubre que el comprador se halla en 
estado de insolvencia, de suerte que el vendedor corra inminente riesgo de perder el 
precio, a no ser que el comprador le garantice, en legal forma, pague el precio en el 
tiempo convenido, y 

II. El de que se le abone el alquiler de las bodegas, graneros o vasijas en que se contenga 
lo vendido, si el comprador se constituyó en mora de recibir, en cuyo caso el vendedor 
quedará descargado del cuidado ordinario de conservación y custodiar el bien y solamente 
será responsable de su dolo o de su culpa grave. 

Obligaciones y derechos del comprador, conforme al Código Civil del Estado de Quintana 
Roo. 

El comprador debe cumplir todo aquello que lícitamente se hubiere obligado o la ley le 
mande, especialmente pagar el precio en tiempo, lugar y forma convenidos, en la 
inteligencia de que si no se han fijado tiempo y lugar al respecto, el pago se hará en el 
tiempo y lugar en que se entregue el bien. 

Si ocurre duda sobre quien de los contratantes deberá hacer primero la entrega, uno del 
bien vendido y otro del precio, ambos harán el depósito en manos de un tercero. 

El comprador debe intereses por el tiempo que medie entre la entrega del bien y el pago 
del precio, en los tres casos siguientes: a) si así se hubiere convenido. b) si el bien 
vendido y entregado produce fruto o renta; e) si se hubiere constituido en mora. 

En las ventas a plazo sin estipular sin estipular intereses, no los debe el comprador por 
razón de aquél, aunque entre tanto perciba los frutos del bien, pues el plazo hizo parte del 
mismo contrato, y debe presumirse que en esta consideración se aumentó el precio de la 
venta. En cambio si la concesión del plazo fue posterior al contrato, el comprador estará 
obligado a prestar los intereses, salvo convenio en contrario. 

Cuando el comprador a plazo o con espera del precio fuere perturbado en su posesión o 
derecho, o tuviere justo temor de serlo, podrá suspender el pago si aún no lo ha hecho, 
mientras el vendedor no le asegure la posesión o le dé garantía suficiente al respecto, 
salvo si hay convenio en contrario. 57 

Modalidades de la compraventa. 

Las legislaciones civiles permiten establecer en una forma amplia, dentro de un contrato, 
todas las cláusulas que las partes estimen pertinentes siempre y cuando se respeten los 
principios básicos de la libertada contractual que son: En la elaboración de los contratos 
las partes, de común acuerdo, deben discutir libremente su clausulado y no dejar esta 
elaboración al arbitrio de una sola; se deben respetar las disposiciones legales de carácter 
imperativo; no se pude desnaturalizar un contrato combinado o suprimiendo sus efectos o 

57 Ibídem. p. 191 y 192 
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finalidades jurídicas o económicas; no pueden convenir sobre negocios carentes o no 
merecedores de tutela jurídica y el contratante económica, social o culturalmente fuerte, 
no debe prevalerse de su situación en perjuicio del débil. Por otra parte, se entenderán 
por puestas, aunque no se expresen, todas las cláusulas que se refieran a los requisitos 
esenciales del contrato o sean consecuencia de su naturaleza ordinaria. Tomando en 
cuenta los principios anteriores, es posible que las partes sujeten a modalidades o 
modifiquen según su propia conveniencia, las obligaciones o los efectos que se producen 
o deban producirse como consecuencia de un contrato. La enunciación de las 
circunstancias puede afectar las obligaciones emanadas del contrato de compraventa las 
establece la ley en forma enunciativa y no limitativa, ya que las partes pueden pactar 
otras diferentes. 

Otras modalidades de la compraventa. 

El contrato con reserva de dominio es aquel en que las partes, mediante un pacto 
expreso, modifican el efecto traslativo del dominio, haciéndolo depender del cumplimiento 
de una obligación por parte del comprador. Los Códigos Civiles Mexicanos, sólo prevé 
expresamente el contrato de compraventa de dominio, cuando el comprador no ha 
pagado el precio en forma total o parcial; pero es posible diferir el efecto traslativo hasta 
en tanto se cumpla cualquier otra obligación por parte del comprador, como podría ser, 
verbigracia, que se garantizara el pago, aunque no lo efectuara. En la figura del contrato 
de compraventa con reserva de dominio, sí existe contrato de compraventa, ya que se 
generan las obligaciones propias de ese contrato, como son las de pagar el precio y en su 
caso entregar la cosa; y si no existe contrato de compraventa, no existiría la obligación de 
pagar el precio y por lo tanto los pagos que hiciere el presupuesto comprador serían 
pagos de lo indebido. Por otra parte, puede pactarse válidamente que el efecto traslativo 
se difiera hasta en tanto el comprador cumpla determinada obligación (como es el de 
pagar el precio en forma total), pero no podría pactarse que el comprador aún pagando el 
precio nunca adquiriese el dominio de la cosa, ya que como se indicó, la traslación de 
propiedad es un efecto que puede diferirse, pero no suprimirse en el contrato de 
compraventa. Así lo estable el Código Civil del Estado de Quintana Roo en su artículo 
2594.58 

Ya se indicó que la obligación del comprador de pagar el precio debe hacerse cuando se 
entregue la cosa y de contado, si no existe pacto expreso en contrario. Ahora bien, en el 
contrato de compraventa en abonos, sí existe ese pacto expreso en contrario. El contrato 
de compraventa en abonos es aquel en el cual las partes, mediante pacto expreso facultan 
al comprador para que pague el precio ya sea en forma total o parcial en cierto tiempo, 
mediante entregas parciales. Así, el comprador puede pagar parte del precio en el 
momento de la celebración del contrato y el saldo por partidas en cierto tiempo; o puede 
pagar la totalidad del precio sin que exista pago parcial inicial, mediante entregas parciales 
en cierto tiempo. Si se pacta que la totalidad del precio debe de pagarse en cierto tiempo 
pero en una sola exhibición, técnicamente no sería este contrato en abonos, sino un 
contrato de compraventa con el pago de precio diferido; pero pueden y de hecho se le 
aplican a este contrato las misma reglas que al contrato en abonos. El contrato de 
compraventa en abonos no presenta ni en cuanto a su estructura ni en cuanto a su 
funcionamiento, complicaciones especiales. Si el comprador no cumple, la ley otorga al 

58 Ibidem. p.l92 
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vendedor las dos acciones normales para el caso de las obligaciones recíprocas: la acción 
de cumplimiento forzoso y la acción de resolución del contrato. Sin embargo, si se desea 
que la posibilidad de resolución del contrato por el incumplimiento de la obligación de 
pago del comprador, afecte a terceros, debe forzosamente pactarse la cláusula comisaria 
en forma expresa y debe inscribirse esa cláusula en el Registro Público de la Propiedad. Lo 
anterior obedece a que tan pronto como se ha celebrado el contrato (si recae sobre cosas 
ciertas y determinadas) la propiedad se ha transmitido al comprador, por que en este 
contrato no existe (se supone), una cláusula expresa de reserva de dominio, y por lo tanto 
el comprador, como propietario ya de la cosa, puede enajenarla o gravarla. Si la enajena o 
grava a tercero de buena fe y de titulo oneroso, no puede perjudicarle a éste la resolución 
del contrato si no se inscribió en el Registro Público la cláusula resolutoria expresa, ya que 
los actos o contratos celebrados por personas que en el registro aparezcan con derecho 
para ello, no se invalidarán, en cuanto a tercero de buena fe, una vez inscritos, aunque 
después se anule o resuelva el derecho del otorgante, en virtud de título anterior no 
inscrito o de causas que no resulten claramente del mismo registro. Si los bienes vendidos 
en bonos son indubitablemente identificables, no podrán ser objeto de inscripción registra! 
y por lo tanto tampoco pueden inscribirse en el Registro una cláusula resolutoria expresa, 
derivada de un contrato de compraventa en abonos, y por lo tanto tal cláusula aunque se 
pacte, no podrá producir perjuicio a terceros. Si se resuelve un contrato de compraventa 
en abonos por incumplimiento de la obligación de pago por parte del comprador, las 
partes deben devolverse recíprocamente las prestaciones que se hubieren hecho, con las 
adicionales en los términos ya señalados para el contrato de compraventa con reserva de 
dominio y como ese contrato, "toda convención que imponga al comprador obligaciones 
más onerosas, será nula." Así lo menciona el artículo 2590 del Código Civil del Estado de 
Quintana Roo.59 

Respecto al contrato de compraventa con pacto de preferencia, en este contrato las partes 
pactan expresamente que el comprador se obliga a no vender el bien que adquiere como 
consecuencia de la compraventa, sin darle antes preferencia al vendedor para volver a 
adquirirlo, en igualdad de condiciones en que se hubiera adquirido un tercero. 

Si el vendedor desea hacer uso del derecho que le confiere la cláusula contractual, y no 
pactaron un tiempo determinado para ese efecto, deberá pagar el precio que el tercero 
ofreciere, en in plazo de tres días si la cosa fuere mueble y de diez días si fuere inmueble, 
y en caso de que sí se hubiere pactado un tiempo determinado para hacer ejercicio de ese 
derecho, deberá dar las seguridades necesarias de que pagará el precio al expirar el plazo. 
Si no cumpliere con esos requisitos, el pacto de preferencia quedará sin efecto. Para el 
caso de que el comprador propietario no cumpliere con su obligación y vender el bien a un 
tercero, la venta es válida, pero será responsable de los daños y perjuicios que le originare 
al vendedor original, titular del derecho de preferencia, en los mismos términos en que lo 
estaría cualquier obligado a no hacer alguna cosa, en caso de contravención. No debe de 
confundirse este derecho de preferencia con el derecho al tanto o del tanto que la ley 
otorga a los comuneros, ya que entre otras diferencias, los efectos que produce el 
incumplimiento del derecho del tanto, es que la enajenación no produce efectos, es decir, 
no lo es oponible al comunero (copropietario, coheredero o socio) preterido, y por lo 
tanto, éste puede hacer suyos todos los derechos y obligaciones del adquirente, pagando 

59 Idem. 
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el precio que se hubiere dado por la cosa. Así lo establece el artículo 2584 del mismo 
ordenamiento.60 

El contrato de compraventa con pacto de no vender a determinada persona, es aquel en 
el cual las partes pactan de común acuerdo que el vendedor no puede vender a 
determinada persona el bien que se adquirió y que es objeto del contrato. Artículo 2582 
del Código Civil del Estado de Quintana Roo. "Puede pactarse que el bien comprado no se 
venda a determinada persona; pero es nula la cláusula en que se estipule que no puede 
venderse apersona alguna ... ;" de lo anterior se desprende que no puede pactarse que la 
cosa adquirida no pueda ser vendida, por que tal capitulación implicaría una limitación a la 
propiedad sin una fundamentación legal e inmovilizaría los bienes, con grave perjuicio a la 
economía nacional. Si se estipulase una cláusula con ese sentido, técnicamente debe 
tenerse por no puesta y el comprador podría disponer del bien sin ninguna responsabilidad 
por su parte, y sería nula la cláusula penal o la que estableciera daños y perjuicios en caso 
de contravención. Artículo 2582 del citado ordenamiento.61 

El contrato de compraventa de esperanza. La ley dispone que las cosas, para que puedan 
ser objeto de los contratos, deben existir en la naturaleza; sin embargo, acepta la 
posibilidad de que las cosas futuras también pueden ser objeto de los contratos, a 
excepción de la herencia d personas vivas y, en el contrato de donación, establece la 
condición de contratar sobre cosas futuras. No puede ser objeto de contratación la cosa 
que no ha existido y no tiene posibilidad de existir, ni aquella que existió pero que ha 
perecido antes de la celebración del contrato, de ahí que, el requisito de que las cosas 
como objeto del contrato y contenido de la prestación de dar, existen en la naturaleza, 
compaginándolo con la posibilidad de celebrar contratos de cosas futuras, debe 
entenderse en el sentido de que tales cosas existan en la naturaleza o tengan la 
posibilidad fáctica de existir. Las cosas futuras pueden llegar a existir por la voluntad del 
hombre, por simple efecto de la naturaleza y por la conjugación de la actividad humana y 
el proceso natural. Para efectos jurídicos, también puede considerarse al azar como fuente 
de las cosas, tal es el caso del tesoro, que no puede considerarse que exista antes de 
haber sido encontrado. 

Si el contrato de compraventa se celebra respecto de cosas que existirán por efecto 
natural con o sin intervención previa de la actividad humana o respecto de cosas que 
constituyan el producto incierto de un hecho, se califica como de compraventa de 
esperanza, si el comprador toma a su cargo el riesgo de que tales cosas lleguen a existir, 
y como compraventa de cosa esperada, si no toma a su cargo tal riesgo. 

Si el contrato se celebra respecto de cosas que para existir requieren de la voluntad del 
hombre, y el vendedor se obliga a fabricarlas, elaborarlas o mandarlas fabricar o elaborar, 
el contrato se califica como de compraventa de cosa futura, aún cuando esta terminología 
puede ser equívoca, ya que también los contratos antes mencionados son de cosa futura. 
En el contrato de compraventa de esperanza, el comprador puede tomar para sí el riesgo 
de la existencia de la cosa o simplemente el riesgo respecto de la cantidad que pueda 
llegar a existir de esa cosa, pueden las partes convenir expresamente en que el 
comprador tome para sí el riesgo de que los frutos no lleguen a existir en determinada 

60 Ibidem. p. 191 
6 1 Idem. 
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cantidad, pero no de que no lleguen a existir en forma absoluta y en ese caso estará 
obligado a pagar la totalidad del precio convenido aunque no se den en la cantidad 
esperada, pero no estará obligado a pagar el precio si no llega sen a existir en forma 
absoluta. El contrato de compraventa de esperanza se puede conceptuar señalándolo que 
es aquel por virtud del cual, una persona llamada vendedor, se obliga a entregar a la otra 
llamada comprador, una cosa futura que sea producto de la naturaleza o los frutos de una 
cosa o los productos inciertos de un hecho, quien se obliga a pagar por ellos un precio 
cierto y en dinero, tomando el comprador para sí el riesgo de que no llegaren a existir o 
no lleguen a existir en la cantidad prevista por él, y que produce el efecto de transmitir al 
comprador la propiedad de esos bienes cuando lleguen a existir o en la medida en que 
existan. En este contrato se deben considerar cuatro aspectos importantes, como son: A) 
Que el comprador siempre se obliga a pagar un precio cierto y en dinero, y en los 
términos analizados al tratar de las obligaciones del comprador, independientemente de la 
obligación de la entrega del vendedor, ya que ha tomado el riesgo de que las cosas 
lleguen a existir en su totalidad o sólo que lleguen a existir en una cantidad cualquiera. B) 
Las obligaciones del vendedor están sujetas a una condición suspensiva, consistente en 
que lleguen a existir las cosas en forma total o en la medida en que existan si bajo esas 
bases se celebró el contrato. El hecho futuro de realización incierta, de que lleguen a 
existir las cosas no depende de la voluntad del obligado, pero como en todos los casos de 
obligación sujetas a condición suspensiva, el posible deudor está obligado (obligación 
primaria) a conservarse en aptitud de poder cumplir con su obligación de entrega 
(obligación secundaria) si se realiza el hecho que se previó incierto en la celebración o 
realización del acto. El contrato en su totalidad no está sujeto a condición suspensiva, ya 
que la obligación del comprador de pagar un precio cierto y en dinero, no depende de la 
realización de un hecho que se prevé incierto, sino que, muy por el contrario, está 
determina su obligación y debe cumplirla en todo caso, prodúzcanse o no los bienes que 
constituye el contenido de la prestación de dar del vendedor. C) Este contrato es aleatorio 
desde el punto de vista de que en contenido de la prestación de dar del vendedor, o lo 
que es lo mismo sus gravámenes, no son cierto y conocidos en el momento de su 
celebración del contrato y correlativamente para el comprador, tampoco lo son sus 
provechos. D) El contrato de compraventa de esperanza, como cualquier contrato, tiene 
como objeto regular la conducta tanto de una parte como de la otra. La prestación de dar 
del comprador siempre tendrá un contenido consistente en el precio cierto y en dinero, y 
la del vendedor lo tendrá en la medida en que lleguen a existir o no las cosas. 

Si las cosas no llegan a existir no es válido concluir que no existe objeto en el contrato, ya 
que el objeto como elemento del contrato es la conducta de las partes y se está regulando 
la del vendedor al imponerle la ley la obligación de conservarse en aptitud de poder 
cumplir con la obligación de entrega si llegan a existir las cosas. Como lo establece el 
artículo 2589 del Código Civil vigente en el Estado de Quintana Roo.62 

El contrato de compraventa de cosa esperada. Este contrato también recae sobre cosas 
futuras y en él se subordina la entrega de la cosa y el pago del precio a la condición 
suspensiva de que la cosa llegue a existir. En este caso, a diferencia del anterior, tanto la 
obligación del vendedor de entregar la cosa, como la del comprador de pagar el precio, 
están sujetos a la condición suspensiva de que las cosas, consistentes en los frutos que un 
bien produzca en el tiempo fijado por las partes o en los productos inciertos de un hecho, 
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lleguen a existir y el monto de las prestaciones, dependerá de la media en que existan 
esos frutos o productos. Si la cosa no llega a existir sin culpa de cualquiera de las partes, 
no existirá la obligación ni de entregarla (por que a lo imposible nadie está obligado) ni de 
pagar el precio. 

Si la cosa futura sólo llega a existir en parte, sólo habrá la obligación de entregarla en lo 
que existiere y la obligación de pagarla en la parte proporcional correspondiente. Este no 
es un contrato aleatorio, sino uno condicional, y como tal, no debe de depender la 
existencia de la cosa y por lo tanto el cumplimiento de la condición, de la voluntad de 
ambas partes o de una de las partes, ya que en el supuesto, la obligación condicional sería 
nula. Si cualquiera de los obligados, y en este supuesto ambas partes están obligadas por 
ser obligaciones correlativas, impidiese voluntariamente el cumplimiento de la condición, 
ésta se tendrá por cumplida en su perjuicio. 

El contrato de compraventa de cosa futura, es aquel por virtud del cual el vendedor se 
obliga a entregar al comprador a cambio de un precio cierto y en dinero, cosas futuras, 
comprometiéndose a que existan y tomando a su riesgo su elaboración o fabricación. En 
este contrato la obligación de entrega no está sujeta a una condición suspensiva 
consistente en que las cosas lleguen a existir, si no existe una obligación adicional a cargo 
del vendedor, además de las normales en cualquier compraventa, consistente en la 
elaboración o fabricación de las cosas objeto indirecto del contrato. Si las cosas no llegan 
a existir, habrá un incumplimiento de la obligación del vendedor por la falta de su 
elaboración o fabricación, y el comprador podrá hacerlas elaborar o fabricar a cargo del 
vendedor o tendrá la acción de resolución del contrato y en todo caso el derecho a 
reclamar daños y perjuicios. 

Habrá contrato de compraventa a vistas, cuando recaiga sobre cosas que se acostumbra 
gustar, pesar o medir y mientras esto no se haga, no producirá sus efectos. En relación a 
la compraventa a vistas, debe hacerse una distinción, por una parte los contratos respecto 
de las cosas que se acostumbran pesar y medir, y por la otra, respecto de las cosas que 
se acostumbran gustar. En los contratos que se acostumbran pesar o medir, las partes 
suspenden los efectos de la compraventa al cumplimiento de la obligación de hacer, que 
ambos contraen, consistente en pesar o medir esos objetos. 

Por la celebración de ese contrato, aunque no se pacte expresamente, el vendedor tiene la 
obligación de permitir el que las cosas sean medidas o pesadas y ante su incumplimiento, 
el comprador tiene la posibilidad de ejercitar la acción forzosa o de resolución del contrato, 
con el pago de daños y perjuicios; y ambas partes adquieren la obligación de pesar o 
medir las cosas objeto del contrato y ante el incumplimiento de cualquiera de ellas, por no 
ser una obligación de carácter personalísimo, la otra parte puede pedir judicialmente el 
pesar o medir las cosas por sí mismas o por otra persona. 

Los contratos respecto de las cosas que se acostumbran gustar, las partes hacen 
depender los efectos de la compraventa, del cumplimiento de obligaciones diversas por 
parte de los contratantes y de una declaración de carácter subjetivo por parte del 
comprador, consistentes en manifestar que le satisfizo el gusto que haya hecho de la cosa. 
Por lo anterior, puede decirse que este contrato genera obligaciones complejas. Primero, 
por su simple celebración, produce el efecto de obligar o crear la obligación a cargo del 
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vendedor consistente en que debe poner a disposición del comprador la cosa objeto del 
contrato para que éste le pruebe o guste y crea la obligación a cargo del comprador 
consistente en que debe probar o gustar esa cosa y manifestar si fue o no de su agrado; 
si ambas partes cumplen con su obligación y el comprador manifiesta que la cosa le 
satisfizo, segundo, crea las obligaciones normales de la compraventa a cargo de ambos 
contratantes. Si una de las partes no cumple con su obligación primaria, la otra tendrá las 
acciones del cumplimiento forzoso y de resolución del contrato, y en ambos casos el pago 
de daños y perjuicios, y dependerá de la declaración de carácter subjetivo del comprador, 
consistente en manifestar que le satisfizo el gusto o prueba de la cosa, para que se 
generen las obligaciones secundarias que son efecto de un contrato de compraventa 
normal. En todo caso de compraventa a vistas, como en su primera etapa se generan sólo 
obligaciones de hacer, deben cumplirse en el tiempo convenido y si no se convino nada al 
respecto, deben de cumplirse cuando lo exija la otra parte, siempre que haya transcurrido 
el tiempo necesario para hacer factible el cumplimiento de la obligación. 

El contrato de compraventa sobre muestras es aquel que se celebra respecto de cosas que 
no están individualizadas por las partes en el momento de la celebración y que para poder 
determinarlas y en su oportunidad entregarlas, las partes convienen en que sirva de 
patrón una muestra. La obligación específica que nace de este contrato, es la de entregar, 
por parte del vendedor, la cantidad respecto de las cosas objeto del mismo, acorde con la 
muestra exhibida; debiéndose estar en caso de desavenencia a lo ordenado. Como 
lógicamente las cosas objeto del contrato no están a la vista de las partes y no están 
individualmente identificadas, el vendedor puede entregar cualesquiera cosas, siempre y 
cuando coincidan con la muestra exhibida al celebrarse el contrato. 

La compraventa por acervo también recibe como denominaciones: compraventa sólo a 
vistas, ad-corpus, a precio alzado y a puerta cerrada, y es aquella en que respecto al 
objeto se hace referencia en forma fundamental al continente, no al contenido. 

Cuando se venden todos los objetos que se encuentran en un mostrador, en una bodega, 
en una vasija, etc. Y marca la ley que aunque los objetos contenidos sean de los que 
suelen contar, pesar o medir, la venta queda perfeccionada cuando las partes convienen e 
su precio, sin que el comprador pueda pedir la resolución del contrato alegando no haber 
encontrado en el acervo la cantidad, peso o medida que él calculaba. La ley dispone que 
el comprador sólo puede pedir la resolución del contrato, si el vendedor presenta el acervo 
como de especie homogénea y ocultara en él especies de clase o calidad inferior de las 
que están a la vista. Técnicamente ese contrato sería nulo, por el dolo y mala fe 
manifestadas por el vendedor. En la práctica las compraventas llamadas por acervo o sólo 
a vistas, son las que se refieren a bienes muebles; las llamadas a precio alzado o ad­
corpus, son las que se refieren a bienes inmuebles y las llamadas a puerta cerrada, son las 
mercantiles, respecto de las negociaciones comerciales. El Código Civil del Estado de 
Quintana Roo a este respecto, establece: artículo 2596, "puede también pactarse la 
compraventa a la vista o por acervo, llamada también a ojo cerrado, aun cuando recaiga 
sobre bienes que se pueden contar, pesar o medir, pues se perfecciona tan sólo por que, 
y desde el momento en que las partes se avengan en el precio, siendo así el comprador el 
comprador no puede demandar la nulidad del contrato alegando no haber encontrado con 
el acervo la cantidad, peso o medida que él calculaba." En cambio habrá lugar a la nulidad 
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si el vendedor presentaré el acervo como de especie homogénea y ocultare en él especies 
de inferior clase y calidad de las que están a la vista.63 

El contrato de compraventa judicial. Aun cuando la ley califique como "venta judicial" la 
enajenación forzada en almoneda, subasta o remate públicos de bienes del deudor, como 
consecuencia de un procedimiento judicial y que tiene por finalidad obtener la liquidez de 
esos bienes para pagar a su acreedor el monto total o parcial de su crédito, tal operación 
técnicamente no es una compraventa. No debe confundirse el momento de la enajenación 
de los bienes, con el otorgamiento del documento que, cuando se refiere a bienes 
inmuebles, es necesario para la validez del acto. El hecho de que la ley equipare a la 
enajenación forzada en los términos apuntados con el contrato de compraventa, es sólo 
para los efectos de lograr una mejor calificación e interpretación de esa figura. No es un 
contrato, por que no existe acuerdo de voluntades entre el propietario del bien y deudor 
del crédito que da origen al procedimiento judicial, y el mejor postor en la audiencia de 
remate, para trasmitir la propiedad del bien a cambio de un precio cierto y en dinero, ya 
que por regla general el propietario no acude a esa audiencia, y aunque lo hiciera y 
manifestara su conformidad con el procedimiento, su consentimiento es irrelevante para la 
enajenación del bien. Por otra parte, ni una ni otra persona, ni aún el juez del 
conocimiento fijan el precio en que se remata la cosa, tampoco los peritos que por 
disposición legal deben valuar la cosa, ya que ellos sólo señalan un valor que servirá de 
base para calificar la legalidad de las posturas. En todo caso, el mejor postor será el que 
fije el precio al ofrecer una cantidad a cambio de la cosa, que debe cuando menos la 
mínima que sea considerada como postura legal. En tal forma, si no hay acuerdo de 
voluntades entre el propietario y el adquirente en el remate, ni respecto a la transmisión 
del bien respecto del precio, no pude hablarse de contrato y menos de contrato de 
compraventa. 

La llamada venta judicial y técnicamente enajenación forzada de bienes como 
consecuencia de un procedimiento judicial, se rige respecto de la substancia del acto y de 
sus efectos, por las disposiciones de la compraventa civil, con las excepciones que se 
señalan en él capítulo correspondiente y respecto a los términos y condiciones en que 
deban de verificarse, por las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles. La 
transmisión del dominio del bien en estas operaciones, se verifica en el momento en que 
queda firme el auto o acuerdo por el cual el juez del conocimiento aprueba el remate a 
favor del mejor postor. La transmisión del dominio no se opera cuando el postor ofrece la 
mejor postura, es decir, cuando ha manifestado su voluntad de adquirir el bien en 
determinado valor, ni cuando se otorga el documento que pueda ser necesario para la 
validez de la traslación. Para lo cual el Código Civil vigente en el Estado en su artículo 
2602, establece: las ventas judiciales en almoneda, subasta o remate públicos se regirán 
por las disposiciones de este título, en cuanto a la substancia del contrato y a las 
obligaciones y derechos del comprador y del vendedor, con las modificaciones que se 
expresan en este capitulo. En cuanto a los términos y condiciones en que hayan de 
verificarse, se regirán por lo que disponga el Código de Procedimientos Civiles vigente en 
el Estado de Quintana Roo de su artículo 518 al 551. Asimismo establece en su artículo 
2603. No pueden rematar por sí, ni por interpósita persona, el juez, secretario y demás 
empleados del juzgado; el ejecutado, sus procuradores, abogados y fiadores; los albaceas 
y tutores, si se trata de bienes pertenecientes a la sucesión o a los incapacitados, 
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respectivamente; ni los peritos que hayan valuado los bienes objeto del remate. 2604. Por 
regla general, las ventas judiciales se harán en dinero efectivo y al contado, y cuando el 
bien fuere inmueble, pasará al comprador libre de todo gravamen, a menos de 
estipulación expresa en contrario, a cuyo efecto el juez mandará hacer la cancelación o 
cancelaciones respectivas, en los términos que disponga el Código de Procedimientos 
Civiles del estado de Quintana Roo. 2605. En las enajenaciones judiciales que hayan de 
verificarse para dividir cosa común, se observará lo dispuesto por la partición entre 
herederos. 64 

En cuanto hace al contrato de compraventa ad mensurma y ad corpus, se da el primero, 
cuando el precio se determina proporcionalmente en función de una unidad de medida, 
que puede ser el metro, en cuyo caso el error numérico no da lugar a la nulidad, sino sólo 
a la rectificación. La compraventa se hace por un precio alzado, y por ello sin estimar 
especialmente las partes o medidas de aquél; pero si señalando sus linderos o cualquier 
otro dato o serie de datos que sirvan para identificarlo, no precisamente por su extensión 
o medidas, sino como un todo unitario o una sola entidad corporal. En esta modalidad de 
la compraventa, el vendedor está obligado a entregar al comprador todo lo que en el 
inmueble y sus linderos se comprenda, aunque haya exceso o disminución en las medidas 
expresadas en ·el contrato, y sin que, por ello mismo, haya lugar a la rectificación alguna 
ni menos a nulidad. 

El contrato de permuta. 

Introducción. 

La permuta, históricamente, resultó uno de los primeros contratos que se utilizaron, toda 
vez que al no existir la moneda se realizaba el trueque o intercambio de mercancías. La 
permuta es el cambio directo de cosa por cosa; es la forma natural de realizar el cambio, 
antes de la moneda y con ella, también es el antecedente histórico de la compraventa, en 
la actualidad vuelve a cobrar importancia en las transacciones internacionales. 

Concepto. 

El contrato de promesa es aquel por virtud del cual, una de las partes se obliga a 
entregar una cosa o documentar la titularidad de un derecho a la otra parte contratante, 
quien como contraprestación se obliga a entregar otra cosa diversa o a documentar la 
titularidad de otro derecho a la primera y que produce el efecto translativo de dominio 
respecto de los bienes que sean materia del contrato. Ambas partes en este contrato 
reciben el nombre de permutantes. Asimismo el Código Civil vigente en el Estado 
menciona: Que la permuta es un contrato por el cual uno de los contratantes transmite al 
otro la propiedad de un bien, a cambio de otro a cuyo dominio también se le transfiere. Se 
observará en su caso, lo dispuesto en el artículo 2550 que menciona: si el precio del bien 
vendido se ha de pagar parte en dinero y parte con el valor de otro bien, el contrato será 
de venta cuando la parte del numerario sea igual o mayor que la que se pague con el 
valor del otro bien. Si la parte en numerario fuere inferior, el contrato será de permuta. 

Función económica y jurídica. 

64 Ibidem. p. 193 y 194 

65 



Tiene una función económica preponderante, pues como se ha dicho, ha sido el primer 
contrato transmisorio de dominio, más usual, cuando no se había establecido la moneda. 
Históricamente se le encuentra en todos los pueblos primitivos. Sin embargo, la aplicación 
de la permuta ha vuelto a presentarse por su relación con la moneda, pues cuando está 
depreciada, al trato internacional no se hace a base de ella, sino trueque de mercancías. 

Catalogación del contrato de permuta. 

Las características que diferencian a este contrato de cualquier otro y lo hacen distinto de 
los demás, son: A) la permuta, como la compraventa, es un contrato traslativo de 
dominio, por naturaleza. B) El contenido de las prestaciones de dar de las dos partes 
contratantes, siempre será una cosa o un derecho, aun cuando la ley considera el contrato 
como permuta, si en una de las partes a cambio de la transmisión de propiedad de una 
cosa o de la titularidad de un derecho, su contraprestación se integra parte con el valor de 
otra cosa o derecho y parte en dinero. Siempre y cuando el valor de la cosa o derecho sea 
mayor que la parte en numerario; ya que si es igual o menor, el contrato será de 
compraventa. En el supuesto de que la prestación de una de las partes se integre parte en 
dinero y parte con el valor de una cosa, técnicamente debería considerarse como 
compraventa por la parte correspondiente al dinero y como permuta la correspondiente a 
la cosa o derecho. 

Por lo que respecta a su clasificación: El contrato de permuta es principal; bilateral; 
oneroso; generalmente conmutativo; y en forma ocasional aleatorio; formal cuando existe 
transmisión de dominio de bienes inmuebles y consensual cuando recae sobre muebles; 
generalmente instantáneo y por excepción de tracto sucesivo y nominado. 

Elementos de existencia. 

El consentimiento es el acuerdo de voluntades de las partes para transmitirse el dominio 
en forma recíproca de bienes o derechos. 

Por regla general, y como se indicó, el objeto indirecto de este contrato en ambas partes 
de la relación contractual son cosas o derechos y sólo por excepción la prestación de una 
de ellas puede integrarse parte con el valor de una cosa o derecho y en parte en dinero; 
por lo tanto las cosas como contenido de las prestaciones de dar de las partes, deben 
tener las características que señala el Código Civil, o sea, existir en la naturaleza (también 
se puede celebrar el contrato respecto de cosas futuras), ser determinadas o 
determinables en cuanto a su especie y estar en el comercio. Si se incluye parte en 
numerario, debe ser cierto, en dinero, verdadero y justo. 

Si el objeto indirecto son muebles, el contrato es consensual y por tanto, puede otorgarse 
en la forma que escojan las partes dado que la ley no impone ninguna formalidad. Si 
existe la transmisión del dominio de uno o más bienes inmuebles, el contrato es formal, ya 
que la ley sí exige formalidad determinada para la validez del contrato, consistente en que 
debe otorgarse en escritura pública, si el valor del inmueble rebasa la cantidad de cien mil 

66 



-- - - ::::._ - --- ----

pesos, conforme a lo que establece el artículo 2601del Código Civil del Estado de Quintana 
Roo.65 

5.2.6 Requisitos de validez. 

La capacidad. En la permuta, como ambas partes transmiten la propiedad de bienes o 
titularidad de derechos, las dos requieren de una capacidad especial o específica 
relacionada con esos bienes, consistente en ser propietarios, para poder efectuar la 
transmisión del dominio que es una de las características de este contrato. 
Específicamente debe tomarse en cuenta aquí lo asentado en relación a la compraventa 
de cosa ajena. 

La ausencia de vicios en el consentimiento. La ausencia de vicios en el consentimiento y el 
aspecto de la licitud, en este contrato, siguen las normas de la teoría general del contrato 
y no tienen excepciones en esta materia. 

Aplicación a la permuta de las reglas de la compraventa. 

Las excepciones en la aplicación de las reglas de la compraventa a la permuta, son las 
siguientes: 

I Las reglas que determinan la obligación del comprador de pagar un precio cierto y en 
dinero, no son aplicables a la permuta, a no ser que la prestación de alguno de los 
permutantes se integre parte en dinero y parte con una cosa. 

II En relación a la permuta con cosa ajena, además de aplicársele la regla general que la 
califica de nula, dispone la ley "si uno de los que contrata ha recibido la cosa que se le da 
en permuta y acredita de que no era propia del que la dio, no puede ser obligado a 
entregar la que él ofreció en cambio y cumple con devolver la que recibió". En la 
compraventa, el comprador a quien se le ha concedido un plazo para el pago del precio, 
no puede suspender ese pago aunque fuere perturbado en su posesión o derecho o 
tuviere justo temor de serlo, si el vendedor le ha asegurado la posesión o le ha dado 
fianza para garantizar todas sus obligaciones, se entiende especialmente la de responder 
del saneamiento en caso de evicción, salvo convenio en contrario. 

III por último, en el supuesto de que el permutante sufra evicción de la cosa que recibió, 
la ley le da la posibilidad de reivindicar la que él entregó si aún conserva la propiedad el 
otro permutante, o de exigir el valor de una u otra cosa, con el pago de daños y 
perjuicios. 

Distinción entre un contrato de permuta y una compraventa. 

La permuta y la compraventa tienen en común su carácter de contratos traslativos de 
dominio; su diferencia esencial radica en la intervención o no, del precio en dinero. La 
permuta es el cambio directo de cosa por cosa; la compraventa es la transmisión del 
dominio de una cosa o un derecho a cambio de un precio cierto y en dinero. Hay caso en 
que a cambio de una cosa se da otra y cierta cantidad de dinero; ante está situación el 
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contrato será de compraventa la parte en dinero sea igual o superior a la que se paga con 
el valor de otra cosa. Si la parte en dinero es menor, el contrato será de permuta. Como lo 
más común es que en el contrato de permuta no figure ningún precio en dinero, entonces 
cada permutante es considerado vendedor frente al otro, y cada uno tendrá las 
obligaciones que tiene el vendedor en la compraventa. 

Las consecuencias. 

La consecuencia o efecto primordial de este contrato es la transmisión de la propiedad de 
los bienes o de la titularidad de los derechos que constituyan su objeto y la misma se 
opera como en todos los demás contratos translativos de dominio, respecto de bienes 
ciertos y determinados, por efecto mismo del contrato; y respecto de bienes que no lo 
sean, cuando se hagan ciertos y determinados con conocimiento del acreedor. Puede 
pactarse válidamente la reserva de dominio en un contrato de permuta. Todas las 
obligaciones que establece la ley a cargo del vendedor en el contrato de compraventa, son 
aplicables a cada uno de los permutantes y así, deben de conservar la cosa mientras se 
entrega, deben entregar la cosa en el lugar, tiempo y modo convenido y a falta de 
convenio, en los mismos términos que un vendedor; deben garantizar las calidades de la 
cosa; responder de los daños y perjuicios como consecuencia de perturbaciones que sufra 
el adquirente, imputables al enajenante y, en los términos especiales aplicables a la 
permuta y que se trataron anteriormente, responder del saneamiento en caso de evicción. 

En el contrato de permuta también pueden estipularse como en él, de compraventa, todas 
las cláusulas que las partes estimen convenientes, siempre y cuando se respeten las 
normas de carácter imperativo, el interés público y las buenas costumbres y así, puede 
pactarse un contrato de permuta con reserva de dominio, con el pago de una prestación 
en forma diferida, contracto de preferencia, con pacto de no vender o permutar el bien 
adquirido a determinada persona, etc., también puede celebrarse un contrato de permuta 
de esperanza o de una cosa esperada o de cosa futura; a vistas, sobre muestras o por 
acervo y a todos estos contratos se les aplicarán las normas generales relacionadas con el 
contrato de compraventa. 

La permuta y el derecho internacional. 

La importancia en el ámbito internacional, que en la actualidad tiene la permuta, hace de 
este contrato que sea considerado de suma importancia, ya que en el caso de México, 
para no desprenderse de divisas moneda extranjera, realiza operaciones de permuta, y 
envía productos elaborados en México a cambio de que se le entreguen por otro país, los 
productos allá elaborados, y así la permuta va cobrando cada día más fuerza en él ámbito 
internacional. 

El contrato de donación. 

Concepto. 

El contrato de donación es aquel por virtud del cual una persona llamada donante se 
obliga a entregar gratuitamente a la otra llamada donatario, una parte o la totalidad de 
sus bienes presentes, debiéndose reservar lo necesario para vivir según sus circunstancias 
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y que produce el efecto translativo de dominio respecto de los bienes que sean materia 
del contrato. Por lo que respecta al Código Civil vigente en el Estado en su artículo 2610 
establece que: La donación es un contrato por el que una persona transfiere a otra, 
gratuitamente uno o más bienes de su propiedad.66 

catalogación del contrato de donación. 

Las notas especiales que distinguen a este contrato y lo diferencian de cualquier otro son 
las siguientes: En cuanto a sus características. l. Es un contrato traslativo de dominio, por 
su naturaleza, más la transmisión no es esencial que se opere en el momento de la 
celebración y perfeccionamiento del contrato. Lo anterior da a entender que siempre que 
se perfeccione un contrato de donación, deberá haber la transmisión del dominio respecto 
del bien o derecho objeto del contrato pero que este efecto puede diferirse a cierto tiempo 
por voluntad de las partes o por la naturaleza de las cosas. 11. Es un contrato que implica 
siempre una liberalidad por parte del donante. La transmisión de propiedad es gratuita. 
111. El objeto del contrato debe de recaer sobre bienes o derechos presentes de carácter 
patrimonial que sean propiedad del donante en el momento de la celebración del contrato. 
No debe de confundirse la liberalidad con la donación, ya que toda donación es una 
liberalidad, pero no toda liberalidad es una donación. La donación en primer lugar, es un 
contrato; esto es, se requiere para su perfeccionamiento del acuerdo de las voluntades de 
las partes, para trasmitir el dominio de un bien o la titularidad de un derecho en forma 
gratuita, y para aceptar esa transmisión. En segundo lugar, debe de recaer sobre bienes o 
derechos de carácter patrimonial que sean propiedad del donante en el momento del 
perfeccionamiento del contrato y, en tercer lugar, debe existir un aumento en el 
patrimonio del donatario, en la medida en que se disminuya el patrimonio del donante. En 
cuanto a su clasificación: La donación es un contrato principal, por que no requiere para 
su existencia o validez de otro contrato u obligación preexistentes o válidos; unilateral, 
por que sólo impone obligaciones al donante, gratuito, por que los provechos son para el 
donatario y los gravámenes para el donante y cuando se llama onerosa por alguna carga 
impuesta al donatario, técnicamente se considera donada sólo la diferencia entre el valor 
del bien o derecho y el valor de la carga; formal, por que la ley exige siempre una manera 
determinada de exteriorizarse la voluntad de las partes en la formación del 
consentimiento; consensual, en oposición a real, por que el contrato se forma por el sólo 
consentimiento sin requerir la carga del bien donado, generalmente instantáneo, por que 
la prestación del donante se cumple en un solo acto y por excepción de tracto sucesivo, 
cuando el objeto consista en bienes que se entreguen en una forma periódica 
(prestaciones periódicas, en cuyo caso se extinguen con la muerte del donante), y 
nominado, por regulación que de él hace la ley. 

Especies de donación. 

Puede distinguirse varias clases o tipos de donaciones y todo dependerá de que la 
donación pertenezca a una o a otra clase para que se impliquen normas especiales o para 
que sus efectos varíen de la donación común, también llamada pura o simple. 

66 Ibidem. p. 194 
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Las donaciones puras y simples. Se considera que toda donación por exclusión, que no 
pertenezca a una clase especial es una donación común, pura y simple y se le aplicaran 
todas las reglas sin las excepciones especiales. 

Las donaciones onerosas. Son aquellas en las que se le impone al donatario una carga 
consistente en un dar una cosa o en un hacer o no hacer un hecho, la ley menciona que 
son las que se hacen imponiendo al donatario algunos gravámenes. La carga o modo, es 
el gravamen o deber impuesto al que recibe una liberalidad. Al calificar de onerosa a una 
donación con carga, no significa que se le haya impuesto una obligación al donatario, ni 
que el contrato esté sujeto a una condición resolutoria. En efecto, la carga o modo no es 
una obligación, y las diferencias fundamentales entre ambas figuras, son claras: por su 
origen, la carga se genera de una liberalidad, en cambio la obligación tiene diversas 
fuentes ( el hecho ilícito, la declaración unilateral de voluntad, el contrato, etc.) y por sus 
efectos, el incumplimiento, de la carga, sólo da acción al donante para revocar la 
donación, pero no para exigir su cumplimiento forzoso, como es de la naturaleza de las 
obligaciones, y el deudor, en la obligación, responde por su cumplimiento con todos sus 
bienes, y en la carga, el donatario sólo con el valor de los bienes donados, además de que 
la ley lo autoriza expresamente a librarse del cumplimiento, haciendo abandono del bien y 
señala expresamente que si éste perece por caso fortuito queda libre de toda obligación. 
Tampoco debe de confundirse la carga con una condición resolutoria, por que está es la 
realización de un hecho que se prevé incierto Y en la celebración del contrato y que si se 
realiza, sin mediar la voluntad del obligado, extingue la obligación de inmediato, y en 
cambio, el no cumplimiento de la carga, ni extingue la obligación del donante, ni resuelve 
la donación, y sólo da acción al donante para revocarla; Acción que puede ejercitar o no, 
según su voluntad. Por último, en la donación onerosa, sólo se entiende donada la 
diferencia existente entre el valor del bien Y la carga impuesta. 

Las donaciones remuneratorias. Son aquellas que el donante hace en atención a 
determinados servicios prestados por el donatario, que no tenía obligación de remunerar. 
La importancia practica que tiene en derecho mexicano el calificar a una donación como 
remuneratoria, es que no puede ser revocada ni por sobrevenir hijos al donante, ni por 
ingratitud. 

Las donaciones condicionales. Son aquellas en las que se hace depender la existencia de 
la obligación del donante de entregar el bien Y el efecto translativo de dominio, de la 
realización de un hecho que las partes prevén incierto Y que no depende de su voluntad el 
que se realice o no. También son donaciones condicionales aquellas en que la obligación 
del ·donante y el efecto traslativo de dominio se resuelven si se realiza un hecho 
determinado, que sé prevé incierto Y que no depende en su actualización de la voluntad 
de las partes. El primer caso se refiere a una condición suspensiva y el segundo, a una 
resolutoria. 

Las donaciones entre consortes. Son aquellas en que el donante y el donatario son 
cónyuges entre sí. En materia de revocación de las donaciones entre consortes, hasta 
antes de la reforma a los artículos 232 Y 233 del Código Civil del distrito Federal 67 la nota 

, 1 

característica de este contrato era la mas amplia posibilidad de revocación, que podía 
hacerse en todo tiempo y sin expresión de causa justificada a juicio del juez, y no marca 

67 Código Civil para el Distrito Federal , México, Sista, 1989, p. 27 
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ningún lineamiento o pauta que pueda servir al juzgador para calificar la causa de la 
revocación. La reforma apresurada y por tanto poco meditada a estos artículos, omitió 
establecer las causas de revocación de estas donaciones y con una irresponsabilidad 
estólida, endilgó al juez la necesidad de calificar de legal una causa de revocación, sin 
fundamento o motivación en la ley. Seria prudente precisar las causas de revocación de 
estas donaciones y señalar, por ejemplo, el adulterio y la comisión de un delito en contra 
del donante, de sus ascendientes o de sus descendientes, constatados judicialmente. Las 
donaciones constatados judicialmente. Las donaciones entre consortes no se revocan por 
sobrevenir hijos al donante y por lo tanto no se tiene por revocada si nace un hijo 
póstumo del donante. Para celebrar validamente una donación entre cónyuges, basta 
actualmente que las partes estén casadas bajo el régimen de separación de bienes 
(artículo 232 y por analogía lo que dispone el artículo 176 de dicho ordenamiento) sin 
requerir ya de autorización judicial. 

Las donaciones antenupciales. Son aquellas que se hacen entre sí los futuros cónyuges o 
que un tercero hace a uno de ellos o a ambos, en atención al matrimonio concertado. Los 
efectos de estas donaciones están condicionados a la celebración del matrimonio. Las 
donaciones antenupciales no son revocables por sobrevenir hijos al donante, tampoco lo 
son para causa de ingratitud, a no ser que el donante sea un tercero, que la donación 
haya sido hecha a ambos futuros cónyuges y que los dos sean ingratos. Las donaciones 
antenupciales hechas por un tercero, pueden ser declaradas inoficiosas en los mismos 
términos en que lo pueden ser las comunes. Cuando la donación o donaciones se celebren 
entre los futuros los contrayentes, su importe no debe exceder reunidas, de la sexta parte 
del valor de los bienes del donante y por el exceso, la donación es inoficiosa y el cónyuge 
donatario o sus herederos tienen la facultad de elegir la época en que se hizo la donación 
o la de la del fallecimiento del donador, para calcular si es o no inoficiosa esa donación; 
pero si no se formó inventario de los bienes del donador al perfeccionarse, no podrán 
elegirse la época en que aquella se otorgo, estas donaciones no requieren para su validez 
de aceptación expresada. En las donaciones antenupciales, se encuentran dos causas 
especificas de revocación que son el adulterio y el abandono injustificado del domicilio 
conyugal por parte del donatario, cuando el donante fuere el otro cónyuge. 

Las donaciones "mortis causa". (Por causa de muerte), son aquellas que se hacen 
depender los efectos de la no donación, de la muerte del donante. En el derecho 
mexicano no están permitidas las donaciones mortis causa, por el imperativo legal de que 
"las donaciones solo pueden tener lugar entre vivos" y cuando se pretenda hacer 
donaciones para después de la muerte del donante, deberá el interesado hacer un 
testamento, bajo la sanción de inexistencia de la liberalidad que pretenda realizar. 

Las donaciones a título particular y las a título universal. Son aquellas que se celebran 
respecto de ciertos y determinados bienes que no constituyen una parte significativa de 
los bienes del donante, de tal suerte que no hay que plantearse ningún cuestionamiento 
respecto a si le restaron o no bienes en su patrimonio o si los que le restaron le son 
suficientes para vivir o no, según sus circunstancias. A estas se les aplican todas la reglas 
generales de las donaciones puras y simples, y sólo hay que tener presente que el 
donatario responde de las deudas del donante cuando esos bienes ciertos y determinados 
estén gravados con alguna hipoteca o prenda para garantizarlas y sólo respecto de esas 
deudas así garantizadas. Las donaciones a título universal son aquellas respecto de ciertos 
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y determinados bienes que resultan ser el único activo patrimonial del donante y por ello 
llega a ser respecto de la totalidad sus bienes presentes en la aceptación jurídica ya antes 
indicada: todos los bienes menos los que el donante deba reservarse en propiedad o en 
usufructo para vivir según sus circunstancias. La calificación de nulidad de una donación 
que de por resultado que el donante no conservo bienes para vivir según sus 
circunstancias, le corresponde exclusivamente al Juez, previó el procedimiento iniciado por 
quien tenga interés legitimo y de ninguna manera el Registrador en el Registro Público de 
la Propiedad al calificar un título para su inscripción, y no hay razón alguna que justifique 
la exigencia de que en el contrato se precise que el donante tiene bienes diferentes al 
donado para vivir según sus circunstancias. Cuando las donaciones son a título universal, 
el donatario responde de todas las deudas del donante contraídas con anterioridad a la 
donación, siempre que tengan fecha autentica, y sólo hasta la cantidad concurrente con el 
valor de los bienes donados; ya que su responsabilidad es de beneficio de inventario. 

La donación con derecho de acrecer. Es aquella que celebran varias personas como 
donatarias y en la que el donante expresamente establece en su favor el derecho de 
acrecer. 

Acto de liberalidad. 

Se entiende por acto de liberalidad, una conducta a través de la cual una persona realiza 
una conducta de dar, de hacer o de no hacer gratuitamente, a favor de otra persona. Es 
todo un genero de acto de liberalidad, y así se presenta en situaciones jurídicas bilaterales 
o unilaterales. Como por ejemplo: implica un acto de liberalidad el contrato de comodato, 
en donde una persona da a otra, gratuitamente el uso de una cosa material, y hasta el de 
un derecho inmaterial; implica también una liberalidad el contrato de deposito a título 
gratuito; de igual manera implica una liberalidad de mandato gratuito; el testamento y la 
herencia, son dos situaciones que implican de igual manera una liberalidad. Todos estos 
actos de liberalidad, y no son donaciones, por lo que se puede decir que toda donación 
implica un acto de liberalidad, pero no todo acto de liberalidad es donación. 

Elementos de existencia. 

El consentimiento se forma por el acuerdo de voluntades de los contratantes. El donante 
debe exteriorizar la intención de hacer una liberalidad al donatario, consistente en 
entregarle y trasmitirle la propiedad de bienes o la titularidad de derechos en que en ese 
momento existan en la naturaleza y que sean de su propiedad cuando se celebre el 
contrato (animus donandi), y el donatario debe exteriorizar su intención de aceptar 
gratuitamente esos bienes o derechos y hacerle saber al donante en vida, esa aceptación. 
La integración lógica del consentimiento en todo contrato es: una parte formula o hace la 
oferta o policitación correspondiente y posteriormente la otra lo acepta. 

En derecho mexicano, el contrato se perfecciona entre presentes si la aceptación de la 
oferta se hace inmediatamente y si las partes no están presentes, cuando el proponente 
recibe la aceptación dentro del termino de tres días además del tiempo necesario para la 
ida y vuelta regular del correo público y si no ha fijado un plazo determinado para la 
aceptación. En el contrato de donación, el consentimiento se integra entre presentes en 
igual forma que en cualquier otro contrato, pero no estando presentes los contratantes, 
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rige una norma especial que deroga a la general. Para que se perfeccione el contrato de 
donación entre personas que no están presentes, se requiere que el donatario acepte la 
donación con la misma formalidad que la ley exige para hacerla y haga saber al donante 
en vida de éste, la aceptación. Los sistemas doctrinales que explican la integración del 
consentimiento entre ausentes en materia contractual son: el de la declaración, que 
supone el perfeccionamiento del contrato cuando el receptor de la oferta manifiesta su 
voluntad de aceptarla sin modificaciones; el de la expedición, que es cuando el aceptante 
de la oferta envía al oferente el documento en que consta su aceptación, el de la 
recepción, que perfecciona el contrato cuando el oferente recibe el documento en que 
consta la aceptación de su policitación, y el de la información, que considera 
perfeccionado el contrato hasta que el oferente conoce la aceptación de su policitación. En 
el contrato de donación no se sigue el sistema general en materia contractual civil de la 
recepción y se requiere para la existencia y perfeccionamiento del contrato que el 
donatario acepte la donación, y para la validez del contrato se requiere que la aceptación 
se haga con las mismas formalidades que la ley exige para la donación en general. 

La cosa o derecho como contenido de la prestación de dar del donante, deben de ser 
bienes presentes; ya que por disposición legal expresa, la donación no puede comprender 
bienes futuros. El que los bienes sean presentes para los efectos de la donación, significa: 
que existan en la naturaleza y que sean propiedad del donante en el momento de 
perfeccionarse el contrato. En materia contractual en general, las cosas futuras pueden 
ser objeto de los contratos, a excepción de la herencia de una persona viva, aunque ésta 
preste su consentimiento. En a donación, se establece una excepción a las reglas 
generales, y por imperativo legal se prohíbe que las cosas futuras pueden ser objeto de 
este contrato. Si se pactara una donación respecto de bienes futuros, en una u otra de las 
acepciones antes indicadas, el contrato estría afectado de una nulidad absoluta, por ser 
contraria a una norma de carácter imperativo. Pueden ser objeto del contrato de donación 
bienes específicamente determinados o bienes que no sean ciertos y determinados al 
celebrarse el contrato pero que pueden determinarse; así, es posible convenirla donación 
de una tonelada de maíz si el donante de varias toneladas que tenga en una bodega. 
También puede ser objeto del contrato la totalidad de los bienes presentes del donante; 
pero la expresión "totalidad de los bienes presentes" debe entenderse no en un sentido 
gramatical estricto, sino en uno jurídico, consistente en que se refiere a todos los bienes 
presentes exceptuando los que sean necesarios para el donante viva según sus 
circunstancias. Si se celebra un contrato · de donación respecto de todos los bienes 
presentes del donante en su acepción gramatical, sin que el donante se reserve bienes en 
propiedad o en usufructo para vivir según sus circunstancias, el contrato será nulo. 

Si la donación es respecto de todos los bienes (en su acepción jurídica) el donatario será 
responsable de todas las deudas contraídas con anterioridad y con fecha auténtica, a 
beneficio del inventario, esto es sólo es responsable de las deudas hasta la cantidad 
concurrente con el valor de los bienes donados. Por conceptuación lógica, no pueden ser 
objeto del contrato de donación los derechos personalísimos (como los del usuario o del 
habituario) ni los bienes inalienables, como los bienes sujetos al régimen del patrimonio 
familiar. 

El contrato de donación es formal, ya que siempre exige la ley para su validez una 
formalidad mínima determinada. La donación pude hacerse verbalmente o por escrito, 
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pero sólo será verbal la que recaiga sobre bienes muebles cuyo precio no pase de cinco 
mil pesos, si excede de esta suma, pero no de cien mil pesos, se hará un escrito privado, y 
se reducirá a escritura pública, si el valor de los muebles donados pasa de cien mil pesos. 
La donación de bienes raíces se hará de la misma forma que para su venta exprese la ley. 
Así lo establece el artículo 2617 del Código civil Vigente en el Estado.68 

Los requisitos de validez. 

En este contrato como en todos los traslativos de domino, se requiere de una capacidad 
diferente para una parte que para la otra y aquí se tratará primero la relativa al donante y 
después al donatario. La capacidad de donante. El donante necesita la capacidad de tipo 
personal, de ser propietario del bien o titular del derecho materia de la donación, por el 
efecto translativo de dominio que se opera por la celebración del contrato y además por 
ser un requisito legal para el perfeccionamiento del contrato de donación, ya que esta no 
puede recaer sobre bienes futuros. Si el donante no es propietario del bien materia del 
contrato, la donación será de cosa ajena , la que, por analogía será nula con nulidad 
absoluta. 

La capacidad del donatario. En términos amplios, el donatario requiere simplemente de 
una capacidad general, ya que es el beneficiario del contrato y no adquiere obligaciones, 
la capacidad de goce de la persona física para ser donatario, se adquiere por el simple 
hecho de la concepción y por lo tanto, puede celebrarse validamente un contrato de 
donación en el cual el donatario sea un concebido ( deberá comparecer la persona a quien 
en su oportunidad le corresponda ejercer la patria potestad o en su caso un tutor, para 
que acepte la donación y quede perfeccionada ) con la condición de que sea viable. 

En esta materia se hace una excepción más a las reglas generales de los contratos, ya que 
la capacidad de goce o de derecho de las personas físicas, se adquiere por el nacimiento y 
en las donaciones no se requiere que el donatario haya nacido para ser capaz y basta con 
que esté concebido en el tiempo de hacerse y nazca viable. 

El Código Civil del Estado de Quintana Roo establece: que pueden donar sus bienes todas 
las personas capaces que pedan disponer de ellos, pudiendo hacerlo por sí o por 
mediación de un apoderado expresamente autorizado al respecto. Los representantes 
legales jamás podrán donar los bienes de sus representados. 

Los no nacidos pueden adquirir por donación, con tal que hayan estado concebidos al 
tiempo en que aquella se hizo y nazcan vivos. Las personas jurídicas que conforme a la 
Constitución y Leyes Federales no puedan adquirir bienes, no podrán recibirlos a titulo de 
donación, como tampoco ninguna otra persona o personas a quienes las propias leyes y 
las del estado se los impidan. Las donaciones hechas simulando otro contrato a personas 
que conforme a la ley no puedan recibirlas, son nulas, ya se hagan de un modo directo, ya 
por interpósita persona.69 

Donación de órganos, tejidos y sangre. 

68 Código Civil para el Estado de Quintana Roo, Op. cit. , p. l94 
69 lbidem. p. 195 
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La Ley de Salud establece que los órganos, tejidos y sangre del cuerpo humano, no 
pueden ser motivo de comercialización, o sea son bienes inalienables, esto es que no se 
puede vender, arrendar ni gravar, aunque si son susceptibles de apropiación particular y la 
única forma permisible de trasmitirlos es la donación es parecido al patrimonio de familia 
en el cual el bien afectado pertenece a su titular, pero no se puede vender, gravar, 
arrendar embargar ni prescribir. 

Obligaciones del donante. 

Como obligaciones del donante se encuentran: 

Conservar la cosa, mientras no se le haga entrega al donatario, ya que la ley le impone la 
calidad de depositario, a partir del momento en que el contrato se perfecciona pero no 
hace la entrega de la cosa. 

Entregar la cosa, esto es "pagar" su obligación, que es una obligación de dar, de dar el 
todo o la parte del patrimonio pecuniario donado, en el lugar modo y tiempo convenidos, 
y si nada se ha convenido, se hará entrega en el domicilio del donante. 

Debe responder del saneamiento para el caso de evicción y del saneamiento por vicios 
ocultos, sólo si expresamente se obliga para ello, pues de otra manera, no tendrá esa 
obligación, y se entiende, pues esta trasmitiendo a título gratuito, y él no lleva ninguna 
utilidad en la operación, como sucede en el caso del vendedor. 

Obligaciones del donatario. 

Aunque se ha dicho antes que el contrato de donación es unilateral, pues todos los 
derechos son para el donatario, y todas las obligaciones para el donante, sin embargo el 
legislador decidió imponerle al donatario una serie de obligaciones de índole moral, y otras 
de índole pecuniario, pero que no representan para el donatario un detrimento patrimonial 
con sus propios bienes, sino sólo con él o los bienes que hubiera recibido en donación. Así 
se tiene: 

El donatario tiene para el donante un deber de gratitud, y nadie podría decir que este 
deber tiene contenido pecuniario, ya que se traduce en que no debe cometer delito alguno 
contra la persona, la honra o bienes del donante, sus ascendientes, descendientes o 
cónyuge. Debe socorrer al donante si cae en pobreza, pero no sin límite, sino con el valor 
de los bienes que hubiera recibido en donación. 

Debe también cumplir con las cargas que le imponga el donante. Si recibió en donación un 
bien especifico, debe responder de las deudas del donante garantizadas con hipoteca o 
prenda, precisamente con esos bienes que recibió en donación, pero también conforme al 
beneficio de inventario, sólo hasta donde alcance el valor de esos bienes. Y así mismo, 
debe responder de las demás deudas del donante, si hubiere recibido todo el patrimonio 
pecuniario de dicha persona, pero responde sólo con el valor de los bienes recibidos, 
(beneficio de inventario) y respecto de deudas que sean anteriores a la donación, no de 
deuda posterior. 
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Revocación y reducción de las donaciones. 

La revocación es un acto jurídico unilateral por medio del cual se deja sin efecto una 
resolución o un acto jurídico anterior. La revocación y la rescisión coinciden en que por 
ambas figuras se puede resolver un contrato y por tanto hacer que las cosas vuelvan al 
estado en que se encontraban antes de la revocación. 

A este respecto el Código Civil del estado de Quintana Roo establece lo siguiente: 

Las donaciones legalmente hechas por una persona que al tiempo de otorgadas no tenía 
hijos, pueden ser revocadas por el donante cuando dentro de los cinco años siguientes a 
la donación le hayan sobrevenido hijos, el donante no puede renunciar a este derecho 
anticipadamente a dicha superveniencia. 

Si transcurren esos cinco años sin que el donante haya tenido hijos o habiéndolo tenido no 
hasta revocado la donación, ésta se volverá irrevocable, lo mismo sucederá si el donante 
muere dentro de este plazo de cinco años sin haber revocado la donación 

Si dentro del mencionado plazo naciere un hijo póstumo del donante, la donación se 
tendrá por revocada en su totalidad por simple ministerio de la ley, la declaración 
correspondiente la hará el juez a petición del representante legal del póstumo y previa 
audiencia del donatario. 

En cambio si se trata de hijos que no sean póstumos pero que tengan derecho a la 
herencia, cuyo padre haya muerto sin haber revocado la donación, ésta, a petición de 
ellos, podrá reducirse en los términos de la ley, a no ser que el donatario tome sobre sí la 
obligación de ministrar los alimentos y la garantice debidamente. 

La donación no podrá ser revocada por superveniencia de hijos: Cuando sea menor de 
cinco mil pesos; Cuando sea antenupcial; Cuando sea entre consortes y cuando sea 
puramente remuneratoria. 

Revocada la donación por superveniencia de hijos; serán restituidos al donante los bienes 
donados, o su valor si han sido enajenados antes del nacimiento de los hijos. 

Si el donatario hubiere hipotecado los bienes donados, subsistirá la hipoteca, pero tendrá 
derecho el donante de exigir que aquel la redima. Esto mismo tendrá lugar tratándose de 
prenda, anticresis, usufructo o servidumbre impuestos por el donatario. 

Cuando los bienes no puedan ser restituidos en especie, el valor exigible será el que 
tenían aquellos al tiempo de la donación. 

El donatario hace suyos los frutos de los bienes donados hasta el día en que se le 
notifique la revocación, o hasta el día del nacimiento del póstumo, en su caso. 

La acción de revocación por superveniencia de hijos corresponde exclusivamente al 
donante y al póstumo, pero la reducción por razón de alimentos tienen derecho a pedirla 
todos los que sean acreedores alimentistas. 
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El donatario responde sólo del cumplimiento de las cargas que se le imponen con el bien 
donado, y no está obligado personalmente con sus bienes. Puede sustraerse a la ejecución 
de las cargas abandonando el bien donado, y si este perece por caso fortuito, queda libre 
de obligación. 

La revocación puede ser revocada por ingratitud: si el donatario comete algún delito 
contra la persona, la honra o los bienes del donante o de los ascendientes, descendientes 
o cónyuges de éste y si el donatario rehúsa socorrer, según el valor de la donación, al 
donante que ha venido a pobreza. 

La acción de revocación por causa de ingratitud no puede ser renunciada 
anticipadamente, y prescribe en un año, contado desde que el donador tuvo conocimiento 
del hecho. Esta acción no podrá ejercitarse contra los herederos del donatario, a no ser 
que en vida de éste hubiese sido intentada. Tampoco puede ejercitarse por los herederos 
del donante si este, pudiendo, no lo hubiese intentado. 

Las donaciones inoficiosas no serán revocadas ni reducidas cuando, muerto el donante, el 
donatario tome sobre sí la obligación de ministrar alimentos debidos y la garantice 
conforme a derecho. 

Las donaciones inoficiosas serán anuladas en su totalidad si el perjuicio con que ellas se 
cause a los acreedores alimentarios es superior a lo donado; pero si este no perjuicio no 
iguala al valor de lo que se le donó, no habrá lugar a la nulidad, sino sólo a la reducción 
de la deducción de la donación en la parte en que fuere necesario. 

La reducción de las donaciones comenzara por la última en fecha, que será totalmente 
suprimida si la reducción no bastare a completar los alimentos. Si el importe de la 
donación menos antigua no alcanzare, se procederá, respecto de la anterior, en los 
términos establecidos antes mencionados, siguiéndose el mismo orden hasta llegar a la 
más antigua. Habiendo diversas donaciones otorgadas en el mismo acto o en la misma 
fecha, se hará la reducción entre ellas a prorrata. · 

Si la donación consiste en bienes muebles, se tendrá presente para la reducción el valor 
que tenían al tiempo de ser donados. 

Cuando la donación consista en bines raíces que fueran cómodamente divisibles, la 
reducción se hará en especie. 

Cuando el inmueble no puede ser dividido y el importe de la reducción exceda de la mitad 
del valor de aquél, recibirá el donatario el resto en dinero. Cuando la reducción no exceda 
de la mitad del valor del inmueble, el donatario pagará el resto. 

Revocada o reducida una donación por inoficiosa, el donatario sólo responderá de los 
frutos que desde que fuere demandado.70 

70 Ibidem. p. 195 y 196 
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En cualquier caso de nulidad, o de rescisión de la donación, se observará lo dispuesto por 
los artículos 2364 a 2367 del ordenamiento citado.71 

Disminución de la donación. 

Las donaciones pueden disminuirse por inoficiosas. Se llama inoficiosa la donación o el 
testamento que va en contra del acreedor alimenticio. Ahora bien, sólo los acreedores 
alimenticios tiene derecho a pedir la reducción de la donación por inoficiosa. No se 
reducen las donaciones, en caso en que el donante haya fallecido y el donatario tome a su 
cargo la obligación alimenticia y la garantice adecuadamente. Si son varias las donaciones 
realizadas, se revoca o disminuye la última y si esta no alcanza para cubrir los alimentos, 
la penúltima y así sucesivamente hasta satisfacer la obligación. Cuando en un solo acto se 
hicieran varias donaciones, la disminución se hará a prorrata por partes iguales. 

Efectos regístrales. 

La protección que da el registro al tercero de buena fe, la establece el siguiente: Artículo 
3009 del Código Civil del Distrito Federal.72 El registro protege los derechos adquiridos por 
tercero de buena fe, una vez inscritos aunque después se anule o resuelva el derecho del 
otorgante, excepto cuando la causa de la nulidad resulte claramente del mismo registro. 
Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a los contratos gratuitos, ni a actos o contratos 
que se ejecuten u otorguen violando la ley. Es tercero de buena fe la persona que 
satisfaga los siguientes requisitos: Que haya inscrito un derecho real; Que este derecho lo 
haya adquirido de quien aparece como titular legítimo, de acuerdo con los datos que 
ofrece la publicidad del Registro Público; que no haya conocido los vicios en las 
anotaciones y asientos del registro si las hay y que haya adquirido su derecho a título 
oneroso. En caso de conflicto de derechos entre un adquirente a título oneroso y uno a 
título gratuito, se le de preferencia al primero. 

Aspectos fiscales. 

En México, a través de la Ley del Impuesto sobre la Renta, se grava marcadamente la 
donación de bienes inmuebles, pues se considera que lo donado representa un ingreso 
para quien lo recibe. Así, los notarios tienen obligación de retener al donatario, como pago 
provisional, el veinte por ciento del valor que arroje el avalúo del bien inmueble que se 
dona; y digo como pago provisional, ya que el definitivo se realiza, como es sabido, 
mediante la declaración fiscal anual, acumulando a los ingresos el valor de lo donado. 
Están exceptuados del pago de este impuesto, las donaciones realizadas entre cónyuges y 
entre ascendientes y descendientes en línea recta sin distinción de grado, así como las 
donaciones de bienes con valor menor de tres veces el salario mínimo vigente en el 
Distrito Federal. 

(Art. 77, frac. XXIV de la ley sobre el Impuesto sobre la Renta) por lo que se refiere al 
impuesto al Valor Agregado, éste no se causa en las donaciones. 

71 Ibídem. p. 171 
72 Código Civil para el Distri to Federal , México, Op. cit. , p. 236 
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El contrato de mutuo. 

Historia. 

Este contrato, es posible que se celebre en el país y en el mundo, tantas o más veces que 
el de la compraventa, pues versa sobre dinero o cosas fungibles, y de ahí que tiene una 
amplísima aplicación no sólo en el derecho interno, sino que trasciende al ámbito del 
Derecho Internacional. 

Concepto. 

El mutuo, llamado también préstamo de consumo, es un contrato por el cual el mutuante 
transfiere la propiedad de una suma de dinero o de otros bienes fungibles al mutuario, 
quien obliga a devolver otro tanto de la misma especie y calidad. 

Catalogación del contrato de mutuo. 

El contrato de mutuo es bilateral, porque engendra de inmediato la obligación para el 
mutuante de entregar la cosa y para el mutuatario la obligación de restituir otra de la 
misma especie y calidad. No siendo un contrato real no requiere para su 
perfeccionamiento de la entrega de la cosa, sino el simple consentimiento de las partes, y 
al perfeccionarse en esa forma, crea la obligación de entrega para el mutuante. Si la 
momento de perfeccionarse el contrato no se entrega la cosa, se origina para el mutuante 
la obligación de entregarla, pero no existirán para el mutuatario obligaciones, y la 
existencia de éstas, se hacen depender del cumplimiento de la obligación del mutuante de 
entregar la cosa, ya que mal puede restituir el que no ha recibido. Es consensual, en 
oposición a real y en oposición a formal, por que no requiere para su perfeccionamiento ni 
de la entrega de la cosa, ni de determinadas formalidades, ya que el consentimiento 
puede manifestarse o exteriorizarse en la manera que convengan las partes sin que la ley 
imponga ninguna en especial. El contrato es gratuito si no se estipula el pago de un rédito 
o interés a cargo del mutuatario o puede ser oneroso para el caso de que sí se pacte ese 
rédito o interés. En el primer caso los gravámenes son sólo para el mutuante ya que no 
podrá disponer del beneficio personal de los bienes mutuados y los provechos sólo para el 
mutuatario, quien podrá disponer de esos bienes con la sola obligación de restituir otros 
de la misma especie y calidad. En el segundo caso, los provechos y gravámenes serán 
recíprocos, dado que el mutuatario deberá pagar el rédito o interés estipulado. Además, es 
un contrato principal, generalmente instantáneo y nominado. 

En cuanto a sus características, el mutuo es un contrato traslativo de dominio. Debe 
tenerse presente en este apartado, que la traslación del dominio del bien es un efecto 
natural del contrato y técnicamente no puede considerarse ni como objeto del mismo ni 
como obligación de las partes y que puede diferirse por voluntad de las partes o por la 
naturaleza de las cosas. 

El objeto del contrato siempre debe ser respecto de bienes fungibles, entendiéndolo por 
tales, aquellos que tienen, unos respecto de otros, el mismo poder liberatorio al momento 
de efectuarse un pago. Si se celebrase un contrato de mutuo respecto de bienes que no 
son fungibles, como la parte que los recibe debe devolver otros de la misma especie y 
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calidad, en la hipótesis no existen otros ( por no ser fungibles ), debería de devolver los 
mismos y ya no sería un contrato de mutuo, porque no habría transferencia de propiedad 
( por tener que devolverlos ) y por lo tanto no sería un contrato de mutuo, sino uno de 
arrendamiento si se pacta una contraprestación cierta o uno de comodato, sino se pacta 
contraprestación . 

El mutuatario, debe restituir bienes de la misma especie y calidad de los recibidos. De ahí 
se desprende que este contrato siempre generará la obligación para el mutuatario de 
entregar otros bienes y habrá en ese supuesto una segunda traslación de dominio en 
beneficio del mutuante, a la que se le aplicaran las mismas normas indicadas en el 
apartado primero, respecto al momento de la traslación. 

Especies de mutuo. 

El contrato de mutuo puede ser: Civil, tiene tal carácter por exclusión, es decir, cuando no 
sea mercantil o esté regulado por leyes especiales, se rehuirá por las disposiciones del 
Código Civil. 73 

Mercantil, tiene tal carácter, según lo establece el artículo 258 del Código de Comercio que 
dice: Se reputa mercantil el préstamo cuando se contrae en el concepto y con expresión 
de que las cosas prestadas se destinen a actos de comercio y no para necesidades ajenas 
de este. Se presume mercantil el préstamo que se contrae entre comerciantes. 74 

El mutuo mercantil a diferencia del civil, se caracteriza por ser de naturaleza oneroso. Las 
Leyes Mercantiles regulan diferentes tipos de mutuos, por ejemplo la apertura de un 
crédito, simple o en cuenta corriente; cartas de crédito; emisión de las obligaciones etc. 
La Ley Federal de Protección al Consumidor, aplicable a este tipo de mutuo, establece en 
su Artículo 68: Únicamente se podrán capitalizar intereses cuando exista acuerdo previo 
de las partes en cuyo caso el Proveedor deberá proporcionar al consumidor estado de 
cuenta mensual. Es improcedente el cobro que contravenga lo dispuesto en este artículo. 
Disposición que es contraria al mutuo civil, de acuerdo con el Artículo 2397 que reza: Las 
partes no pueden, bajo pena de nulidad, convenir de antemano que los intereses se 
capitalicen y que produzcan intereses. 

Bancario.- La Ley de Instituciones de Crédito establece que una de las finalidades de los 
bancos, es otorgar préstamos, los cuales de regulan por la propia ley y supletoriamente 
por las leyes mercantiles. No obstante que las operaciones bancarias están dentro de los 
actos de comercio (Art. 75), tienen sus propias peculiaridades. Por ejemplo el artículo 5°. 
De la Ley Federal de Protección al Consumidor las excluye de su regulación al decir: 

Quedan exceptuadas de las disposiciones de esta ley, los servicios que se presten en 
virtud de una relación o contrato de trabajo, los de las Instituciones y Organizaciones cuya 
supervisión o vigilancia esté a cargo de las Comisiones Nacionales Bancarias, y de Valores 
o de Seguros y Fianzas; así como los servicios profesionales que no sean de carácter 
mercantil. 75 

73 Pérez Fernández del Castillo, Bernardo, Contratos Civil es, Op. cit. , p. 167 
74 Idem. 
75 Ibidem. p. 168 
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Administrativo. Estos contratos son los que otorgan algunas organizaciones de la 
Administración Pública Federal, como el Infonavit, el Issste, Fovissste, etc., que están 
regulados por sus propias leyes, en las que se determinan las garantías, plazos, intereses, 
seguro de vida, circunstancias que los hacen distintos al mutuo civil, aun que sus normas 
se apliquen supletoriamente.76 

Simple o con interés.- Tiene el carácter de mutuo simple, cuando el mutuatario no está 
obligado a pagar ninguna contraprestación por lo recibido. Es mutuo con interés, cuando 
el mutuatario se obliga expresamente a pagar una retribución que puede consistir en una 
cantidad de dinero u otros bienes.77 

Elementos de Existencia 

Este elemento no presenta ninguna regla especial en el mutuo. Debe existir un acuerdo de 
voluntades para entregar bienes fungibles y restituir otros de la misma especie y calidad 
con el objeto de que opere la transmisión de dominio de esos bienes; y con el simple 
acuerdo de voluntades en tal sentido, se perfecciona el contrato, sin que sea necesario 
entregar la cosa. 

Las cosas, como contenido de las obligaciones de dar de las partes, deben ser bienes 
fungibles. No deben de confundirse los bienes fungibles con los consumibles por su primer 
uso, ya que los primero son los que tienen, unos respectos de otros, el mismo poder 
liberatorio al efectuarse su pago, es decir que el deudor cumple con su obligación de 
pago, entregando unos y otros, y los segundos, son los que perecen, se consumen en su 
primer uso cuando ese uso es conforme a su propia naturaleza. 

Las partes pueden pactar libremente de manera exteriorizarse, el consentimiento ya que la 
ley no establece para este contrato una forma impuesta determinada. No obstante que el 
contrato puede otorgarse de forma verbal, por señas, por actos que necesariamente 
supongan el consentimiento, o como las partes determinen, es conveniente celebrar un 
contrato por escrito, para precisar con toda certeza el alcance de las obligaciones de las 
partes, sin embargo, el contrato será válido cualquiera que sea la formalidad consignada. 

Elementos de validez. 

La capacidad de las partes debe ser la especial para poder disponer de los bienes sobre 
los que se celebren el contrato; por lo que ve al mutuante, en el momento de la 
celebración del contrato o cuando determine los bienes, y por lo que ve al mutuatario, en 
el momento de la restitución. 

Lo que significa que los contratantes deben ser propietario de los bienes por ser este 
contrato traslativo de dominio y ambos, en el momento respectivo. Responden del 
saneamiento, en su caso de evicción, y tendrán las demás obligaciones normales de un 
enajenante. Se requiere además que las partes tengan capacidad de ejercicio para poder 

76 Idem. 
77 Idem. 
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celebrar por si mismas este contrato, como cualquier otro, bajo pena de nulidad relativa 
en caso de contravención. 

Sin embargo, la Ley dispone que no se declararan nulas las deudas contraídas por el 
menor para proporcionarle alimentos cuando los necesite y su representante legítimo se 
encuentre ausente. 

La ausencia de vicios en el consentimiento y la licitud en el objeto, motivo o fin del 
contrato. En esta materia no existe norma especial en el contrato de mutuo y por lo tanto 
deben aplicarse las reglas generales sobre este tema. 

Obligaciones del mutuante. 

La primera obligación del mutuante, será la de entregar los bienes objeto del contrato si 
éstos son ciertos y conocidos en la celebración del contrato, y si no lo son, primero tendrá 
la obligación de determinados y hacerle saber al mutuatario y hacerle saber al mutuatario 
esa individualización y a continuación entregarlos. Ya se indicó que la transmisión del 
dominio de los bienes no es técnicamente una obligación de las partes, sino un efecto del 
contrato que se opera en forma automática cuando los bienes son ciertos y conocidos en 
la celebración del contrato o cuando se hacen ciertos y conocidos con conocimiento del 
acreedor, sin necesitad de entrega. El modo, tiempo y lugar de entrega, deben de ser 
según lo convenido por las partes, solo a falta de convenio expreso, la ley supletoriamente 
establece: Deben entregarse los bienes precisamente de la especie y calidad pactados, sin 
que el acreedor (mutuatario) tenga la obligación de recibir otros diferentes, aunque sean 
de mayor valor. El lugar de la entrega debe de ser en donde se encuentra los bienes al 
momento de celebrarse el contrato. El tiempo de entrega como no existe una disposición 
en materia de obligaciones, esto es el mutuante debe entregar los bienes, tan pronto sea 
requerido para ello, pero el mutuatario no puede exigir la entrega sino después de los 30 
días siguientes a la interpelación que haga judicial o extrajudicialmente ante un Notario o 
ante dos Testigos. 

El mutuante, como todo enajenante, está obligado a responder del saneamiento para el 
caso de que el mutuatario sufra evicción y se aplicarán las disposiciones generales ya 
señaladas en relación con las obligaciones de los vendedores. 

El mutuante está obligado a responder de las calidades de la cosa y por lo tanto responde 
por los vicios o defectos ocultos de la cosa mutuada en los mismos términos de todo 
enajenante. 

En materia de mutuo, se establece una disposición expresa en esta materia, señalando 
que es responsable de los perjuicios que sufra el mutuatario por la mala calidad o vicios 
ocultos de la cosa si conoció los defectos y no dio aviso oportuno al mutuatario. 

Por último, si el contrato de mutuo es con interés, el mutuante tiene la obligación de 
pagar los impuestos sobre la renta y al valor agregado, en los términos de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta y la Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

Obligaciones del mutuatario: 
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Todas las obligaciones del mutuatario que se mencionarán, están supeditadas al 
cumplimiento previo de la obligación del mutuante de entregar las cosas mutuadas, ya 
que el mutuante no cumpla con esa obligación, el mutuatario lógicamente no tendrá la 
obligación de restituir, porque no puede restituir o devolver lo que no ha recibido. 

La primera obligación del mutuatario, es que debe restituir o devolver al mutuante bienes 
fungibles, en la misma cantidad y de la misma especie y calidad de los recibidos. En el 
momento de que entregue los bienes o cuando ya individualizados el mutuante se dé por 
recibido de ellos, se operará el efecto traslativo de dominio y los riesgos por su existencia 
y conservación serán del mutuante, y mientras no lo haga así esos riesgos serán del 
mutuatario, ya que las cosas se pierden o deterioran por el propietario. El modo, el lugar y 
el tiempo de la restitución serán en la forma convenida por las partes y solo a falta de 
convenio se aplicarán las siguientes reglas: 

Respecto del modo, deben de entregarse precisamente de la misma especie y calidad a los 
recibidos y en la· misma cantidad. Sin embargo, aplicando la ley mexicana la teoría de la 
imprevisión en los contratos, dispone que si no fuere posible al mutuatario restituir bienes 
de la misma especie y calidad por ya no existir en la naturaleza o en el mercado, cumplirá 
su obligación pagando el valor que éstos tenían en el tiempo y lugar en que se hizo el 
préstamo a juicio de peritos, salvo estipulación en contrario. Si el mutuo fuera de dinero, 
el mutuatario deberá devolver una cantidad igual a la recibida conforme a la ley monetaria 
en vigor al momento de hacerse el pago sin que esta prescripción sea renunciable, y si el 
pago debe de hacerse en moneda extranjera se hará en su equivalencia en moneda 
nacional al tipo de cambio al momento de cumplirse la obligación siendo en daño o 
beneficio del mutuatario la alteración que ésta experimente. Si los objetos fueran cereales, 
productos del campo u otros frutos semejantes, deberán de devolverse frutos o productos 
semejantes de la siguiente cosecha, cuando el mutuatario fuere labrador o no siéndolo 
deba de recibir frutos semejantes por otro título. 

El lugar de devolución si el préstamo consiste en efectos, se hará en donde se recibieron y 
si consiste en dinero, se hará en el domicilio del deudor. 

El tiempo de la devolución se hará si el mutuatario fuere labrador y el préstamo consiste 
en cereales, productos del campo o frutos semejantes o si no siéndolo deba de recibirlos 
por otro titulo en la siguiente cosecha; y en todos los demás casos, el mutuante sólo 
podrá exigirlos 30 días después de la interpretación que haga al mutuatario en forma 
judicial o extrajudicial ante Notario o ante dos Testigos. Si se pactaron, el mutuatario tiene 
la obligación de pagar intereses o réditos. El mutuatario está obligado a responder del 
saneamiento al mutuante en caso de evicción, en los mismos términos de todo 
enajenante. 

Asimismo, el mutuatario está obligado a responder de las calidades de la cosa; o sea que 
responde por los vicios o defectos de la cosa en los mismos términos de todo enajenante. 
Por último, en los contratos de mutuo con interés, el mutuatario es solidariamente 
responsable con el mutuante ante el Fisco, por el pago del Impuesto Sobre la Renta y por 
el Impuesto al Valor Agregado, en los términos en que lo dispone la Ley del Impuesto 
sobre la Renta y la Ley del Impuesto Agregado. 
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Mutuo con interés. 

Como se señaló es por su naturaleza gratuito, no obstante se pueden pactar intereses. Se 
entiende por interés a la compensación que el mutuatario da al mutuante, consistente en 
una cantidad de dinero o de otros bienes, generalmente valuada en un tanto por ciento 
sobre el valor de las cosas dadas al mutuo. Si se denomina rédito si el interés consiste en 
dinero, y producto si son géneros. 

Historia. Los intereses, históricamente, no siempre han sido aceptados. Por lo que se 
refiere a los hebreos éstos, los confundían con la usura y su establecimiento se 
encontraba prohibido. Así lo disponen el capítulo 22 Versículo 25 del génesis; el capítulo 
25, versículos 35, 36 y 37 del Levítico; y el Deuteronomio que · al respecto reza: "No 
prestaras a usura a tu hermano, ni dinero, ni granos, ni otra cualquier cosa sino al 
extranjero: más a tu hermano le prestarás sin usura aquello que ha de menester". 

Asimismo San Lucas en el evangelio expresa: "si prestáis a aquellos de quienes esperáis 
recibir ¿qué merito tenéis? También los pecadores prestan a los pecadores para recibir lo 
correspondiente". Entre los Griegos se permitían los intereses únicamente sobre el capital, 
sin embargo Aristóteles al hablar del dinero aseguraba que éste no es capaz de 
reproducirse pecunia non pare pecuniam (el dinero no hace nacer dinero). Esto es, que la 
moneda no produce frutos naturales, motivo por el cual no debe recibirse más dinero que 
el hecho de tenerlo. 

En Roma se reconocía que la prosperidad del comercio demandaba la necesidad de que 
cada quien sacara utilidad de su dinero. Esta circunstancia se desprende del texto de la 
Ley de las XII tablas, la cual permitía el prestamos al 12% anual y condenada con la 
restitución del cuádruplo a quien exigiera un interés más elevado. 

En la edad media el Concilio de la Cristiandad denominado sub leonex prohibió la 
obtención de intereses. Posteriormente con el Código de Napoleón la situación se modificó 
de manera radical al instalarse la absoluta libertad contractual. 

Ahora bien, los intereses en México también fueron permitidos por los Códigos de 1870 y 
1884 en concordancia con el de Napoleón. Asimismo el Código de 1928 autoriza los 
intereses pero otorga protecciones especiales para el deudor. De igual manera establece 
que se pueden pactar convencionalmente y a falta de convenio, se aplica el interés legal 
que es el 9% anual y el 6%. para operaciones mercantiles de acuerdo con el Código de 
Comercio.78 

Por lo que respecta al mutuo con interés el Código Civil vigente en el Estado establece: 
que es permitido estipular interés por el mutuo, ya consista en dinero, ya en especie. 

Además de ser legal o convencional, estableciendo los porcentajes de tales así como de 
las modificaciones que se pudieran suscitar en caso de ser contrario a la Ley. 

Derechos especiales que se otorgan al mutuatario, con el mutuo con interés. 

78 Ibidem. pp.l74 al 176 
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Si el contrato no se pactan expresamente intereses o réditos, a cargo del mutuatario, el 
contrato será gratuito; por lo tanto, para que exista esa obligación y para que el contrato 
sea oneroso, deben pactarse expresamente los intereses. En materia Civil, en Derecho 
Mexicano, en el Estado de Quintana Roo, el interés legal es del 12 por ciento anual. 
Siempre que exista la obligación de pagar intereses por imperativo legal, se aplicará la 
taza indicada. Convencionalmente, las partes pueden pactar un interés inferior o superior 
al interés legal. Si se estipulan intereses, el mutuatario tiene las siguientes defensas y 
derechos.79 

1.- Mediante la aplicación del Instituto de la Lesión, si el mutuante explotando de suma 
ignorancia, notoria inexperiencia o extrema miseria del mutuatario, obtiene un lucro 
excesivo que sea evidentemente desproporcionado a lo que él por su parte se obliga, el 
perjudicado (mutuatario), t iene derecho de pedir la nulidad del contrato, que traerá como 
consecuencia el logro de la restitución de los bienes o cantidades entregadas por las 
partes. Esta defensa o derecho del mutuario, aunque le permite recobrar las cantidades 
pagadas con interés excesivos, tiene el inconveniente de que ésta obligado a devolver 
anticipadamente el importe del capital o los bienes mutuados y la acción prescribe en un 
año. 

2.- Si el interés es tan desproporcionado que haga fundamentalmente creer que se ha 
abusado del apuro pecuniario, de la inexperiencia o de la ignorancia del mutuatario, éste 
t iene derecho de pedir al Juez competente que, tomando en cuenta las especiales 
circunstancias del caso, reduzca, equitativamente el interés, reducción que puede llevar 
hasta el limite del interés legal, es como ya se dijo, del 12% anual. 

Esta defensa o derecho, tiene la ventaja de permitir al mutuatario seguir disfrutando del 
plazo convenido por las partes en el contrato para la devolución, pero no lo protege para 
recuperar las cantidades que por intereses excesivos de haya pagado solo lo protege en 
ese sentido hacia el futuro. 

3.- Cuando se ha pactado un interés superior al legal, el mutuatario tiene derecho a 
remitir anticipadamente su deuda, después de seis meses contados desde que se celebro 
el contrato, cualquiera que sea el plazo que se hubiera señalado en el contrato para la 
devolución, siempre y cuando se de aviso al mutuante con dos meses de anticipación y 
pagando los intereses vencidos. 

Esta medida protege a futuro al mutuatario, pero lo obliga a devolver el capital 
anticipadamente no permitiéndole gozar del plazo convenido, ni recobrar las cantidades 
pagadas por intereses; y 

4. - Como defensa al mutuatario, no puede pactarse anticipadamente que los intereses se 
capitalicen y produzcan a su vez intereses. Tal pacto, llamado de anatosismo, está 
prohibido por el derecho mexicano y es nulo de pleno derecho. 

79 Código Civil para el Estado de Quintana Roo, México, Op. cit. , p.l98 
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El mutuo con interés es protegido en el derecho penal. 

El Código Penal mexicano para el Distrito Federal y en materia común y para toda la 
República para los delitos de la competencia de los Tribunales Federales, establece: "Art. 
386 comete delito de fraude" ... "El delito de fraude se castigará con las penas 
siguientes":... "Art. 387 las mismas penas señaladas en el Artículo anterior, se 
impondrán": .. . "VIII al que valiéndose de la ignorancia o de las malas condiciones 
económicas de una persona, obtenga de esta ventajas usurarias por medio de contratos o 
convenios en los cuales se estipule réditos o lucros superiores a los usuales en el 
mercado".80 

El mutuo y el empréstito 

El empréstito: significado y concepto 

La palabra empréstito se forma con dos vocablos latinos "in", que significa "en", y 
"praestitus" participio pasado de prestar, por lo cual el empréstito significa según el 
Diccionario de la Lengua Española: " préstamo que toma el estado o una corporación a 
empresa especialmente cuando está representado por títulos negociables o al portador", 
de ahí que se otorga este concepto "el empréstito es el convenio en virtud del cual una 
persona llamada "estado prestador" se obliga a entregar a otra persona llamada "estado 
emprestatario" , una suma de dinero u otros bienes fungibles, y este se obliga a restituir 
en cierto plazo, otro tanto de la misma especie y calidad".81 

Algunas disposiciones de la Ley Federal de Protección al Consumidor referente a los 
créditos. 

1.- Casos en que se aplica. 

El Art. 67 del Código Civil del Distrito Federal establece su aplicabilidad a la compra venta 
en abonos y al mutuo con interés, al decir: "En los contratos de compra-venta a plazo o 
de prestación de servicios con pago diferido, se calcularán los intereses sobre el precio de 
contado menos el enganche que se hubiere pagado".82 

Sin embargo las disposiciones de esta Ley no se aplican a las Instituciones Bancarias, de 
Seguros y Fianzas, de acuerdo con el Art. so. Que establece: Quedan exceptuados de las 
disposiciones de esta Ley, los servicios que se presten en virtud de una relación o contrato 
de trabajo, los de las Instituciones y Organizaciones cuya supervisión o vigilancia esté a 
cargo de la comisiones nacionales bancarias, de valores o de seguros y fianzas; así como 
de los servicios profesionales que no sean de carácter mercantil.83 

2.- Deber de información. 

8° Colin Sanchez, Guillermo, Derecho Mexicano de Procedimientos Penales, México, Porrúa, 1995, P. 939 al 
943. 
81 Gutiérrez y González, Ernesto, Derecho de las Obl igaciones, México, Porrúa, 1999, p. 1223 . 
82 Pérez Fernández del Castillo, Bernardo, Contratos Civi les, Op. cit., p. 177. 
83 lbidem. p. 177 
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El Art. 66 del Código Civil del Distrito Federal lo establece al decir: en toda operación a 
crédito al consumidor, se deberá: 

l.- Informar al consumidor previamente sobre el precio de contado del bien o servicio de 
que se trate, el monto y detalle de cualquier cargo si lo hubiere, el numero de pagos a 
realizar, su periodicidad, el derecho que tiene de liquidar anticipadamente el crédito con la 
consiguiente reducción de intereses, en cuyo caso no se le podrán hacer más cargos que 
los de la renegociación del crédito, si lo hubiere. Los intereses, incluidos los moratorias, 
se calcularán conforme a una tasa de intereses fija o variable. 

II.- En caso de existir descuentos, bonificaciones o cualquier otro motivo por el cual sean 
diferentes los pagos a crédito y de contado, dicha diferencia deberá señalársele al 
consumidor. De utilizarse una tasa fija, también se informará al consumidor el monto de 
los intereses a pagar en cada período. De utilizarse una tasa variable, se informará al 
consumidor sobre la regla de ajuste de la tasa, la cual no podrá depender de decisiones 
unilaterales del proveedor sino de las variaciones que registra una tasa de interés 
representativa del costo del crédito al consumidor, la cual deberá ser fácilmente verificable 
por el consumidor. 

III.- Expresar el precio al público del bien o servicio el cual será independientemente de 
los intereses y cargos correspondientes; y 

IV.- Respetarse el precio que se haya pactado originalmente en operaciones a plazo o con 
reserva de dominio, salvo lo dispuesto en otras leyes o en convenio en contrario. 

3.- Sólo debe de pagar sobre saldos insolutos e intereses vencidos. 

El Art. 69 del Código Civil del Distrito Federal establece que: Los intereses se causarán 
exclusivamente sobre los saldos insolutos del crédito concedido y su pago no podrá ser 
exigido por adelantado, sino únicamente por periodos vencidos.84 

84 Idem. 
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Capítulo VI. 
Registro Público de la Propiedad y del Comercio. 
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Relación de los contratos traslativos de dominio, con el Registro Público de la Propiedad y 
del Comercio, en el Estado de Quintana Roo. 

El Registro Público de la Propiedad es una institución administrativa, encargada de prestar 
un servicio público, el cual consiste en la publicidad oficial sobre el estado jurídico de la 
propiedad y posesión de los bienes inmuebles; limitaciones y gravámenes a que ambos 
están sujetos, y sobre la constitución y modificación de las persona morales: asociaciones 
y sociedades civiles. 

En todos los países del orbe de una u otra forma, según su formación y tradición jurídica, 
costumbres e idiosincrasia, ha existido la preocupación de dar seguridad jurídica y 
protección a la propiedad, su transmisión y gravámenes. De ahí la existencia de diferentes 
sistemas regístra!es. 

El Registro Público de la Propiedad y del Comercio, una unidad administrativa del Poder 
Ejecutivo del Estado y en términos de lo dispuesto en la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de Quintana Roo y en el Reglamento Interior de !a Secretaría de 
Gobierno, estará adscrita a dicha Dependencia por conducto de la Subsecretaría de 
Asuntos Jurídicos, a quien le corresponderá la planeación, programación, organización, 
coordinación, dirección, control y evaluación de la misma. 

Al Registro Público de la Propiedad y del Comercio le corresponde el desempeño de las 
funciones registrales en materia inmobiliaria, mobiliaria y de personas jurídicas o morales, 
con arreglo a las prevenciones del Código Civil para el Estado de Quintana Roo. 

Dentro del Código Civil vigente para el Estado de Quintana Roo, se establece en sus 
artículos 3159 y 3160 que dicho registro será constitutivo en lo que respecta a los 
convenios y contratos por los cuales se adquiere, trasmite, modifica o extingue el dominio 
de bienes raíces o una hipoteca. Los contratos o convenios que se han hecho referencia se 
perfeccionaran o surtirán plenamente sus efectos hasta que se registren, es también 
constitutivo el registro tratándose de asociaciones y sociedades civiles, en todos los demás 
casos en que la ley establezca la inscripción registra!, los efectos de esta no serán 
constitutivos, sino meramente publicitarios.85 

Por ende para que dichos contratos traslativos de dominio surtan plenamente los efectos 
contra terceros deberán de ser registrados en tiempo y forma pues en caso de que solo se 
elaboren entre dos personas y no se inscriben, podrá un tercero beneficiarse de esa 
omisión, he ahí la importancia de la inscripción ante tal Institución. 

85 Código Civi l para ·ei Estado de Quintana Roo, México, Op. cit. , pp.241 y 242. 
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Conclusiones. 

Los contratos traslativos de dominio, resultan ser de suma importancia para resguardar la 
seguridad jurídica y patrimonial de las personas. 

Debido al desarrollo dinámico de la Sociedad así como del incremento cada vez mayor de 
cambios de bienes y servicios, conlleva a que los contratos traslativos de dominio se vayan 
perfeccionando en cuanto a su género y especie. 

El acuerdo de voluntades en los contratos traslativos de dominio, es considerado como 
norma y de la cual emana derechos y obligaciones para las partes que intervinieron en él, 
independientemente de la forma en que fue estipulado. 

En cuanto a los contratos traslativos de dominio, como acto jurídico, son los acuerdos de 
voluntades, conforme a lo dispuesto por un supuesto para producir las consecuencias de 
derecho consistentes en crear o transmitir derechos y obligaciones de contenido 
patrimonial. 

Los contratos traslativos de dominio como documentos, hacen referencia al resultado 
material del proceso contractual que se plasma en un título, generalmente escrito, y que 
contiene signos sensibles que objetivizan la voluntad de los contratantes, dichos contratos 
están destinados a perdurar y tienen diversas finalidades, entre las cuales destaca la 
certeza y seguridad de los pactos convenidos y su efectividad a futuro. 

La voluntad en los contratos traslativos de dominio juega un papel sumamente 
importante, pues requiere venir de un sujeto al que el ordenamiento legal le reconozca 
capacidad para otorgar el negocio de que se trate, además de que dicha manifestación 
deberá de llevarse acabo de forma conciente y libremente, resultando como consecuencia 
el cumplir con el acatamiento de la ley y forma establecida. 

En suma, los contratos traslativos de dominio en sus diversas modalidades, se desarrollan 
en nuestros días con plena seguridad jurídica, pues de las amplias capacidades de 
ejercicio de las partes para su aplicación y del marco jurídico aplicable, es poco probable 
que se caiga en el error, el dolo o la mala fe. 
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